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Participación significativa para la armonización de la actividad minera con las visiones, culturas y tradiciones en los territorios

Para revisar en el plan de acción

En la introducción se menciona que la inclusión social 
será concomitante a la inclusión productiva. 

Asimismo, los procesos de regularización, formalización 
buscarán estándares de seguridad, orientados a la 

innovación en áreas de control de atmosferas viciadas, 
estudios de geomecánica y estabilidad de labores 

extractivas. Con el impulso de cadenas de valor agregado 
para minerales que incentiven la producción de coque, 

talla de gemas y refinación de metales e insumos 
asociados a materiales de construcción, entre otras (DNP, 

2022).

se formularán los instrumentos contextualizados de 
gestión que contribuyan a la protección de las 

configuraciones patrimoniales y estimular el tránsito del 
usufructo minero tradicional en los territorios étnicos hacia 
una producción minera segura, dignificante, y ecoeficiente 

sin desmedro de los atributos bioculturales de los 
entornos territoriales de los grupos étnicos.

Política Pública Minera 
Nacional

Reindustrialización del 
país

Fortalecer los 
encadenamientos 

productivos

Transición energética 
justa para lo cual son 
pertinentes minerales 

estratégicos

Soberanía alimentaria

Protección de los 
ecosistemas

Construcción de 
territorios en paz total

Articulación con las 
vocaciones productivas 

de las regiones y la 
economía popular

Desarrollo Científico y el 
fortalecimiento 
tecnológico y la 
disposición de 

información

Mejoramiento de la 
calidad de vida de las 

comunidades

aporta a

Participación ciudadana

"Insumos recopilados a partir de la 
metodología usada en los diálogos regionales 

vinculantes para el PND". 

Sistematización de audiencias públicas
Foros

Mesas técnicas
Reuniones sectoriales

Realizadas en 19 regionaes del país con 
ocasión a la actualización del actual código 

de minas por la comisión accidental del 
Congreso de la República

Cierre de minas

Retos de la transición energética

La localización de los minerales estratégicos

La vinculación activa de las comunidades a la 
decisión y desarrollo de los proyectos mineros

Asimetría presente en la relación entre las 
actividades mineras a gran escala y los 

pobladores de las regiones

El respeto por la ancestralidad y las 
dinámicas culturales, sociales y territoriales

La necesidad de reconocer que las 
actividades mineras son la  base de 

materiales de construcción, minerales 
asociados a la producción agrícola y la 

sobernía alimentaria, afines al 
autoabestecimiento y la soberanía de los 

recursos mineros

Conflictos socioambientales

Afectación a la biodiversidad

Fuentes de agua

Superposición de títulos con zonas de 
protección ambiental o la futura declaración 

de áreas ambientalmente protegidas allí 
donde se realizan actividades mineras de 

forma tradicional

Titulación sobre zonas de minería ancestral, 
tradicional o de minería realizada por 

comunidades étnicas 

El atraso en la respuesta de las propuestas 
de los contratos de concesión de la pequeña 

minería

Deficitaria información geológica y ambiental 
del Estado

Desactualización de los Planes y esquemas 
de ordenamiento territorial

Adicionalmente, en los espacios participativos se mencionó la estigmatización de la actividad minera; conflictos con otras 
actividades productivas de las regiones; el conflictivo concepto de utilidad pública de la actividad minera por la existencia 

de otros intereses de utilidad pública; el uso de insumos perjudiciales para la salud como el mercurio o el cianuro, los 
riesgos laborales y las enfermedades asociadas a la minería; el aumento del costo de vida, la transformación de las 

cadenas productivas y de la cultura a raíz del desarrollo de la minería en ciertos lugares; la necesidad de diversificar las 
actividades económicas de las regiones para no depender de la industria extractiva exclusivamente;  la necesidad de 

contar con mecanismos de participación y veeduría efectivas; la debida administración y destinación de las regalías, la 
protección al derecho de la consulta previa; los conflictos territoriales que han sido incrementados por el desarrollo de 

economías ilícitas, la falta de criterios unificados en las corporaciones autónomas regionales; la presencia en el territorio 
de las autoridades mineras y ambientales; la especulación con los títulos mineros; la necesidad de promover la 

formalización en organizaciones asociativas de tipo solidario o comunal; contemplar todas fases de la actividad, por 
ejemplo, la comercialización, entre otros temas.

Debo sperar

Instrumentos cercanos 
a la política de minas

Hoja de ruta para la 
transición energética

Ley Minera

Política de Reindustrialización 
Nacional

Política minera

Construcción de las 
problemáticas

Análisis sectorial a partir de la construcción 
interinstitucional del árbol de problemas respecto al 

desarrollo de la actividad minería 

Insuficiencias en la planificación y 
ordenamiento minero ambiental
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Deficiencias de articulación institucional e 
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Bajo nivel de desarrollo empresarial para la 
industrialización y generación de valor 

agregado de los minerales

Falta de mecanismos de divulgación sobre las 
buenas prácticas mineras

Deficiencia en las etapas de cierre y post 
cierre de minas en Colombia

Debilidades en la prevención y control de 
explotación no autorizada de minerales

Participación ciudadana

"Insumos recopilados a partir de la 
metodología usada en los diálogos regionales 

vinculantes para el PND". 
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cierre de minas en Colombia

Debilidades en la prevención y control de 
explotación no autorizada de minerales

Inicial

Final



Productos

Reformular productos

Cuerpo del documento

Profundizar en las visiones de 
desarrollo del territorio

Institucionalidad del sector 
minero-ambiental

Marco conceptual

Especificar

Aclaración de la metodología

Ciclo minero Delimitar campo de acción; 
establecer nuevos conceptos

Explicación de las 
problemáticas

Construir las líneas 
estratégicas

Nuevas líneas estratégicas

Minería planificada y 
ordenamiento 

minero-ambiental

Institucionalidad articulada y 
coordinada para la toma de 

decisiones e implementación de 
políticas públicas.

Administración del recurso 
minero. Uso y aprovechamiento 

de los recursos mineros con 
responsabilidad.

Participación social efectiva e 
inclusión de los territorios

Minería en el territorio y para el 
territorio con estrategias para el 

fomento, la formalización, la 
reconversión y la diversificación 

productiva.

Incremento del conocimiento 
geocientífico nacional para la 

planificación y la administración 
de los recursos del subsuelo.

Reindustrialización de los 
productos mineros. La actividad 

minera como base de la economía 
del país mediante la soberanía del 

Estado.

Las buenas prácticas mineras, 
con énfasis en economía circular. 

Cierre minero integral y 
responsable.

Prevención y apoyo a las 
acciones contra la explotación no 
autorizada y la explotación ilícita 

de minerales.

Planeación para el 
ambiente y la sociedad

Institucionalidad 
fortalecida

Actualización de los 
títulos mineros

Fiscalización, control y 
seguimiento

Información segura y 
confiable

Seguridad Minera Acceso a los 
conocimientos, 

saberes ambientales y 
mineros

Coordinación 
interinstitucional para 
garantizar el derecho 

fundamental de la 
consulta previa

Gestión y manejo de 
la conflictividad

Procedimientos y 
mecanismos de 

participación 
ciudadana

Apropiación de buenas 
prácticas en la minería 
artesanal y ancestral

Estrategias para la 
formalización, el 

desarrollo y fomento 
de buenas prácticas en 

la pequeña minería, 
minería artesanal y 

ancestral

Fomento de buenas 
prácticas

Formalización de la 
actividad minera de 

pequeña escala 

Formalización minera 
de pequeña escala y 

de la minería ancestral 
y tradicional

Reconversión laboral y 
diversificación 

productiva de los 
territorios asociada a 

las actividades 
mineras

Prospección geológica Empresa pública 
minera

Productividad minera

Trazabilidad justa y 
transparente

Conocimiento, 
capacidades y 

habilidades

Divulgación

Financiación a 
pequeños mineros

Gestión del cambio 
climático

Incorporación de BPM 
en los Planes de 
Trabajos y Obras

Gestión normativa 
para el cierre

Prevención y apoyo al 
control de las 

explotaciones no 
autorizadas de 

minerales

Establecer la 
temporalidad

Establecer métodos de 
medición

Establecer 
responsables

Establecer 
actividades

Planeación para la 
toma de decisiones 

basada en información

Enfoque de interés público

Minería planificada y 
ordenamiento 

minero-ambiental

Institucionalidad articulada y 
coordinada para la toma de 

decisiones e implementación de 
políticas públicas.

Administración del recurso 
minero. Uso y aprovechamiento 

de los recursos mineros con 
responsabilidad.

Participación social efectiva e 
inclusión de los territorios

Minería en el territorio y para el 
territorio con estrategias para el 

fomento, la formalización, la 
reconversión y la diversificación 

productiva.

Incremento del conocimiento 
geocientífico nacional para la 

planificación y la administración 
de los recursos del subsuelo.

Reindustrialización de los 
productos mineros. La actividad 

minera como base de la economía 
del país mediante la soberanía del 

Estado.

Cierre minero integral y 
responsable.

Prevención y apoyo a las 
acciones contra la explotación no 
autorizada y la explotación ilícita 

de minerales.

Planeación para el 
ambiente y la sociedad

Institucionalidad 
fortalecida

Actualización de los 
títulos mineros

Fiscalización, control y 
seguimiento

Información segura y 
confiable

Seguridad Minera Acceso a los 
conocimientos, 

saberes ambientales y 
mineros

Coordinación 
interinstitucional para 
garantizar el derecho 

fundamental de la 
consulta previa

Gestión y manejo de 
la conflictividad

Procedimientos y 
mecanismos de 

participación 
ciudadana

Apropiación de buenas 
prácticas en la minería 
artesanal y ancestral

Estrategias para la 
formalización, el 

desarrollo y fomento 
de buenas prácticas en 

la pequeña minería, 
minería artesanal y 

ancestral

Fomento de buenas 
prácticas

Formalización de la 
actividad minera de 

pequeña escala 

Formalización minera 
de pequeña escala y 

de la minería ancestral 
y tradicional

Reconversión laboral y 
diversificación 

productiva de los 
territorios asociada a 

las actividades 
mineras

Prospección geológicaEmpresa pública 
minera

Productividad minera

Trazabilidad justa y 
transparente

Gestión normativa 
para el cierre

Prevención y apoyo al 
control de las 

explotaciones no 
autorizadas de 

minerales

Planeación para la 
toma de decisiones 

basada en información

Las buenas prácticas mineras, 
con énfasis en economía circular. 

Conocimiento, 
capacidades y 

habilidades

Divulgación

Financiación a 
pequeños mineros

Incorporación de BPM 
en los Planes de 
Trabajos y Obras

Gestión del cambio 
climático

Eje 1: Planificación y Gestión Minera
- Minería en el país planificada y ordenada
- Institucionalidad articulada y coordinada para la toma de decisiones
- Optimización del otorgamiento, control, seguimiento y fiscalización de la actividad minera

Eje 2: Inclusión y Participación Social
- Participación social efectiva e inclusión de los territorios
- Minería en el territorio y para el territorio con estrategias para el fomento, la formalización, la diversificación y reconversión productiva

Eje 3: Conocimiento y Desarrollo Científico
- Incremento del conocimiento geocientífico nacional de los recursos del subsuelo

Eje 4: Desarrollo Empresarial y Valor Agregado
- Industrialización y promoción del desarrollo empresarial para la generación de valor agregado de los minerales

Eje 5: Sostenibilidad y Buenas Prácticas
- Implementación de las buenas prácticas mineras, con énfasis en economía circular
- Cierre minero integral y responsable

Eje 6: Seguridad y Legalidad
- Prevención y apoyo a la lucha contra la explotación ilícita de minerales



Planificación para el ordenamiento minero-ambiental

Problemáticas
Acciones

No obstante, aunque se cuenta con instrumentos y 
mecanismos para la protección y gestión de los 

recursos minero y ambiental, la compatibilidad entre 
la explotación de minerales y la efectiva protección 
de los recursos naturales renovables, de las áreas 
protegidas y de las áreas de especial importancia 
ecológica, ha sido materia de desacuerdos. Por lo 
anterior, se hace pertinente abordar la pregunta, 

¿minería en dónde?

Baja compatibilidad entre los 
lugares de explotación de 
minerales y protección de 

recursos naturales renovables

Superposición de títulos con zonas de 
protección ambiental o la futura declaración 

de áreas ambientalmente protegidas allí 
donde se realizan actividades mineras de 

forma tradicional

"Participación Ciudadana" Cita del documento

De esta manera, se estableció que las autoridades 
mineras y ambientales decidirán en forma conjunta 

sobre las áreas o regiones donde la minería pudiese 
desarrollarse o dónde no. La desarticulación entre 
los sectores minero y ambiental, que se abordará 

más adelante, se refleja de manera directa en que 
la planificación del ordenamiento minero 

ambiental a nivel nacional y territorial resulta 
insuficiente; problemática que requiere la adopción 

de medidas encaminadas a solucionar 
progresivamente los siguientes aspectos

Desarticulación institucionalNO REGISTRA

En primer lugar, existen deficiencias en información de 
componentes ambientales, socioculturales y de potencial mineral, 

en cuanto a su disponibilidad, calidad, intercambio y 
armonización que no se logran integrar a los instrumentos de 

planificación, ni ser tenidos en cuenta en la toma de decisiones, 
especialmente en las relacionadas con el otorgamiento de títulos 
mineros. El efecto inmediato es que las áreas concesionadas pueden 
llegar a traslaparse con ecosistemas de especial importancia ecológica 

o con áreas protegidas, no compatibles con la actividad minera de 
acuerdo con su régimen de uso.

El respeto por la ancestralidad y las 
dinámicas culturales, sociales y territoriales

Titulación sobre zonas de minería ancestral, 
tradicional o de minería realizada por 

comunidades étnicas 

Desarticulación institucional

En primer lugar, existen deficiencias en información de 
componentes ambientales, socioculturales y de potencial mineral, 

en cuanto a su disponibilidad, calidad, intercambio y 
armonización que no se logran integrar a los instrumentos de 

planificación, ni ser tenidos en cuenta en la toma de decisiones, 
especialmente en las relacionadas con el otorgamiento de títulos 
mineros. El efecto inmediato es que las áreas concesionadas pueden 
llegar a traslaparse con ecosistemas de especial importancia ecológica 

o con áreas protegidas, no compatibles con la actividad minera de 
acuerdo con su régimen de uso.

Planificación para el ordenamiento minero-ambiental

Deficiencias en información en 
componentes ambientales, 

socioculturales y de potencial 
mineral

Diseño de problemática

Secuencia

Planificación para el ordenamiento minero-ambiental

Un segundo aspecto es la insuficiencia en la incorporación, desarrollo 
e implementación de criterios y mecanismos de participación y de 

acceso a la información ambiental, territorial y minera, aspecto que se 
ve reflejado en la manifestación de conflictos socio ambientales 
causados por la intervención minera en áreas de interés social, 

cultural, o ambiental para la conservación de la biodiversidad y de 
servicios ecosistémicos e impactos ambientales negativos.

Insuficiente incorporación, 
desarrollo e implementación de 

criterios y mecanismos de 
participación y de acceso a la 

información ambiental, territorial y 
minera

Superposición de títulos con zonas de 
protección ambiental o la futura declaración 

de áreas ambientalmente protegidas allí 
donde se realizan actividades mineras de 

forma tradicional

Insuficiente incorporación, desarrollo 
e implementación de criterios y 

mecanismos de participación y de 
acceso a la información ambiental, 

territorial y minera

Pasivos ambientales

La actuación aislada tanto del sector ambiental como del sector 
minero influye también en que no exista un sistema de 

planificación minero ambiental que, de manera particular, logre 
consolidar una plataforma que facilite el acceso a información de 

calidad, suficiente para el seguimiento y control de las 
actividades mineras desde sus etapas tempranas en función de la 

vulnerabilidad y potencialidad ambientales y del grado de 
compatibilidad entre los diferentes usos de los recursos 
naturales, en el marco de un desarrollo social, cultural, 

económico y ambiental sostenible.

Inexistencia de un sistema de 
planificación minero-ambiental

Inexistencia de plataforma para el 
acceso a información de calidad 
suficiente para el seguimiento y 

control de las actividades mineras

Deficitaria información geológica y ambiental 
del Estado

La localización de los minerales estratégicos

Superposición de títulos con zonas de 
protección ambiental o la futura declaración 

de áreas ambientalmente protegidas allí 
donde se realizan actividades mineras de 

forma tradicional

Un tercer aspecto se relaciona con falencias en la identificación de 
áreas degradadas por minería y la necesidad de regulación para 

su prevención y gestión. Las áreas degradadas son susceptibles de 
prevención en el marco de la actividad minera formal; la informalidad 
y la extracción no autorizada de minerales generan gran parte de 

las áreas degradadas que, en el marco del ordenamiento 
territorial pueden ser declaradas suelo de protección por alto 

riesgo no mitigable.

Baja identificación de áreas 
degradas por minería y la 

necesidad de regulación para su 
prevención y gestión

Inexistencia de un sistema de 
planificación minero-ambiental

Inexistencia de plataforma para el 
acceso a información de calidad 
suficiente para el seguimiento y 

control de las actividades mineras

Como un cuarto aspecto, se encuentra la debilidad en la integración, 
construcción y actualización de instrumentos de planificación mineros 
y ambientales y su efectiva coordinación con instrumentos sectoriales 

y territoriales como lo son los POT, PBOT o EOT.33

Se evidencia entonces que la falta de coordinación entre los 
instrumentos sectoriales y territoriales con el ordenamiento minero 
ambiental impide que, a través de los entes territoriales, se lleve a 
cabo la protección de los recursos naturales renovables, de interés 

superior, y resguardar la actividad minera, de importancia económica 
y consecuente en el modelo de ocupación del territorio.

Débil integración, construcción y 
actualización de instrumentos de 

planificación mineros y 
ambientales con mecanismos 

territoriales de planeación

Baja articulación entre diferentes 
órdenes de planeación minera y 

territorial

Como consecuencia de las falencias planteadas, se identifica un 
quinto aspecto sobre el cual es necesario adoptar medidas, 

relacionadas con las actividades mineras en zonas excluidas de esta 
actividad, al ser parte de las determinantes ambientales del 

ordenamiento territorial.

Inseguridad de activos naturales 
territoriales

Un sexto aspecto, se relaciona también con la falta de reconocimiento 
de las determinantes ambientales y su aplicación en la planificación 
minera desde sus etapas tempranas a efectos de contrarrestar los 
impactos ambientales y sociales y los conflictos territoriales que se 
generan. Las determinantes ambientales que constituyen áreas del 

medio natural, delimitadas y cartografiables, que ostentan un régimen 
ambiental con distintos niveles de restricción para las actividades 
mineras y que deben ser consideradas en la planificación minera

Falta de reconocimiento de las 
determinantes ambientales

Se presenta datos para soportar 
el punto 

Se presenta datos para soportar 
el punto 

Los aspectos enunciados generan: dinámicas económicas, sociales y 
ambientales desfavorables, un incremento en el desarrollo de 

actividades mineras no autorizadas y la disminución de la oferta 
de recursos mineros para el propio desarrollo del municipio y de 
la región. Como efectos directos de la falta de ordenamiento minero 

ambiental se manifiestan, por un lado, la inconformidad social por el 
desarrollo minero y la alteración de áreas con especial 

importancia ecológica; por el otro, los titulares mineros pueden ver 
retrasados los trámites de licenciamiento ambiental, precisamente 
por falencias en la certeza de áreas excluidas y restringidas de la 
actividad minera; esto sin contar con la necesidad de completar los 

inventarios de áreas degradadas por la minería y la regulación para su 
gestión. En tal sentido, se hace indispensable definir y armonizar las 
políticas ambiental y minera, por lo que, no solamente se debe hacer 
alusión a las posibles consecuencias jurídicas que esto acarrea, sino 

que, a mediano y largo plazo, se dificultará aún más contener los 
efectos del desarrollo de actividades mineras en zonas de especial 

protección ambiental.

Finalmente, un aspecto general que resulta de suma relevancia en el 
marco de la política minera es el relacionado con la ponderación entre 
las figuras de utilidad pública minera y ambiental. El carácter genérico 

y absoluto del concepto de utilidad pública e interés social de la 
minería ha generado conflictos de carácter ambiental y social de 

relevancia por sus implicaciones sobre los recursos naturales 
renovables. La toma de decisiones desde el nivel central sobre los 

recursos minerales del subsuelo, los cuales hacen parte de la 
propiedad del Estado, genera tensiones con las decisiones del nivel 
local y presión sobre los recursos naturales renovables, debidas a la 
expansión de la frontera minera y de otras actividades productivas en 
un mismo territorio. Estas tensiones dificultan la gestión pública y 
producen incertidumbre al desarrollo de la actividad minera y la 
afectación de ecosistemas estratégicos que son la base natural 

de comunidades que viven allí.

Tensiones entre visión 
nacional y visión territorial

Más minería no autorizada;
Menos recursos mineros

Inconformidad social
Alteración de áreas de 

especial importancia ecológica

Titulares mineros con retrasos 
en licenciamientos ambiental 
debido a la certeza de áreas 
excluidas y restringidas de la 

actividad minera

Inventario de pasivos 
ambientales

Avanzar en el ordenamiento ambiental del territorio como 
base fundamental para la debida aplicación de los artículos 
34 y 36 del Código de Minas y lo definido en la Ley 1450 de 

2011 y 1753 de 2014, conforme a la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional en las sentencias C 339-2002, 

C-443-2009 y C-389-2016. Para ello es indispensable el 
establecimiento de nuevas zonas de exclusión para la 

actividad minera, por su carácter de protección y 
conservación ambiental. Así, por parte de las autoridades 
ambientales, con el liderazgo de MinAmbiente, se deberá 

realizar un diagnóstico sobre la definición y actualización 
de las determinantes ambientales en el ordenamiento 

territorial que conlleva la actualización, consolidación y 
delimitación de áreas protegidas y ecosistemas 

estratégicos y su oportuno e inmediato registro en el 
RUNAP110 y las bases de datos de las autoridades 

ambientales regionales que contengan estas áreas que 
no están definidas

Acciones reformadas

Realizar un diagnóstico sobre la definición y 
actualización de las determinantes ambientales en el 

ordenamiento territorial.

Registrar en el SINAP, RUNAP y en las bases de datos de 
las autoridades ambientales regionales, las nuevas zonas 

de exclusión minera, áreas protegidas y ecosistemas 
estratégicos.

Formular los planes de manejo para las áreas 
protegidas que permitan la actividad minera de 

manera condicionada, con el fin de gestionar las 
áreas y los impactos que se puedan generar.

En el marco del fortalecimiento e interoperabilidad 
del Sistema Integral de Gestión Minera SIGM, se 
integrarán los ecosistemas del SINAP en los que 
esté prohibida o restringida la minería, así como 
las áreas de conservación in situ de origen legal 

que no pertenecen al SINAP.

Formular el Plan de Ordenamiento Minero 
Ambiental del país, con horizonte al año 2035, 

que integre variables del ordenamiento 
minero-ambiental, que tenga en cuenta el 

potencial mineral, la situación sociocultural y 
económica de las regiones tradicionalmente 

mineras (¿Y las nuevas regiones?), de tal 
manera que este ordenamiento soporte las 

decisiones del otorgamiento de nuevas 
concesiones respetando determinantes 

ambientales, componentes socioculturales, y 
además de las pautas para realizar una gestión 

responsable y una minería productiva en el 
territorio. Además de la planeación previa en 

consideración a la soberanía del Estado sobre el 
recurso minero.

Incorporado al proceso de ordenamiento minero 
ambiental, promover Evaluaciones Ambientales 

Estratégicas-EAE del sector, en los casos en que 
se considere pertinente, para mejorar la toma de 

decisiones estratégicas.

Adoptar protocolos unificados para el ejercicio de 
la participación interinstitucional, comunitaria y de 
la sociedad civil para el ordenamiento, evaluación, 

fiscalización, seguimiento y control de las 
actividades mineras.

Establecer la hoja de ruta para definir los 
repositorios de información con facilidad de 

acceso y consulta para la divulgación y 
democratización de la información minero 

ambiental hacia los territorios, teniendo en cuenta, 
entre otros, los preceptos definidos en el Acuerdo 

de Escazú.

Actualizar periódicamente el Catastro Minero 
Colombiano conforme con la información de las 
áreas protegidas con registro en el RUNAP y los 

ecosistemas estratégicos de las autoridades 
ambientales regionales, para tener la 

identificación oportuna de las áreas en las cuales 
está excluida o restringida la actividad minera.

Proponer criterios de ponderación y mecanismos 
de armonización entre las figuras de utilidad 

pública e interés social en lo ambiental y minero.

Generar mecanismos para la creación del 
inventario de las áreas degradadas por la minería 
y su actualización, así como apoyar el desarrollo 
de la normativa para la gestión y la prevención de 
dichas áreas, de acuerdo con lo previsto en la Ley 

2327 de 2023.

Declarar y delimitar las áreas que presenten alto 
potencial minero como Áreas de Reserva 
Estratégica Minera (AREM) en el territorio 

nacional que se encuentren libres. Una vez se 
efectúe evaluación sobre su potencial minero, las 
AREM podrán ser otorgadas mediante un proceso 

de selección objetiva, de conformidad con los 
requisitos mínimos de participación, los 

Comentado [DM140]: Debería ser ?Crear?, no solo 
proponer Comentado [CMMU141]: Cuadrar 

acción Comentado [DM142R141]: En la reunión 
del 23 de abril 2023 Minambiente acepta la 

redacción tal como está factores de calificación, 
las obligaciones especiales del contratista y las 

contraprestaciones económicas mínimas 
adicionales a las regalías, definidos por la ANM.

Integrar herramientas de información 
geográfica y catastral. Para ello, se considera 
importante que haya un gestor de información 
robusto que consolide y consuma datos a todo 
nivel de los sistemas de información ambiental, 

catastral y minero en tiempo real, esto a partir del 
catastro multipropósito. Lo anterior, para que las 
autoridades ambientales y las mineras puedan 

evidenciar áreas de intervención técnica y jurídica 
en relación con los recursos naturales (renovables 

y no renovables).

Formular los planes de manejo para las áreas protegidas 
que permitan la actividad minera de manera 

condicionada, con el fin de gestionar las áreas y los 
impactos que se puedan generar.

Formular el Plan de Ordenamiento Minero 
Ambiental del país 2025-2035 con variables 

ambientales, socioculturales y económicas de las 
regiones mineras. 

Realizar Evaluaciones Ambientales Estratégicas 
-EAE al sector minero para la toma de decisiones 

cuando se requerido

Actividades

Construir los repositorios de información con 
facilidad de acceso y consulta para la divulgación y 
democratización de la información minero ambiental 

hacia los territorios.

Proponer criterios de ponderación y mecanismos 
de armonización entre las figuras de utilidad 

pública e interés social en lo ambiental y minero.

Crear el inventario de las áreas degradadas por la 
minería.

Declarar las áreas que presenten alto potencial 
minero como Áreas de Reserva Estratégica Minera 
(AREM) en el territorio nacional que se encuentren 

libres

OBJETIVO
Con esta línea se busca que en el corto y mediano plazo la institucionalidad ambiental, minera y en articulación con los entes 

territoriales avancen en acciones para la integración de instrumentos de planificación 
minero-ambiental.

Resultado

Avance en la revisión y 
actualización de las áreas 

restringidas y excluidas para la 
actividad minera

Método de cálculo

Avance conforme la planeación del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible

Unidad de medida

Porcentaje

Frecuencia

Semestral

Revisar el alcance del 
Plan de Ordenamiento 

Mineroambiental

Temas de pasivos ambientales y recuperación, 
metodología para el establecimiento de estos. 

Evaluaciones Ambientales estratégicas

Marco temporal

El sector minero en el corto (5 años) y mediano plazo (10 años) contará con una institucionalidad fortalecida, articulada 
con la institucionalidad ambiental e intersectorialmente con otros actores. Su propósito superior consistirá en la 

consolidación de la actividad minera como una de las bases de la economía del país mediante la soberanía del Estado 
sobre los minerales y la transformación de estos, que generen productos finales y semifinales para la reindustrialización, 
la transición energética justa y gradual, la soberanía alimentaria, la infraestructura pública, entre otros usos. El desarrollo 
de la minería deberá obedecer al ordenamiento minero ambiental, reconociendo los servicios ecosistémicos, la protección 

del agua y del ambiente, la inclusión, participación y derechos colectivos de las comunidades, la articulación con las 
vocaciones productivas de las regiones, la participación de las grandes empresas y el fortalecimiento de la economía 

popular buscando alcanzar territorios en paz.

Continuar con las actividades de asistencia 
técnica a las autoridades ambientales para que 
actualicen las áreas protegidas del SINAP en el 

RUNAP y diseñar estrategias para la 
actualización permanente por parte de las 

autoridades ambientales de la información sobre 
áreas de ecosistemas estratégicos que no 

pertenecen al SINAP.

Proceso

Poner en marcha el observatorio de conflictividad 
socio ambiental de Minenergía y la ANM con el fin 

de ser utilizado por la institucionalidad minera y 
ambiental en la prevención, seguimiento y 

resolución de los conflictos.

eje 4

Formular el Plan Nacional de Desarrollo Minero 
(PNDM) con horizonte al año 2035

Articular las buenas prácticas en minería con los 
reglamentos de higiene y seguridad minera 

actualmente en vigencia (Decreto 539 de 2022 y 
Decreto 944 de 2022) y fortalecer la Política 

Nacional de Seguridad Minera, con la visión de 
propender por el cumplimiento de lo establecido 

por las autoridades competentes en salud pública 
nacional para impulsar el bienestar de los 
involucrados en las actividades de minería

 Fomentar y apoyar las estrategias del Gobierno 
Nacional, en lo concerniente al reciclaje y 

posterior uso de los productos derivados de 
minerales o los resultantes de la actividad minera 

para ser reutilizados en la misma u otras 
industrias.

Alimentar el repositorio con los casos exitosos 
que socialicen e informen los diferentes actores 

mineros. Estos casos se identificarán a través de 
los espacios de formación y otros escenarios de 

intercambios de saberes y trabajo en red. 

Establecer zonas de exclusión para la actividad minera 
basándose en su carácter de protección y conservación 

ambiental

Delimitar las áreas protegidas y ecosistemas estratégicos 
según los determinantes ambientales en el ordenamiento 

territorial

Actualizar el Sistema Nacional de Áreas Protegidas - 
SINAP, con las áreas de conservación in situ de origen 

legal, nuevos ecosistemas estratégicos, áreas protegidas 
y los ecosistemas en los que esté prohibida o restringida 

la minería,

Marco temporal

Eje 2

Incorporado al proceso de ordenamiento minero 
ambiental, promover Evaluaciones Ambientales 

Estratégicas-EAE del sector, en los casos en que 
se considere pertinente, para mejorar la toma de 

decisiones estratégicas.

Actualizar el Catastro Minero Colombiano 
conforme con la información de las áreas 
protegidas con registro en el RUNAP y los 

ecosistemas estratégicos de las autoridades 
ambientales regionales.

Constituir un gestor de información geográfica y 
catastral para la integración y consolidación de 

información ambiental, catastral y minera en tiempo 
real.

Articular las buenas prácticas en minería con los 
reglamentos de higiene y seguridad minera 

actualmente en vigencia (Decreto 539 de 2022 y 
Decreto 944 de 2022) y fortalecer la Política 

Nacional de Seguridad Minera, con la visión de 
propender por el cumplimiento de lo establecido 

por las autoridades competentes en salud pública 
nacional para impulsar el bienestar de los 
involucrados en las actividades de minería

Eje 8. Revisar

Integrar herramientas de información 
geográfica y catastral. Para ello, se considera 
importante que haya un gestor de información 
robusto que consolide y consuma datos a todo 
nivel de los sistemas de información ambiental, 

catastral y minero en tiempo real, esto a partir del 
catastro multipropósito. Lo anterior, para que las 
autoridades ambientales y las mineras puedan 

evidenciar áreas de intervención técnica y jurídica 
en relación con los recursos naturales (renovables 

y no renovables).

Gestión

Gestión

Implementar protocolos unificados con herramientas de 
ponderación entre las figuras de utilidad pública e interés 
social para la participación interinstitucional, comunitaria 
en el abordaje de cuestiones de evaluación, fiscalización, 

seguimiento y control de las actividades mineras

En el mismo sentido, el Plan Nacional de Ordenamiento Minero de 2016 explicó que:
«existe una falta de articulación en aspectos normativos y de política entre entidades como 

el Ministerio de Minas y Energía, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, el 
Ministerio del Interior, entre otros, así como entre las entidades adscritas y vinculadas al 

Ministerio de Minas y Energía, lo que incrementa el riesgo de que no se logre una 
gestión eficiente ni una organización adecuada. La falta de una visión compartida 

acerca del futuro de la actividad minera por parte de las entidades del Estado pone 
en riesgo el buen desarrollo del sector como potenciador de la actividad económica 

del país».

Falta de una visión compartida acerca del futuro de la 
actividad minera por parte de las entidades del Estado 

pone en riesgo el buen desarrollo del sector como 
potenciador de la actividad económica del país

Según el capítulo I del documento titulado ?Minería en Colombia. Fundamentos para 
superar el modelo extractivista?, lo cierto es que: «las licencias ambientales, en muchos 
casos, no reconocen la magnitud del impacto que ocasionan los proyectos mineros, 

especialmente de carbón y metálicos, en los que resulta enorme la remoción de 
minerales, y consecuentemente la generación de residuos, el uso, desaparición y 

contaminación de las aguas superficiales y subterráneas, la contaminación del aire, la 
pérdida del suelo, la disminución y pérdida de la biodiversidad. En otros casos, a través de 
la licencia ambiental se autorizan actividades deteriorantes sin colocar un límite claro 

entre el impacto ambiental directo, propio de cada proyecto, y el daño general 
acumulado que el mismo ocasiona, sin que se dispongan medidas necesarias para 

prevenir, mitigar, corregir y/o compensar los daños». Sugiere que «al no existir una 
prohibición expresa en la ley, al no haberse ordenado ambientalmente el territorio y 

ante la ausencia de una evaluación adecuada, otorgan licencias ambientales sin 
mayor rigor técnico, desconociendo la fragilidad e importancia de varios 

ecosistemas existentes en el territorio nacional».

Ausencia de planeación territorial con componentes 
ambientales

Según el capítulo I del documento titulado ?Minería en Colombia. Fundamentos para 
superar el modelo extractivista?, lo cierto es que: «las licencias ambientales, en muchos 
casos, no reconocen la magnitud del impacto que ocasionan los proyectos mineros, 

especialmente de carbón y metálicos, en los que resulta enorme la remoción de 
minerales, y consecuentemente la generación de residuos, el uso, desaparición y 

contaminación de las aguas superficiales y subterráneas, la contaminación del aire, la 
pérdida del suelo, la disminución y pérdida de la biodiversidad. En otros casos, a través de 
la licencia ambiental se autorizan actividades deteriorantes sin colocar un límite claro 

entre el impacto ambiental directo, propio de cada proyecto, y el daño general 
acumulado que el mismo ocasiona, sin que se dispongan medidas necesarias para 

prevenir, mitigar, corregir y/o compensar los daños». Sugiere que «al no existir una 
prohibición expresa en la ley, al no haberse ordenado ambientalmente el territorio y 

ante la ausencia de una evaluación adecuada, otorgan licencias ambientales sin 
mayor rigor técnico, desconociendo la fragilidad e importancia de varios 

ecosistemas existentes en el territorio nacional».

Desconocimiento de la fragilidad e importancia de los 
ecosistemas en el territorio nacional.

Además, «el estudio de las aguas subterráneas tampoco 
ocupa un lugar de preeminencia en dichos instrumentos y 
las consideraciones de estabilidad de taludes». Y
«La generación de PASM está fuertemente vinculada a la 
inobservancia de la normatividad minera y ambiental, 
pero también a la existencia de estándares muy bajos de 
exigencia en la actividad minera, y a la debilidad 
institucional minero-ambiental».

Estándares muy bajos de exigencia en la actividad minera

En el componente de control y fiscalización minera, la Sala 
considera que, sistemáticamente, las autoridades públicas 
recurrentes permitieron la transgresión de los mencionados 
derechos colectivos por cuenta de: (a) las debilidades en la 
gestión de la información y el uso de la tecnología; (b) los 
problemas de planeación minero-ambiental, y (c) el déficit 
legislativo e incumplimiento de compromisos de política pública.

Los problemas de planeación minero-ambiental

Déficit legislativo e incumplimiento de compromisos de 
política pública.

Orden 1.  Min Ambiente

Actualizar los términos de referencia 
ambientales y mineros

Nueva. Muy general. Ya estaría 
contemplada en todo el eje

Preguntar agenda regulatoria. Si todo va 
bien, proponer dieta 

Actualizar las guías minero-ambientales con enfoque a la pequeña 
y mediana minería como instrumentos orientadores en todo el ciclo 

de vida de los proyectos mineros 

Actualizar los términos de referencia 
ambientales y mineros



Planificación para el ordenamiento minero-ambiental

Avanzar en el ordenamiento ambiental del territorio como 
base fundamental para la debida aplicación de los artículos 
34 y 36 del Código de Minas y lo definido en la Ley 1450 de 

2011 y 1753 de 2014, conforme a la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional en las sentencias C 339-2002, 

C-443-2009 y C-389-2016. Para ello es indispensable el 
establecimiento de nuevas zonas de exclusión para la 

actividad minera, por su carácter de protección y 
conservación ambiental. Así, por parte de las autoridades 
ambientales, con el liderazgo de MinAmbiente, se deberá 

realizar un diagnóstico sobre la definición y actualización 
de las determinantes ambientales en el ordenamiento 

territorial que conlleva la actualización, consolidación y 
delimitación de áreas protegidas y ecosistemas 

estratégicos y su oportuno e inmediato registro en el 
RUNAP110 y las bases de datos de las autoridades 

ambientales regionales que contengan estas áreas que 
no están definidas

Realizar el diagnóstico sobre la definición y actualización 
de los determinantes ambientales en el ordenamiento 

territorial.

Formular los planes de manejo para las áreas 
protegidas que permitan la actividad minera de 

manera condicionada, con el fin de gestionar las 
áreas y los impactos que se puedan generar.

En el marco del fortalecimiento e interoperabilidad 
del Sistema Integral de Gestión Minera SIGM, se 
integrarán los ecosistemas del SINAP en los que 
esté prohibida o restringida la minería, así como 
las áreas de conservación in situ de origen legal 

que no pertenecen al SINAP.

Formular el Plan de Ordenamiento Minero 
Ambiental del país, con horizonte al año 2035, 

que integre variables del ordenamiento 
minero-ambiental, que tenga en cuenta el 

potencial mineral, la situación sociocultural y 
económica de las regiones tradicionalmente 

mineras (¿Y las nuevas regiones?), de tal manera 
que este ordenamiento soporte las decisiones del 
otorgamiento de nuevas concesiones respetando 

determinantes ambientales, componentes 
socioculturales, y además de las pautas para 

realizar una gestión responsable y una minería 
productiva en el territorio. Además de la 

planeación previa en consideración a la soberanía 
del Estado sobre el recurso minero.

Incorporado al proceso de ordenamiento minero 
ambiental, promover Evaluaciones Ambientales 

Estratégicas-EAE del sector, en los casos en que 
se considere pertinente, para mejorar la toma de 

decisiones estratégicas.

Implementar el protocolo unificado para el 
ejercicio de la participación interinstitucional, 

comunitaria y de la sociedad civil para el 
ordenamiento minero-ambiental del territorio.

Establecer la hoja de ruta para 
definir los repositorios de 

información con facilidad de 
acceso y consulta para la 

divulgación y democratización 
de la información minero 

ambiental hacia los territorios, 
teniendo en cuenta, entre otros, 

los preceptos definidos en el 
Acuerdo de Escazú.

Actualizar periódicamente el Catastro Minero 
Colombiano conforme con la información de las 
áreas protegidas con registro en el RUNAP y los 

ecosistemas estratégicos de las autoridades 
ambientales regionales, para tener la 

identificación oportuna de las áreas en las cuales 
está excluida o restringida la actividad minera.

Generar mecanismos para la creación del 
inventario de las áreas degradadas por la minería 
y su actualización, así como apoyar el desarrollo 
de la normativa para la gestión y la prevención de 
dichas áreas, de acuerdo con lo previsto en la Ley 

2327 de 2023.

Declarar y delimitar las áreas que presenten alto 
potencial minero como Áreas de Reserva 
Estratégica Minera (AREM) en el territorio 

nacional que se encuentren libres. Una vez se 
efectúe evaluación sobre su potencial minero, las 
AREM podrán ser otorgadas mediante un proceso 

de selección objetiva, de conformidad con los 
requisitos mínimos de participación, los 

Comentado [DM140]: Debería ser ?Crear?, no solo 
proponer Comentado [CMMU141]: Cuadrar 

acción Comentado [DM142R141]: En la reunión 
del 23 de abril 2023 Minambiente acepta la 

redacción tal como está factores de calificación, 
las obligaciones especiales del contratista y las 

contraprestaciones económicas mínimas 
adicionales a las regalías, definidos por la ANM.

Integrar herramientas de información geográfica y 
catastral. Para ello, se considera importante que 

haya un gestor de información robusto que 
consolide y consuma datos a todo nivel de los 
sistemas de información ambiental, catastral y 
minero en tiempo real, esto a partir del catastro 

multipropósito. Lo anterior, para que las 
autoridades ambientales y las mineras puedan 

evidenciar áreas de intervención técnica y jurídica 
en relación con los recursos naturales (renovables 

y no renovables).

Formular los planes de manejo para las áreas protegidas 
que permitan la actividad minera de manera 

condicionada.

Formular el Plan de Ordenamiento Minero Ambiental del 
país 2025-2035 con variables ambientales, 

socioculturales y económicas de las regiones mineras. 

Realizar Evaluaciones Ambientales Estratégicas -EAE al 
sector minero para la toma de decisiones cuando sea 

requerido

Construir los repositorios de información con 
facilidad de acceso y consulta para la divulgación 

y democratización de la información minero 
ambiental hacia los territorios.

Construir la reglamentación para los criterios de 
ponderación y mecanismos de armonización entre 
las figuras de utilidad pública e interés social para 

los proyectos minero-energéticos del país. 

Crear el inventario de las áreas degradadas por la 
minería, de acuerdo con lo previsto por la ley 

2327 de 2023.

Declarar las áreas que presenten alto potencial 
minero como Áreas estratégicas mineras en el 

territorio nacional que se encuentren libres

OBJETIVO
Con esta línea se busca que en el corto y mediano plazo la institucionalidad ambiental, minera y en articulación con los entes 

territoriales avancen en acciones para la integración de instrumentos de planificación 
minero-ambiental.

Revisar el alcance del 
Plan de Ordenamiento 

Mineroambiental

Continuar con las actividades de asistencia 
técnica a las autoridades ambientales para que 
actualicen las áreas protegidas del SINAP en el 

RUNAP y diseñar estrategias para la 
actualización permanente por parte de las 

autoridades ambientales de la información sobre 
áreas de ecosistemas estratégicos que no 

pertenecen al SINAP.

Articular las buenas prácticas en minería con los 
reglamentos de higiene y seguridad minera 

actualmente en vigencia (Decreto 539 de 2022 y 
Decreto 944 de 2022) y fortalecer la Política 

Nacional de Seguridad Minera, con la visión de 
propender por el cumplimiento de lo establecido 

por las autoridades competentes en salud pública 
nacional para impulsar el bienestar de los 
involucrados en las actividades de minería

 Fomentar y apoyar las estrategias del Gobierno 
Nacional, en lo concerniente al reciclaje y 

posterior uso de los productos derivados de 
minerales o los resultantes de la actividad minera 

para ser reutilizados en la misma u otras 
industrias.

Alimentar el repositorio con los 
casos exitosos que socialicen e 
informen los diferentes actores 

mineros. Estos casos se 
identificarán a través de los 

espacios de formación y otros 
escenarios de intercambios de 

saberes y trabajo en red. 

Establecer zonas de exclusión y restricción para la 
actividad minera basándose en su carácter de protección 

y conservación ambiental
Actualizar el Sistema Nacional de Áreas 

Protegidas - SINAP, con las áreas de 
conservación in situ de origen legal, nuevos 

ecosistemas estratégicos, áreas protegidas y los 
ecosistemas en los que esté prohibida o 

restringida la minería,

Eje 2

Incorporado al proceso de ordenamiento minero 
ambiental, promover Evaluaciones Ambientales 

Estratégicas-EAE del sector, en los casos en que 
se considere pertinente, para mejorar la toma de 

decisiones estratégicas.

Actualizar el Catastro Minero Colombiano (o la 
herramienta que elija la Autoridad Minera para este fin) 
conforme la información de las áreas protegidas con 

registro en el RUNAP y los ecosistemas estratégicos de 
las autoridades ambientales regionales.

Constituir un gestor de información geográfica y catastral 
para la integración y consolidación de información 

ambiental, catastral y minera en tiempo real.

Articular las buenas prácticas en minería con los 
reglamentos de higiene y seguridad minera 

actualmente en vigencia (Decreto 539 de 2022 y 
Decreto 944 de 2022) y fortalecer la Política 

Nacional de Seguridad Minera, con la visión de 
propender por el cumplimiento de lo establecido 

por las autoridades competentes en salud pública 
nacional para impulsar el bienestar de los 
involucrados en las actividades de minería

Eje 8. Revisar

Integrar herramientas de información geográfica y 
catastral. Para ello, se considera importante que 

haya un gestor de información robusto que 
consolide y consuma datos a todo nivel de los 
sistemas de información ambiental, catastral y 
minero en tiempo real, esto a partir del catastro 

multipropósito. Lo anterior, para que las 
autoridades ambientales y las mineras puedan 

evidenciar áreas de intervención técnica y jurídica 
en relación con los recursos naturales (renovables 

y no renovables).

Gestión Gestión

Tomador de decisiones

Implementar un protocolo riguroso para la actualización 
permanente de las áreas excluidas y restringidas para la minería 

en la herramienta que disponga la Autoridad Minera para el 
otorgamiento de áreas.

Actualizar en la herramienta que disponga la 
Autoridad Minera las áreas excluidas y restringidas 

para la minería que han sido definidas por las 
Autoridades Ambientales. 

Registrar en el SINAP, RUNAP y en las bases de datos de 
las autoridades ambientales regionales, las nuevas zonas 

de exclusión minera, áreas protegidas y ecosistemas 
estratégicos.

Relación con producto de eje 1

Preguntar por futuras 
limitaciones de las 

plataformas institucionales 
para su vinculación e 

interoperabilidad

Registrar en el SINAP, RUNAP y en las bases de datos de 
las autoridades ambientales regionales, las nuevas zonas 

de exclusión minera, áreas protegidas delimitadas y 
ecosistemas estratégicos. Reindustrialización desde la 

Planeación

Formular el Plan Nacional de Desarrollo Minero (PNDM) 
con horizonte al año 2035

Actualizar los términos de referencia ambientales 
y mineros

Sentencia

Actualizar las guías minero-ambientales con enfoque a la pequeña 
y mediana minería como instrumentos orientadores en todo el ciclo 

de vida de los proyectos mineros 



Articulación Institucional e intersectorial de los 
sectores minero y ambiental

Acciones Acciones reformadas Actividades
Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

Planificación e información con 
propósito

Diseñar e implementar una estrategia de 
articulación intersectorial (minero, ambiental y 

demás sectores) con una única agenda pública 
que conlleve a mejorar de manera integral la 

coordinación y planeación para el desarrollo de la 
actividad minera en el país. Se evaluarán y 
fortalecerán las instancias de coordinación 

existentes, como el Comité de Coordinación y 
Planeación Minera (COCPMI) que incluya el 
sector ambiente, demás sectores y los entes 

territoriales.

Implementar una estrategia para la unificación de 
criterios de orden técnico en el ciclo de vida del 
proyecto minero que facilite el entendimiento de 

todas las partes involucradas.

Generar instancias de diálogo entre la 
autoridad minera, autoridades ambientales y 

entes territoriales y los Nodos de Cambio 
Climático, para la articulación y armonización 
del Plan de Ordenamiento Minero Ambiental y  

los procesos de ajuste y/o actualización de los 
Instrumentos de ordenamiento territorial (POT, 

PBOT, EOT) que aporte en la solución de brechas 
normativas y minimice las conflictividades de tipo 
técnico, legal, ambiental y social que se presentan 

en el territorio alrededor de la actividad minera.

Poner en marcha acciones y mecanismos de 
articulación con las autoridades ambientales que 

permita identificar información ambiental del 
territorio, especialmente la referida a la 

identificación y consolidación de los ecosistemas 
del SINAP en los que esté prohibida o restringida 

la minería, la identificación de áreas de 
conservación in situ de origen legal que no 

pertenecen al SINAP, así como acciones para el 
fortalecimiento en el reporte y registro en RUNAP, 

SIRH y demás plataformas de información 
geográfica que operen para tales áreas y 

ecosistemas.

Continuar con las actividades de asistencia 
técnica a las autoridades ambientales para que 
actualicen las áreas protegidas del SINAP en el 

RUNAP y diseñar estrategias para la 
actualización permanente por parte de las 

autoridades ambientales de la información sobre 
áreas de ecosistemas estratégicos que no 

pertenecen al SINAP.

Impulsar la creación de una Unidad de 
Inteligencia del sector minero de apoyo a la toma 
de decisiones de política minera que tengan como 

fundamento el conocimiento del sector, la 
información estadística, análisis y pronósticos 

confiables de los mercados local e internacional.

Implementar la única agenda pública 
minero-ambiental -UAPMA - para la  articulación 
intersectorial en todos los niveles de gobierno 

(minero, ambiental y demás sectores), la 
coordinación y planeación para el desarrollo de la 

actividad minera en el país. 

Ya está en el apartado 
1

Prestar asistencia técnica periódica a las 
autoridades ambientales territoriales para 
la actuallización de las áreas protegidas 

del SINAP en el RUNAP.

Crear la Unidad de Inteligencia Minera - UIM para 
la consolidación del conocimiento del sector, 

información estadística, análisis y pronósticos de 
mercados locales, nacionales e internacionales, 

entre otros, para el sector minero ambiental.

Diseñar estrategias para la actualización 
permanente por parte de las autoridades 

ambientales de la información sobre áreas 
de ecosistemas estratégicos que no 

pertenecen al SINAP.

Unificar criterios de orden técnico en el ciclo de 
vida del proyecto minero.

Implementar el mecanismo articulación interinstitucional 
y territorial integral - MAITI

Puede ser actividad

Activación de la instancia de diálogo entre sector 
minero y ambiental para su articulación

Sesiones realizadas de la instancia 
de diálogo entre sector minero y 

ambiental
Numérico Semestral

Realizar la evaluación de competencias a las 
instancias de coordinación existentes en el sector 

mineroambiental 

Construir una hoja de ruta para el fortalecimiento 
de las instancias de coordinación existentes en el 

sector mineroambiental

Elaborar el sistema de alertas tempranas par ala 
decisión del otorgamiento del título minero

Actualizar el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas - SINAP, con las áreas de 

conservación in situ de origen legal, nuevos 
ecosistemas estratégicos, áreas protegidas y los 

ecosistemas en los que esté prohibida o 
restringida la minería,

Ya está en el apartado 
1

Tomador de decisiones

Avanzar en el ordenamiento ambiental del territorio como 
base fundamental para la debida aplicación de los artículos 
34 y 36 del Código de Minas y lo definido en la Ley 1450 de 

2011 y 1753 de 2014, conforme a la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional en las sentencias C 339-2002, 

C-443-2009 y C-389-2016. Para ello es indispensable el 
establecimiento de nuevas zonas de exclusión para la 

actividad minera, por su carácter de protección y 
conservación ambiental. Así, por parte de las autoridades 
ambientales, con el liderazgo de MinAmbiente, se deberá 

realizar un diagnóstico sobre la definición y actualización 
de las determinantes ambientales en el ordenamiento 

territorial que conlleva la actualización, consolidación y 
delimitación de áreas protegidas y ecosistemas 

estratégicos y su oportuno e inmediato registro en el 
RUNAP110 y las bases de datos de las autoridades 

ambientales regionales que contengan estas áreas que 
no están definidas

Realizar un diagnóstico sobre la definición y 
actualización de las determinantes ambientales en el 

ordenamiento territorial.

Registrar en el SINAP, RUNAP y en las bases de datos de 
las autoridades ambientales regionales, las nuevas zonas 

de exclusión minera, áreas protegidas y ecosistemas 
estratégicos.

Formular los planes de manejo para las áreas 
protegidas que permitan la actividad minera de 

manera condicionada, con el fin de gestionar las 
áreas y los impactos que se puedan generar.

En el marco del fortalecimiento e interoperabilidad 
del Sistema Integral de Gestión Minera SIGM, se 
integrarán los ecosistemas del SINAP en los que 
esté prohibida o restringida la minería, así como 
las áreas de conservación in situ de origen legal 

que no pertenecen al SINAP.

Formular el Plan de Ordenamiento Minero 
Ambiental del país, con horizonte al año 2035, 

que integre variables del ordenamiento 
minero-ambiental, que tenga en cuenta el 

potencial mineral, la situación sociocultural y 
económica de las regiones tradicionalmente 

mineras (¿Y las nuevas regiones?), de tal manera 
que este ordenamiento soporte las decisiones del 
otorgamiento de nuevas concesiones respetando 

determinantes ambientales, componentes 
socioculturales, y además de las pautas para 

realizar una gestión responsable y una minería 
productiva en el territorio. Además de la 

planeación previa en consideración a la soberanía 
del Estado sobre el recurso minero.

Incorporado al proceso de ordenamiento minero 
ambiental, promover Evaluaciones Ambientales 

Estratégicas-EAE del sector, en los casos en que 
se considere pertinente, para mejorar la toma de 

decisiones estratégicas.

Adoptar protocolos unificados para el ejercicio de 
la participación interinstitucional, comunitaria y de 
la sociedad civil para el ordenamiento, evaluación, 

fiscalización, seguimiento y control de las 
actividades mineras.

Establecer la hoja de ruta para 
definir los repositorios de 

información con facilidad de 
acceso y consulta para la 

divulgación y democratización 
de la información minero 

ambiental hacia los territorios, 
teniendo en cuenta, entre otros, 

los preceptos definidos en el 
Acuerdo de Escazú.

Actualizar periódicamente el Catastro Minero 
Colombiano conforme con la información de las 
áreas protegidas con registro en el RUNAP y los 

ecosistemas estratégicos de las autoridades 
ambientales regionales, para tener la 

identificación oportuna de las áreas en las cuales 
está excluida o restringida la actividad minera.

Generar mecanismos para la creación del 
inventario de las áreas degradadas por la minería 
y su actualización, así como apoyar el desarrollo 
de la normativa para la gestión y la prevención de 
dichas áreas, de acuerdo con lo previsto en la Ley 

2327 de 2023.

Declarar y delimitar las áreas que presenten alto 
potencial minero como Áreas de Reserva 
Estratégica Minera (AREM) en el territorio 

nacional que se encuentren libres. Una vez se 
efectúe evaluación sobre su potencial minero, las 
AREM podrán ser otorgadas mediante un proceso 

de selección objetiva, de conformidad con los 
requisitos mínimos de participación, los 

Comentado [DM140]: Debería ser ?Crear?, no solo 
proponer Comentado [CMMU141]: Cuadrar 

acción Comentado [DM142R141]: En la reunión 
del 23 de abril 2023 Minambiente acepta la 

redacción tal como está factores de calificación, 
las obligaciones especiales del contratista y las 

contraprestaciones económicas mínimas 
adicionales a las regalías, definidos por la ANM.

Integrar herramientas de información geográfica y 
catastral. Para ello, se considera importante que 

haya un gestor de información robusto que 
consolide y consuma datos a todo nivel de los 
sistemas de información ambiental, catastral y 
minero en tiempo real, esto a partir del catastro 

multipropósito. Lo anterior, para que las 
autoridades ambientales y las mineras puedan 

evidenciar áreas de intervención técnica y jurídica 
en relación con los recursos naturales (renovables 

y no renovables).

Formular los planes de manejo para las áreas protegidas 
que permitan la actividad minera de manera 

condicionada, con el fin de gestionar las áreas y los 
impactos que se puedan generar.

Formular el Plan de Ordenamiento Minero Ambiental del 
país 2025-2035 con variables ambientales, 

socioculturales y económicas de las regiones mineras. 

Realizar Evaluaciones Ambientales Estratégicas -EAE al 
sector minero para la toma de decisiones cuando se 

requerido

Construir los repositorios de información con 
facilidad de acceso y consulta para la divulgación 

y democratización de la información minero 
ambiental hacia los territorios.

Proponer criterios de ponderación y mecanismos 
de armonización entre las figuras de utilidad 

pública e interés social en lo ambiental y minero.

Crear el inventario de las áreas degradadas por la 
minería.

Declarar las áreas que presenten alto potencial minero 
como Áreas de Reserva Estratégica Minera (AREM) en el 

territorio nacional que se encuentren libres

Revisar el alcance del 
Plan de Ordenamiento 

Mineroambiental

Continuar con las actividades de asistencia 
técnica a las autoridades ambientales para que 
actualicen las áreas protegidas del SINAP en el 

RUNAP y diseñar estrategias para la 
actualización permanente por parte de las 

autoridades ambientales de la información sobre 
áreas de ecosistemas estratégicos que no 

pertenecen al SINAP.

Poner en marcha el observatorio de conflictividad socio 
ambiental de Minenergía y la ANM con el fin de ser utilizado 

por la institucionalidad minera y ambiental en la 
prevención, seguimiento y resolución de los conflictos.

eje 4

Articular las buenas prácticas en minería con los 
reglamentos de higiene y seguridad minera 

actualmente en vigencia (Decreto 539 de 2022 y 
Decreto 944 de 2022) y fortalecer la Política 

Nacional de Seguridad Minera, con la visión de 
propender por el cumplimiento de lo establecido 

por las autoridades competentes en salud pública 
nacional para impulsar el bienestar de los 
involucrados en las actividades de minería

 Fomentar y apoyar las estrategias del Gobierno 
Nacional, en lo concerniente al reciclaje y 

posterior uso de los productos derivados de 
minerales o los resultantes de la actividad minera 

para ser reutilizados en la misma u otras 
industrias.

Alimentar el repositorio con los 
casos exitosos que socialicen e 
informen los diferentes actores 

mineros. Estos casos se 
identificarán a través de los 

espacios de formación y otros 
escenarios de intercambios de 

saberes y trabajo en red. 

Establecer zonas de exclusión para la actividad minera 
basándose en su carácter de protección y conservación 

ambiental

Delimitar las áreas protegidas y ecosistemas estratégicos 
según los determinantes ambientales en el ordenamiento 

territorial

Actualizar el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas - SINAP, con las áreas de 

conservación in situ de origen legal, nuevos 
ecosistemas estratégicos, áreas protegidas y los 

ecosistemas en los que esté prohibida o 
restringida la minería,

Eje 2

Incorporado al proceso de ordenamiento minero 
ambiental, promover Evaluaciones Ambientales 

Estratégicas-EAE del sector, en los casos en que 
se considere pertinente, para mejorar la toma de 

decisiones estratégicas.

Actualizar el Catastro Minero Colombiano conforme con 
la información de las áreas protegidas con registro en el 

RUNAP y los ecosistemas estratégicos de las autoridades 
ambientales regionales.

Constituir un gestor de información geográfica y catastral 
para la integración y consolidación de información 

ambiental, catastral y minera en tiempo real.

Articular las buenas prácticas en minería con los 
reglamentos de higiene y seguridad minera 

actualmente en vigencia (Decreto 539 de 2022 y 
Decreto 944 de 2022) y fortalecer la Política 

Nacional de Seguridad Minera, con la visión de 
propender por el cumplimiento de lo establecido 

por las autoridades competentes en salud pública 
nacional para impulsar el bienestar de los 
involucrados en las actividades de minería

Eje 8. Revisar

Integrar herramientas de información geográfica y 
catastral. Para ello, se considera importante que 

haya un gestor de información robusto que 
consolide y consuma datos a todo nivel de los 
sistemas de información ambiental, catastral y 
minero en tiempo real, esto a partir del catastro 

multipropósito. Lo anterior, para que las 
autoridades ambientales y las mineras puedan 

evidenciar áreas de intervención técnica y jurídica 
en relación con los recursos naturales (renovables 

y no renovables).

Gestión Gestión

Tomador de decisiones

Implementar protocolos unificados con herramientas de 
ponderación entre las figuras de utilidad pública e interés 
social para la participación interinstitucional, comunitaria 
en el abordaje de cuestiones de evaluación, fiscalización, 

seguimiento y control de las actividades mineras

Estructurar e implementar una interfaz tecnológica 
que integre los sistemas de información 

minero-ambiental que mejore la comunicación y 
gestión para la toma de decisiones del sector 

minero.

Implementar una interfaz tecnológica que integre 
los sistemas de información minero-ambiental 

para la optimización, comunicación y gestión en 
los procesos de toma de decisiones del sector 

minero.



Articulación Institucional e intersectorial de los 
sectores minero y ambiental

Problemáticas Acciones"Participación Ciudadana" Cita del documento Acciones reformadas Actividades
Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

La desarticulación existente entre las instituciones mineras y ambientales ha 
afectado la toma de decisiones principalmente por la poca planificación 

intersectorial e interinstitucional, pues la normatividad y regulación minero 
ambiental debe estar articulada y fortalecida para atender las necesidades de los 

proyectos mineros y del territorio. Hay deficiencias en la integración y 
comunicación entre los sistemas de información mineroS con los 

ambientales; la comunicación interinstitucional es inadecuada con los 
territorios, en los diferentes niveles nacional, regional y local, lo que dificulta la 
operación de los proyectos mineros en sus distintas etapas. Se presenta la 

gestión y reglamentación desarticulada entre las instituciones mineras y 
ambientales para atender impactos mineros debido a criterios y conceptos no 

consensuados y la inadecuada identificación de estrategias sectoriales con visión 
de futuro para tener una industria minera responsable, ordenada y con propósito.

Baja integración entre los sistemas de información 
mineros con los ambientales

Bajo nivel de integración interinstitucional en los 
territorios y en los diferentes niveles de gobierno

Baja capacidad institucional para dar respuesta a los 
impactos ambientales mineros

Inadecuada construcción de estrategias para la 
consolidación de una industria minera responsable, 

ordenada y con propósito.

Planificación e información con 
propósito

Se requiere seguir trabajando en la colaboración entre entidades para el 
intercambio de información en la administración pública. Si bien se cuenta con 
directrices de interoperabilidad del gobierno en línea, principios y políticas que 
orientan los esfuerzos de las entidades, con el fin de facilitar dicho intercambio 

seguro y eficiente de información (MinTic, Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, 2010), sigue pendiente la materialización que 
optimice los instrumentos de seguimiento y control ambiental para la etapa de 

exploración minera44 o la generación de alertas tempranas para la decisión 
del otorgamiento del título minero

 Baja optimización de los instrumentos de seguimiento 
y control ambiental para la etapa de exploración 

minera

Falta de alertas tempranas para la decisión del 
otorgamiento del título minero

Una tercera problemática asociada, es la falta de coordinación y ausencia de 
una agenda unificada en torno a la planificación y desarrollo minero que 

afecta la toma de decisiones en el ordenamiento territorial y ambiental. Esta 
situación se evidencia en los planes de ordenamiento territorial sobre el uso del 
suelo responsabilidad de las alcaldías locales, en cuyos procesos de adopción o 
revisión, a las autoridades ambientales regionales y/o urbanas les corresponde, 

dentro de la concertación ambiental, resaltar no sólo la incorporación de las 
determinantes ambientales, sino mencionar los proyectos productivos que se 

desarrollan en el territorio, así como los que son objeto de licenciamiento de tal 
manera que se articulen esos instrumentos y se refleje así mismo en el 

ordenamiento del uso del subsuelo competencia del gobierno nacional y las 
agencias que lo representan

Ausencia de una agenda unificada al rededor de la 
planificación y desarrollo minero en los diferentes 

niveles de gobierno.

Aunado a lo anterior, la falta de planificación intersectorial e interinstitucional 
en la expedición de regulación minero ambiental, ha incidido significativamente 

en exacerbar la debilidad en la articulación institucional para la toma de 
decisiones, situación que puso en evidencia la Sentencia 2013-02459-01, 

indicando que esta conlleva entre otras, a la realización de procesos sin contar con 
la participación de instituciones o dependencias que trabajan temas similares, o 

normatividad e instrumentos contradictorios que pueden ser percibidos como 
positivos por el sector que los impulsa, pero como negativos por los potenciales 

impactos que su implementación genera. Lo cual está generando que las 
dimensiones ambiental y social no sean tomadas en cuenta con el verdadero rigor 

que debería tener.

Debilidad institucional en la articulación para la toma 
de decisiones

Otra herramienta creada en el año 2017, es el Comité de Coordinación de 
Planeación Minera (COCPMI)46 de la UPME, que tiene por objeto coordinar y 

acompañar los procesos de planeación del sector minero, que permita 
compatibilizar criterios e identificar estrategias, metodologías e información 

con el fin de promover una única agenda pública sobre la minería, para la 
planeación de mediano y largo plazo, que genere una señal clara a la 

institucionalidad, los operadores y al resto de actores, y que de esta manera, 
permita focalizar acciones sobre los elementos claves del sector de manera 
articulada. A la fecha, este comité se encuentra vigente, sin embargo, se debe 
fortalecer e impulsar el logro de los resultados que se pretendían con el mismo.

Debilidad en el comité de Coordinación de Planeación 
Minera

Además, las acciones de articulación han sido carentes en el adecuado control y 
seguimiento al cierre de las minas, la definición de estrategias para la intervención 

de los impactos ambientales huérfanos generados por actividades 
minero-energéticas, y la implementación de programas de impulso a la producción 

más limpia en la extracción de oro, evitando la utilización del mercurio

Inexistencia de control y seguimiento al cierre de 
minas

Debilidad en la definición de estrategias para la 
intervención de impactos ambientales generados por 

actividades minero-energéticas

Debilidad en los programas de impulso de 
producción más limpia en la extracción de oro

Por otro lado, las instituciones colombianas en el tema minero encuentran 
competencias concurrentes al interior del Estado lo que hace que las decisiones 

locales se conviertan en factores de conflictividad de los sectores ambiental y 
minero, que entienden la descentralización como una delegación de funciones, sin 

promover la autonomía territorial

Existencia de conflictos por concurrencia de 
competencias 

Por otra parte, la ausencia de una visión de largo 
plazo de la planificación minera ha limitado la 

incorporación de medidas necesarias para asegurar la 
prevención del deterioro de los ecosistemas naturales, 
siendo esta una circunstancia que se ve reflejada con 
la ausencia de la definición de pasivos ambientales 

mineros y reglamentación para la intervención y 
gestión de estos

De otra parte, los intereses y las visiones confrontadas sobre el futuro del sector 
minero se pueden convertir en el principal cuello de botella de la minería. La Acción 
Popular 2013-02459-01, 2022 reconoció que en la actualidad, no existe una visión 

compartida de mediano y de largo plazo entre el sector minero y otros sectores 
relacionados con el uso del suelo; según el Artículo 80 de la Constitución Política, el 

Estado debe planificar el manejo y el aprovechamiento de los recursos naturales 
para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o 

sustitución, y prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las 
sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados (Acción Popular 

2013 02459-01, 2022) Sin embargo, se omite acoger medidas que, en su momento 
fueron evaluadas en el Plan Nacional de Ordenamiento Minero como necesarias 
por ambos ministerios para la corrección de esta problemática (Acción Popular 

2013-02459-01, 2022).

Existencia de conflictos por intereses y visiones sobre 
el el futuro del sector minero

Unidad de Inteligencia.

Diseñar e implementar una estrategia de 
articulación intersectorial (minero, ambiental y 

demás sectores) con una única agenda pública 
que conlleve a mejorar de manera integral la 

coordinación y planeación para el desarrollo de la 
actividad minera en el país. Se evaluarán y 
fortalecerán las instancias de coordinación 

existentes, como el Comité de Coordinación y 
Planeación Minera (COCPMI) que incluya el 
sector ambiente, demás sectores y los entes 

territoriales.

Implementar una estrategia para la unificación de 
criterios de orden técnico en el ciclo de vida del 
proyecto minero que facilite el entendimiento de 

todas las partes involucradas.

Estructurar e implementar una interfaz tecnológica 
que integre los sistemas de información 

minero-ambiental que mejore la comunicación y 
gestión para la toma de decisiones del sector 

minero.

Generar instancias de diálogo entre la autoridad 
minera, autoridades ambientales y entes 

territoriales y los Nodos de Cambio Climático, 
para la articulación y armonización del Plan de 
Ordenamiento Minero Ambiental y los procesos 

de ajuste y/o actualización de los Instrumentos de 
ordenamiento territorial (POT, PBOT, EOT) que 
aporte en la solución de brechas normativas y 

minimice las conflictividades de tipo técnico, legal, 
ambiental y social que se presentan en el territorio 

alrededor de la actividad minera.

Poner en marcha acciones y mecanismos de 
articulación con las autoridades ambientales que 

permita identificar información ambiental del 
territorio, especialmente la referida a la 

identificación y consolidación de los ecosistemas 
del SINAP en los que esté prohibida o restringida 

la minería, la identificación de áreas de 
conservación in situ de origen legal que no 

pertenecen al SINAP, así como acciones para el 
fortalecimiento en el reporte y registro en RUNAP, 

SIRH y demás plataformas de información 
geográfica que operen para tales áreas y 

ecosistemas.

Continuar con las actividades de asistencia 
técnica a las autoridades ambientales para que 
actualicen las áreas protegidas del SINAP en el 

RUNAP y diseñar estrategias para la 
actualización permanente por parte de las 

autoridades ambientales de la información sobre 
áreas de ecosistemas estratégicos que no 

pertenecen al SINAP.

Impulsar la creación de una Unidad de 
Inteligencia del sector minero de apoyo a la toma 
de decisiones de política minera que tengan como 

fundamento el conocimiento del sector, la 
información estadística, análisis y pronósticos 

confiables de los mercados local e internacional.

Implementar la única agenda pública 
minero-ambiental -UAPMA - para la  articulación 

intersectorial en todos los niveles de gobierno 
(minero, ambiental y demás sectores), la 

coordinación y planeación para el desarrollo de la 
actividad minera en el país. 

 Como el Comité de Coordinación y Planeación 
Minera (COCPMI) que incluya el sector ambiente, 

demás sectores y los entes territoriales

Implementar una interfaz tecnológica que integre 
los sistemas de información minero-ambiental 

para la optimización, comunicación y gestión en 
los procesos de toma de decisiones del sector 

minero.

Solo si en la meta se le da mayor peso a las instancias de coordinación

Ya está en el apartado 
1

Prestar asistencia técnica periódica a las 
autoridades ambientales territoriales para 
la actuallización de las áreas protegidas 

del SINAP en el RUNAP.

Crear la Unidad de Inteligencia Minera - UIM para 
la consolidación del conocimiento del sector, 

información estadística, análisis y pronósticos de 
mercados locales, nacionales e internacionales, 

entre otros, para el sector minero ambiental.

Diseñar estrategias para la actualización 
permanente por parte de las autoridades 

ambientales de la información sobre áreas 
de ecosistemas estratégicos que no 

pertenecen al SINAP.

Unificar criterios de orden técnico en el ciclo de 
vida del proyecto minero.

Implementar el mecanismo articulación interinstitucional 
y territorial integral - MAITI

Puede ser actividad

Activación de la instancia de diálogo entre sector 
minero y ambiental para su articulación

Sesiones realizadas de la instancia 
de diálogo entre sector minero y 

ambiental
Numérico Semestral

Realizar la evaluación de competencias a las 
instancias de coordinación existentes en el sector 

mineroambiental 

Construir una hoja de ruta para el fortalecimiento 
de las instancias de coordinación existentes en el 

sector mineroambiental

Formular el Plan de Ordenamiento Minero 
Ambiental del país 2025-2035 con variables 

ambientales, socioculturales y económicas de las 
regiones mineras. 

Eje 1

Adoptar protocolos unificados para el ejercicio de la 
participación interinstitucional, comunitaria y de la 
sociedad civil para el ordenamiento, evaluación, 

fiscalización, seguimiento y control de las actividades 
mineras. (eje 1)

Elaborar el sistema de alertas tempranas par ala 
decisión del otorgamiento del título minero

Crear el inventario de las áreas degradadas por la minería. ( eje 1)

Eje 10

Definir y adoptar un protocolo riguroso para que en el proceso de 
otorgamiento de títulos o concesiones mineras se consulten y 
consideren las determinantes ambientales y del ordenamiento 

territorial, dentro de un marco de planeación previa en 
consideración a la soberanía del Estado sobre el recurso minero.

Adoptar un protocolo para la consideración de los 
determinantes ambientales durante el otorgamiento 

de títulos o concesiones mineras. 

Eje 3

Sin embargo, las pruebas recopiladas en el acápite II.4.2. acreditan la insuficiente 
capacidad institucional para materializar las funciones de fiscalización y vigilancia ambiental 
en los componentes preventivo y correctivo, así como la falta de articulación intersectorial 
en materia minero-ambiental, y la insuficiente utilización de los instrumentos de prevención 

instituidos por el legislador.

Falta de articulación intersectorial en materia 
minero-ambiental.

Desde 1995, la Política Nacional de Biodiversidad indicó que en nuestro país «la incipiente 
o débil capacidad institucional para reducir el impacto de las actividades, conlleva a la 

pérdida (de biodiversidad)». La CGR señaló que «el desorden, el deterioro ambiental, el 
incumplimiento de normas y la casi absoluta impunidad», se debe en gran medida «a la 

debilidad institucional de las autoridades ambientales en términos de la competencia 
de sus funcionarios o la alta carga de expedientes sobre cada uno de ellos»

Debilidad institucional de las autoridades ambientales en 
términos de la competencia de sus funcionarios o la alta 

carga de expedientes sobre cada uno de ellos

La Política Nacional para la Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servicios 
Ecosistémicos (PNGIBSE) -aprobada en el año 2012-, identificó que «la falta de 

articulación en las acciones no solo (se presenta) al interior de las instituciones, sino 
también entre instituciones, tanto del sector ambiental, como de estas con las 
instituciones sectoriales». Esto agrava el hecho consistente en que «la dimensión 

ambiental no sea tomada en cuenta con el verdadero rigor que debería tener».

Falta de articulación en las acciones no solo (se presenta) 
al interior de las instituciones, sino también entre 

instituciones, tanto del sector ambiental, como de estas 
con las instituciones sectoriales

En el mismo sentido, el Plan Nacional de Ordenamiento Minero de 2016 explicó que:
«existe una falta de articulación en aspectos normativos y de política entre entidades como 

el Ministerio de Minas y Energía, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, el 
Ministerio del Interior, entre otros, así como entre las entidades adscritas y vinculadas al 

Ministerio de Minas y Energía, lo que incrementa el riesgo de que no se logre una 
gestión eficiente ni una organización adecuada. La falta de una visión compartida 

acerca del futuro de la actividad minera por parte de las entidades del Estado pone 
en riesgo el buen desarrollo del sector como potenciador de la actividad económica 

del país».

Falta de una visión compartida acerca del futuro de la 
actividad minera por parte de las entidades del Estado 

pone en riesgo el buen desarrollo del sector como 
potenciador de la actividad económica del país

A esta desarticulación se refiere la CGR en los informes al Congreso sobre el Estado de los 
Recursos Naturales y del Medio Ambiente (IERNMA) de las vigencias 2012-2013, 

2013-2014 y en estudio de titulado ?el proceso administrativo en Colombia de 
licenciamiento ambiental?

Desarticulación de entidades en el sector 
minero-ambiental.

Señala un mecanismo para la articulación entre entidades

Protocolo de Unidad de Acción Minero Ambiental? acogido 
en octubre de 2012». Mientras que «7 autoridades 

ambientales manifestaron que no existe coordinación con 
la Agencia Nacional Minera ? ANM y las demás entidades 

no dieron respuesta a esta pregunta».

También aclaró que solo «las Corporaciones Cornare, Corpourabá, Corantioquia y el Área 
Metropolitana del Valle de Aburrá, generaron mecanismos de articulación con las 

autoridades mineras para el seguimiento de las actividades de exploración, construcción y 
montaje, explotación, cierre y desmantelamiento propias de una concesión minera a través 

del ?Protocolo de Unidad de Acción Minero Ambiental? acogido en octubre de 2012». 
Mientras que «7 autoridades ambientales manifestaron que no existe coordinación con la 

Agencia Nacional Minera ? ANM y las demás entidades no dieron respuesta a esta 
pregunta».

Desarticulación entre autoridades ambientales y mineras 
para el seguimiento a actividades de exploración

En el mismo sentido, la publicación de la CGR titulada ?el proceso administrativo en Colombia de licenciamiento ambiental?544 es un texto altamente propositivo y crítico que compiló las siguientes debilidades 
del interrelacionamiento minero-ambiental en el marco del licenciamiento:

i) «La escala a la cual es exigida la línea base ambiental en los procesos de licenciamiento ambiental no ofrece el detalle necesario para estimar las afectaciones a los componentes ambientales (agua, 
suelo, atmósfera, biodiversidad y geoforma) ni sociales y por ello, se aumenta el riesgo de que las medidas de prevención, mitigación, manejo, corrección y compensación establecidas en el Plan de Manejo 

Ambiental no correspondan a los impactos que generen el desarrollo de las actividades mineras en un territorio».
ii) «Se observa un conocimiento muy general de las variables e indicadores ambientales que podrían emplearse para hacer el seguimiento a la afectación de la calidad ambiental, por el avance en las 

actividades propias del proyecto de explotación minera y, por lo tanto, es posible que se conviertan en instrumentos ineficaces e ineficientes».
iii) «A pesar de los avances en materia de conocimiento de los impactos ambientales asociados a la etapa de exploración y los innumerables reportes sobre deterioro de los recursos naturales en ella, aún no 

se ha actualizado la Guía, ni tampoco se ha considerado incluir esta actividad como sujeta al licenciamiento ambiental».
iv) «la Autoridad Minera no remite la información sobre los contratos de concesión minera, ni la de los registros mineros, por lo que las Corporaciones no ejercen acciones de seguimiento al desarrollo de las 

actividades de exploración en forma oportuna».
v) «La mayoría de las Corporaciones Autónomas Regionales y las de Desarrollo Sostenible manifiestan que no es de su competencia realizar el seguimiento al cumplimiento de las medidas ambientales de 

la actividad de exploración, toda vez que esta fase del proyecto minero no requiere licencia ambiental»
vi) «El ente rector en materia ambiental ha omitido reglamentar la Ley»

vii) «No se han establecido mecanismos de articulación entre la Agencia Nacional Minera, las Corporaciones Autónomas Regionales o de Desarrollo Sostenible ni con las autoridades ambientales de los 
centros urbanos para adelantar el seguimiento a las actividades de exploración minera de tal forma que las mismas se ajusten a la Guía Minero Ambiental expedida».

viii) «Ni la ANLA ni las Corporaciones cuentan con sistemas de información que permitan conocer, para cada uno de los permisos y concesiones otorgadas a las empresas mineras (en las etapas de 
exploración y explotación), el comportamiento histórico de los parámetros a los cuales realiza el seguimiento ambiental».

ix) «Se desconoce la evolución de la calidad y el estado de los bienes y servicios ambientales que se afectan con las actividades mineras, aspecto que aumenta el riesgo de que las medidas que se adopten 
para prevenir, corregir o mitigar no se realicen oportuna, eficiente y eficazmente».

x) «No se ha involucrado la elaboración de Evaluaciones Ambientales Estratégicas regionales y sectoriales que permitan medir la sinergia de los proyectos, obras o actividades en un enclave específico para 
así limitar su ejecución considerando las restricciones ambientales».

xi) «Tampoco se tienen estudios sobre los impactos acumulativos y sinérgicos ocasionados por la presencia de varios proyectos en un área».
xii) «Se ha evidenciado que el Manual de Evaluación de Estudios Ambientales no se aplica con la rigurosidad requerida en los procesos de licenciamiento ambiental, por lo que existen dudas sobre la 

efectividad de este requisito, sin que se adopten las medidas necesarias para asegurar su utilización».
xiii) «Existe riesgo con el desarrollo de actividades consideradas menores (? ) que elimina el trámite de licencia ambiental porque ni siquiera existe una autorización ni visita previa y por tanto podría ocurrir 

que se adelanten obras que afecten irreversiblemente algunos ecosistemas o bienes y servicios ambientales. Este riesgo puede verse incrementado por el hecho de que los procesos de seguimiento y 
monitoreo no tienen reglamentada una periodicidad definida y es probable que se finalice su ejecución sin que se haya verificado que se trata de una actividad menor y que los impactos ambientales 

ocasionados por su ejecución fueron debidamente prevenidos, mitigados o manejados».
xiv) «Se evidencia la desarticulación entre las autoridades ambientales y las autoridades mineras en el proceso de otorgamiento de títulos mineros y de licencias ambientales contemplando las restricciones 

ambientales, en cuanto a la información que se presenta en los dos procesos y en el seguimiento que se realiza al proyecto minero como una sola actividad que tiene unas características técnicas que definen 
el grado de afectación de los bienes y servicios ambientales».

xv) «Es posible realizar actividades de explotación en la fase de construcción y montaje sin que exista la obligación de obtener previamente la licencia ambiental. A pesar de que se trate de unos volúmenes 
que podrían considerarse reducidos frente a la explotación final».

Desarticulación entre las autoridades ambientales mineras 
en el proceso de otorgamiento de títulos mineros y de 

licencias ambientales

Además, «el estudio de las aguas subterráneas tampoco 
ocupa un lugar de preeminencia en dichos instrumentos y 
las consideraciones de estabilidad de taludes». Y
«La generación de PASM está fuertemente vinculada a la 
inobservancia de la normatividad minera y ambiental, 
pero también a la existencia de estándares muy bajos de 
exigencia en la actividad minera, y a la debilidad 
institucional minero-ambiental».

inobservancia de la normatividad minera y ambiental

Debilidad institucional minero-ambiental

Según IERNMA 2014-2015546 no existe coordinación en 
el desarrollo de los procesos de evaluación del estudio 
de impacto ambiental, del plan de manejo ambiental y 
del Plan de Trabajos y Obras - PTO, lo que propicia «la 
existencia de muchos proyectos con PTO aprobado, o sea 
que fueron considerados técnicamente viables por la 
autoridad minera, que no han podido obtener la Licencia 
Ambiental y que para hacerlo tienen que modificar su 
planteamiento técnico».

no existe coordinación en el desarrollo de los procesos de 
evaluación del estudio de impacto ambiental, del plan de 
manejo ambiental y del Plan de Trabajos y Obras - PTO

Finalmente, el informe sobre el Estado de los Recursos Naturales y del Medio Ambiente de la vigencia 2018-2019 que se presentó al 
Congreso de la República en el año 2020, expone las siguientes problemáticas respecto del seguimiento y control al cumplimiento de las 
obligaciones ambientales mineras:
- «Los instrumentos de manejo ambiental cumplen su labor solo como una formalidad documental y no como un orientador de las 
acciones de las autoridades ambientales para que se eviten, controlen o mitiguen los diversos impactos asociados a la actividad minera».
- «Las empresas mineras no remiten información completa oportuna y confiable y en otros casos la información evidencia 
incumplimientos a las obligaciones ambientales sin que la autoridad actúe en consecuencia».
- La actuación de las autoridades ambientales no es oportuna ni eficiente «lo que impide la imposición de medidas efectivas frente a 
los impactos ambientales que se producen al interior de los proyectos».
- El proceso administrativo sancionatorio ambiental es ineficiente «lo cual implica pérdida de imagen y respeto institucional por parte de 
la población y las empresas mineras en relación con los reiterativos incumplimientos de las obligaciones ambientales de dichas 
empresas».
- «Incumplimiento de las figuras de compensación y restauración frente al daño ambiental causado por las acciones de 
aprovechamiento forestal».
- «En las compensaciones por afectación no se incluyeron las correspondientes a suelos, fauna, recurso hídrico superficial y aguas 
subterráneas, lo que conlleva a que se presente en todos los casos pérdida neta de biodiversidad y la generación de afectaciones 
irreversibles sobre estos elementos del capital natural».
- «Se requiere planear y asegurar los fondos para el manejo integrado de los botaderos (Amplios y elevados montículos conformados 
con material de escombro minero), las extensas y profundas excavaciones, algunas de las cuales, se han constituido como cuerpos de 
agua estacada en el fondo de los Pits mineros ya abandonados y que almacenan grandes volúmenes de aguas contaminadas con 
sulfuros y otros compuestos minerales y elementos pesados presentes en las rocas que conforman el yacimiento y las paredes de estas 
excavaciones».
- «Al margen de la adecuación morfológica y paisajística se deben establecer las condiciones necesarias para el repoblamiento de 
fauna y flora nativas y la conformación de corredores de conectividad o puentes de reconexión de las áreas separadas o aisladas por 
efecto del desarrollo de los proyectos mineros».

La actuación de las autoridades ambientales no es 
oportuna ni eficiente

El proceso administrativo sancionatorio ambiental es 
ineficiente

Desde esta perspectiva, es incuestionable que a los 
recurrentes les asiste la razón cuando afirman que el 

ordenamiento minero ambiental efectivamente contempla 
instrumentos de prevención dirigidos a controlar, mitigar, 

prevenir y corregir los impactos ambientales, sin embargo, 
para que estos instrumentos cumplan con el fin para el cual 

fueron creados es necesario robustecer su 
reglamentación y trabajar en mecanismos de 

articulación y fortalecimiento institucional a la gestión 
pública.

Carencia de reglamentación de instrumentos técnicos 
minero ambientales

Preguntarle a ambiente; revisión de 
agenda

Los Planes

Ya está

Implementar el protocolo unificado para el 
ejercicio de la participación interinstitucional, 

comunitaria y de la sociedad civil para el 
ordenamiento minero-ambiental del territorio.

Eje 1

Nueva

Crear el inventario normativo del sector 
minero

Nueva

Nueva, puede articularse con la 
evaluación de competencias. 

Implementar la Agenda regulatoria del 
MADS (Ley 2387 de julio 2024)

Actualizar el glosario minero 
Agenda regulatoria sectorial

Construir una estrategia para la interoperabilidad de sistemas entre 
la autoridad minera y las autoridades ambientales que permita 
optimizar y hacer más eficiente y rigurosa la fiscalización y el 

control y seguimiento a los títulos mineros.

Eje 3

Implementar la única agenda pública 
minero-ambiental -UAPMA - para la  articulación 
intersectorial en todos los niveles de gobierno 

(minero, ambiental y demás sectores), la 
coordinación y planeación para el desarrollo de la 

actividad minera en el país. 

Está más arriba

Revisar qué hacen las CAR 
para coordinar con ANM

Realizar un diagnóstico del estado 
normativo del sector minero

Unificar inventario normativo según 
la viabilidad de diagnóstico

Implementar la única agenda pública 
minero-ambiental -UAPMA - para la  articulación 

intersectorial en todos los niveles de gobierno 
(minero, ambiental y demás sectores), la 

coordinación y planeación para el desarrollo de la 
actividad minera en el país. 

Indicador: Número de compromisos cumplidos/ 
Compromisos adquiridos. 



Articulación Institucional e intersectorial de los 
sectores minero y ambiental

Acciones Acciones reformadas Actividades
Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

Planificación e información con 
propósito

Diseñar e implementar una estrategia de 
articulación intersectorial (minero, ambiental y 

demás sectores) con una única agenda pública 
que conlleve a mejorar de manera integral la 

coordinación y planeación para el desarrollo de la 
actividad minera en el país. Se evaluarán y 
fortalecerán las instancias de coordinación 

existentes, como el Comité de Coordinación y 
Planeación Minera (COCPMI) que incluya el 
sector ambiente, demás sectores y los entes 

territoriales.

Implementar una estrategia para la unificación de 
criterios de orden técnico en el ciclo de vida del 
proyecto minero que facilite el entendimiento de 

todas las partes involucradas.

Estructurar e implementar una interfaz tecnológica 
que integre los sistemas de información 

minero-ambiental que mejore la comunicación y 
gestión para la toma de decisiones del sector 

minero.

Generar instancias de diálogo entre la 
autoridad minera, autoridades ambientales y 

entes territoriales y los Nodos de Cambio 
Climático, para la articulación y armonización 
del Plan de Ordenamiento Minero Ambiental y 

los procesos de ajuste y/o actualización de los 
Instrumentos de ordenamiento territorial (POT, 

PBOT, EOT) que aporte en la solución de brechas 
normativas y minimice las conflictividades de tipo 

técnico, legal, ambiental y social que se presentan 
en el territorio alrededor de la actividad minera.

Poner en marcha acciones y mecanismos de 
articulación con las autoridades ambientales que 

permita identificar información ambiental del 
territorio, especialmente la referida a la 

identificación y consolidación de los ecosistemas 
del SINAP en los que esté prohibida o restringida 

la minería, la identificación de áreas de 
conservación in situ de origen legal que no 

pertenecen al SINAP, así como acciones para el 
fortalecimiento en el reporte y registro en RUNAP, 

SIRH y demás plataformas de información 
geográfica que operen para tales áreas y 

ecosistemas.

Continuar con las actividades de asistencia 
técnica a las autoridades ambientales para que 
actualicen las áreas protegidas del SINAP en el 

RUNAP y diseñar estrategias para la 
actualización permanente por parte de las 

autoridades ambientales de la información sobre 
áreas de ecosistemas estratégicos que no 

pertenecen al SINAP.

Impulsar la creación de una Unidad de 
Inteligencia del sector minero de apoyo a la toma 
de decisiones de política minera que tengan como 

fundamento el conocimiento del sector, la 
información estadística, análisis y pronósticos 

confiables de los mercados local e internacional.

Implementar la Única Agenda Pública 
minero-ambiental -UAPMA - para la articulación,   
coordinación y planeación en el desarrollo de la 

actividad minera del país, de manera intersectorial 
en todos los niveles de gobierno en el sector 

minero, ambiental, entre otros. 

Implementar una interfaz tecnológica que integre 
los sistemas de información minero-ambiental 

para la optimización, comunicación y gestión en 
los procesos de toma de decisiones del sector 

minero-ambiental.

Ya está en el apartado 
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Prestar asistencia técnica periódica a las 
autoridades ambientales territoriales para 
la actualización de las áreas protegidas 

del SINAP en el RUNAP.

Crear la Unidad de Inteligencia Minera - UIM para 
la consolidación del conocimiento del sector, 

información estadística, análisis y pronósticos de 
mercados locales, nacionales e internacionales, 

entre otros, para el sector minero ambiental.

Diseñar estrategias para la actualización 
permanente por parte de las autoridades 

ambientales de la información sobre áreas 
de ecosistemas estratégicos que no 

pertenecen al SINAP.

Unificar criterios de orden técnico en el ciclo de 
vida del proyecto minero.

Implementar el mecanismo articulación 
interinstitucional y territorial integral - MAITI

Puede ser actividad

Activación de la instancia de diálogo entre sector 
minero y ambiental para su articulación

Sesiones realizadas de la instancia 
de diálogo entre sector minero y 

ambiental
Numérico Semestral

Realizar evaluación de competencias a las 
instancias de coordinación existentes en el sector 

mineroambiental 

Construir una hoja de ruta para el fortalecimiento 
de las instancias de coordinación existentes en el 

sector mineroambiental

Elaborar el sistema de alertas tempranas para la 
decisión del otorgamiento del título minero en el marco 

del protocolo de verificación de traslapes  

Actualizar el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas - SINAP, con las áreas de 

conservación in situ de origen legal, nuevos 
ecosistemas estratégicos, áreas protegidas y los 

ecosistemas en los que esté prohibida o 
restringida la minería,

Ya está en el apartado 
1

Tomador de decisiones

Definir y adoptar un protocolo riguroso para que en el proceso de 
otorgamiento de títulos o concesiones mineras se consulten y 
consideren las determinantes ambientales y del ordenamiento 

territorial, dentro de un marco de planeación previa en 
consideración a la soberanía del Estado sobre el recurso minero.

Adoptar un protocolo para la verificación de 
traslapes de proyectos mineros con Zonas 

Excluidas de la Minería en el otorgamiento de 
títulos/contratos mineros.  

Eje 3

Actividad 

Crear el inventario normativo del sector 
minero

Implementar la Agenda regulatoria 
sectorial minera

Realizar un diagnóstico del estado 
normativo del sector minero

Unificar inventario normativo según 
la viabilidad de diagnóstico

Actualizar glosario minero



Poner en marcha el observatorio de conflictividad 
socio ambiental de Minenergía y la ANM con el fin 

de ser utilizado por la institucionalidad minera y 
ambiental en la prevención, seguimiento y 

resolución de los conflictos.

Eje 4

Crear el inventario de las 
áreas degradadas por la 

minería.

Generar mecanismos para la creación del 
inventario de las áreas degradadas por la minería 
y su actualización, así como apoyar el desarrollo 
de la normativa para la gestión y la prevención de 
dichas áreas, de acuerdo con lo previsto en la Ley 

2327 de 2023.

Eje 1

Construir los repositorios de información con 
facilidad de acceso y consulta para la divulgación 

y democratización de la información minero 
ambiental hacia los territorios.

Establecer la hoja de ruta para definir los 
repositorios de información con facilidad de 

acceso y consulta para la divulgación y 
democratización de la información minero 

ambiental hacia los territorios, teniendo en cuenta, 
entre otros, los preceptos definidos en el Acuerdo 

de Escazú.

Eje 1

Alimentar el repositorio con los casos exitosos 
que socialicen e informen los diferentes actores 

mineros. Estos casos se identificarán a través de 
los espacios de formación y otros escenarios de 

intercambios de saberes y trabajo en red. 

Eje 1

Adoptar protocolos unificados para el ejercicio de 
la participación interinstitucional, comunitaria y de 
la sociedad civil para el ordenamiento, evaluación, 

fiscalización, seguimiento y control de las 
actividades mineras.

Eje 1

Proponer criterios de ponderación y mecanismos 
de armonización entre las figuras de utilidad 

pública e interés social en lo ambiental y minero.

Eje 1

Implementar una interfaz tecnológica que integre 
los sistemas de información minero-ambiental 

para la optimización, comunicación y gestión en 
los procesos de toma de decisiones del sector 

minero.

eje 2

Construir el mecanismo articulación territorial 
integral - MATI 

Crear la Unidad de Inteligencia Minera - UIM para 
la consolidación del conocimiento del sector, 

información estadística, análisis y pronósticos de 
mercados locales, nacionales e internacionales, 

entre otros, para el sector minero ambiental.

Eje 2

Implementar protocolos unificados, vinculantes y  con 
herramientas de ponderación entre las figuras de utilidad 

pública e interés social para la participación 
interinstitucional, comunitaria en el abordaje de 

cuestiones de evaluación, fiscalización, seguimiento y 
control de las actividades mineras

Construir el mecanismo articulación territorial 
integral - MATI 

Eje 2

Eje 1

Fortalecer las instancias de coordinación 
existentes en el sector mineroambiental a partir 

de una evaluación de competencias y la 
construcción de una hoja de ruta para su 

optimización (Eje1)

Construir una estrategia para la 
interoperabilidad de sistemas entre la autoridad 

minera y las autoridades ambientales que 
permita optimizar y hacer más eficiente y 

rigurosa la fiscalización y el control y 
seguimiento a los títulos mineros. (eje 3)

Generar instancias de diálogo entre la 
autoridad minera, autoridades ambientales y 

entes territoriales y los Nodos de Cambio 
Climático, para la articulación y armonización 
del Plan de Ordenamiento Minero Ambiental y  

los procesos de ajuste y/o actualización de los 
Instrumentos de ordenamiento territorial (POT, 

PBOT, EOT) que aporte en la solución de brechas 
normativas y minimice las conflictividades de tipo 
técnico, legal, ambiental y social que se presentan 

en el territorio alrededor de la actividad minera.

Poner en marcha acciones y mecanismos de 
articulación con las autoridades ambientales que 

permita identificar información ambiental del 
territorio, especialmente la referida a la 

identificación y consolidación de los ecosistemas 
del SINAP en los que esté prohibida o restringida 

la minería, la identificación de áreas de 
conservación in situ de origen legal que no 

pertenecen al SINAP, así como acciones para el 
fortalecimiento en el reporte y registro en RUNAP, 

SIRH y demás plataformas de información 
geográfica que operen para tales áreas y 

ecosistemas.

Continuar con las actividades de asistencia 
técnica a las autoridades ambientales para que 
actualicen las áreas protegidas del SINAP en el 

RUNAP y diseñar estrategias para la 
actualización permanente por parte de las 

autoridades ambientales de la información sobre 
áreas de ecosistemas estratégicos que no 

pertenecen al SINAP.

Eje 2

Crear la plataforma nacional de participación 
ciudadana para el control, seguimiento y monitoreo 

de las actividades mineras

Gestionar ante el Ministerio de Transporte la priorización del 
mantenimiento y buen estado de las vías terciarias que conectan las 

zonas mineras del país.

Eje 7 



Otorgamiento, fiscalización, control y 
seguimiento ambiental

La pequeña minería representa el 57,8% de los títulos 
mineros, muchos de ellos son el resultado de programas 

de legalización y formalización que el gobierno ha 
venido desarrollando con miras a fortalecer el desarrollo 
de la actividad en toda su cadena de valor. Así mismo, a 

través del tiempo y con el propósito de fortalecer la 
minería tradicional que no cuenta con título minero, el 
Estado ha ofrecido programas de legalización minera, 
sin embargo, no se ha logrado la formalización total de 
esta la actividad. Con la expedición de la Ley 2250 de 

2022, se abrió una nueva oportunidad de legalización a 
pequeños mineros, actualmente el MinEnergía en 

coordinación con la ANM se encuentran en proceso de 
reglamentación.

Problemáticas

Acciones

"Participación Ciudadana" Cita del documento

Acciones reformadas Actividades
Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

Insuficiente legalización de la pequeña minería

Lo anterior muestra que la autoridad minera no tiene 
presencia en cerca del 55% del territorio nacional, 

dejando fuera de su relación directa regiones 
importantes como la Orinoquia y la Amazonía, así como 

los departamentos de La Guajira, Córdoba, Meta y 
Cauca, entre otros.

Baja presencia de la autoridad minera en el territorio 
nacional

Ahora bien, sin perjuicio de lo anterior, el SIGM es un sistema en evolución 
el cual no ha estado exento de retos y dificultades prácticas en su 

implementación. De hecho, con la adopción del sistema informático Anna 
Minería que hoy soporta el SIGM, se han venido fortaleciendo las 
capacidades tecnológicas de la ANM, pero no de forma integral o 

suficiente, y no se ha logrado una completa interoperabilidad de Anna 
Minería con los demás sistemas misionales de la Agencia ni del sector 
ambiental. Esto en parte, debido a que la solución Anna Minería, fue 
implementada desde un software privado, por lo cual su evolución, 
adaptación, actualización y sus controles de cambios, han estado 
supeditados al desarrollo que el proveedor privado realice y a la 

disponibilidad presupuestal que en cada periodo la ANM pueda disponer 
para realizar esas acciones. Por esta razón, la ANM viene realizando los 

análisis, diagnósticos, diseños y planeación necesaria, para complementar 
el SIGM y construir una solución alternativa más flexible, robusta, con 

ingeniería colombiana y que procure la soberanía de la información y del 
código fuente de la solución, en beneficio del Estado Colombiano.

Alta dependencia de software privado en materia de 
gestión minera

Esto ha llevado como se ha comentado, a que los jueces de la 
República, a través de diferentes fallos, hayan determinado la 

insuficiencia de los parámetros e impartido órdenes a los sectores minero 
y ambiental para tener en cuenta en el otorgamiento de los títulos 

mineros, debido a que no existe una política que posicione a la minería 
como base de la cadena de producción nacional y la industrialización. 

También hacen falta mecanismos efectivos para llevar a cabo la 
participación ciudadana que debe anteceder a la celebración de los 
contratos mineros, y en general, existe la necesidad de contemplar 

variables ambientales e instrumentos de ordenamiento del territorio en el 
otorgamiento de los títulos mineros.

En segundo lugar, los contratos de concesión minera de la Ley 685 de 
2001, no garantizan la soberanía nacional de los recursos naturales 
no renovables (RNNR), ni su disposición al servicio de los programas 
económicos del país, además de que con ellos se entrega los RNNR a 
cambio de una regalía, cuyas tarifas no se revisan desde la ley 141 de 

1994. Por ello, la necesidad de una nueva ley minera para establecer los 
nuevos instrumentos mediante los cuales el Estado pueda garantizar la 
disposición de sus RNNR, los cuales son de su propiedad, al mercado 
local, en primera instancia. Contratos de operación, de asociación y los 
procesos de selección objetiva hacen parte del portafolio de opciones 
que una nueva ley puede incluir para hacer realidad esa nueva visión 

minera. Esto ha causado que la minería en Colombia esté basada en 
la demanda, en la iniciativa privada y no en lo que requiere el país, 

que se otorguen títulos mineros en áreas protegidas o de alta 
sensibilidad socioambiental y se presente desinformación de las 
comunidades y de sus autoridades frente a las áreas otorgadas para 
exploración y explotación minera en sus territorios. Lo anterior impacta 

directamente en el territorio donde se desarrolla la actividad minera, 
porque se causan impactos adversos especialmente en aspectos 

ambientales y sociales. Adicionalmente, no permite que se prioricen 
los minerales estratégicos para la producción nacional, 

industrialización y transición energética.

Insuficiencia de los parámetros y órdenes a los 
sectores minero y ambiental para tener en cuenta 

en el otorgamiento de los títulos mineros

Inexistencia de una política que posicione a la 
minería como base de la cadena de producción 

nacional y la industrialización 

No hay garantía de la soberanía nacional sobre 
los recursos naturales no renovables.

Alta dependencia de las dinámicas de mercado 
para establecer el aprovechamiento minero

Existencia de desinformación de las 
comunidades y de sus autoridades frente a las 
áreas otorgadas para exploración y explotación 

minera en sus territorios

No hay priorización de minerales estratégicos 
para la producción nacional, industrialización y 

transición energética.

De otro lado, es visible la insuficiencia en la definición y aplicación 
de requisitos minero ambientales para el desarrollo de la actividad 
minera. La gestión del recurso minero se basa en la disposición de la 

información ambiental, actualizada y precisa. Sin embargo, es 
necesario señalar que parte de la documentación vigente aplicable a 

la actividad minera está desactualizada con respecto a la realidad 
ambiental en territorio, lo cual ha generado nuevas demandas que exigen 

al sector minero ponerse al día. La información geoespacial que se 
utiliza en la gestión del recurso minero se actualiza de acuerdo con 

las fuentes oficiales, como el RUNAP51 y el geovisor SIAC52, 
encontrando que en ninguna de estas herramientas se encuentra 
información actualizada de fuentes provenientes de las Corporaciones 
Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, y al consultar sus 
sistemas de información dispuestos al público, deben completarse las 
áreas ambientalmente protegidas y las áreas libres para la actividad 

minera, como se señaló en el numeral anterior

Insuficiente definición y aplicación de requisitos 
mineros ambientales para el desarrollo de la 

actividad minera.

Desactualización de la documentación vigente 
aplicable a la actividad minera

Desactualización de las herramientas de 
gestión ambiental y mineras

Una tercera dificultad es la falencia en el modelo de control a la 
producción de los minerales en las diferentes etapas de la cadena 

de valor. Frente a la competencia asignada por la ley a la ANM 
relacionada con la fiscalización minera frente al control de la producción, 

se identifica que no se cuenta con información actualizada y 
estructurada de los recursos y reservas como riqueza intangible de 

la nación para validar el agotamiento de los mismos en 
confrontación con el reporte de producción por parte de los titulares 
mineros que permita la sostenibilidad fiscal, traducida en el control 

al pago de regalías y otras contraprestaciones económicas; así como 
para medir el impacto de este sector en la economía nacional. Lo anterior 
ha provocado que no se logre realizar la validación eficiente del recaudo 

de las regalías producto de la explotación y aprovechamiento del 
recurso, ni tampoco que se logre conocer y cuantificar la producción 

minera proveniente de actividades no autorizadas e ilícitas.

Falencia en el modelo de control de producción 
sobre los minerales en las diferentes etapas de 

la cadena de valor.

Desactualización de información frente a los 
recursos y reservas como riqueza tangible de 

la nación.

Ineficiencias en la validación del recaudo de 
las regalías producto de la explotación y 

aprovechamiento del recurso

La debilidad y falencia en los procesos y procedimientos de fiscalización, 
control y seguimiento a las actividades mineras es la cuarta debilidad. Se 

presenta extenuación en la capacidad operativa de la entidad para el 
seguimiento y control de las obligaciones técnicas, legales y 

contractuales, lo cual impide la verificación eficaz del aprovechamiento 
de los recursos minerales in-situ, y así poder dar inicio oportuno con los 

trámites administrativos sancionatorios.

Débil fiscalización, control y seguimiento a las 
actividades mineras.

Extenuación en la capacidad operativa de la 
entidad para el seguimiento y control de las 

obligaciones técnicas, legales y contractuales. 

Lo anterior, también resulta ser el reflejo de la falta de herramientas 
tecnológicas y geoespaciales que estén actualizadas y armonizadas 
con los diferentes portales de información del Estado, pues si bien es 

cierto la capacidad operativa de la autoridad minera se ha visto 
comprometida, este fenómeno tiene estrecha relación con las dificultades 
que tienen los diferentes equipos de f iscalización regionales a lo largo y 
ancho del territorio nacional para acceder a información real, certera y 

objetiva de las condiciones ambientales de cada una de las áreas 
mineras tituladas, por lo que marcaría gran diferencia que se tenga un 

contexto completo y real sobre el tipo de determinantes ambientales que 
hay en el área de influencia directa e indirecta de cada título minero, 
pues la metodología de fiscalización puede variar según los recursos 

naturales renovables a impactar con la actividad minera

Desactualización de las herramientas de 
gestión ambiental y mineras

En quinto lugar, se reconoce debilidad en el conocimiento, socialización e 
implementación de los reglamentos técnicos nacionales que orientan la 
seguridad minera en el país, así como estándares internacionales en la 

materia. Al respecto, no se cuenta con suficientes centros de 
investigación que produzcan estudios sobre control de riesgos y 

seguridad minera, y en todo caso, los estudios realizados no cuentan con 
suficiente divulgación o carecen de implementación

Pocos centros de investigación sobre el control 
de riesgos y seguridad minera

Poco conocimiento y divulgación de 
reglamentos técnicos nacionales e 

internacionales que orienten la seguridad 
minera

En consecuencia, se destaca que las cifras de accidentalidad en la 
actividad minera en la última década han sido altas. Por año, de acuerdo 

con cifras de la ANM, fallecen en promedio 122,4 trabajadores55 a 
causa, entre otros, de: fallas geomecánicas, atmósferas viciadas, 

explosiones, accidentes mecánicos. La accidentalidad en la minería en 
Colombia ocurre en un alto porcentaje principalmente en labores 

subterráneas de carbón, las cuales están ubicadas en los departamentos 
de Antioquia, Boyacá, Cundinamarca y Norte de Santander56.

Alta accidentalidad minera

En sexto lugar, hay una dificultad en la deficiencia del aseguramiento y 
calidad de la información entregada por parte de los titulares mineros, 

pues la información entregada por los titulares o propietarios de minas a 
la autoridad minera para su evaluación no siempre cumple con el rigor 

normativo vigente. No existen parámetros de referencia o 
mecanismos para contrastar la información recibida. Persisten 

deficiencias en los aplicativos provistos por la institucionalidad para la 
recolección de información y faltan recursos que permitan su 

fortalecimiento continuo, acorde con las necesidades del sector, y la 
capacitación de recurso humano para el manejo de las diferentes 

herramientas tecnológicas y lo formatos que se han diseñado para 
realizar la evaluación de la actividad minera. Lo anterior impacta en el 

trámite de servicios mineros, adjudicación de áreas, administración 
eficiente del recurso, administración y evaluación de la actividad minera y 
pérdida de conocimiento técnico, operacional y ambiental para la toma de 

decisiones por parte de la autoridad minera.

No hay control sobre el aseguramiento y 
calidad de la información entregada por parte 

de los titulares mineros.

No existen parámetros de referencia o 
mecanismos para contrastar la información 

recibida.

Persisten deficiencias en los aplicativos 
provistos por la institucionalidad para la 

recolección de información

No hay recursos suficientes para el 
fortalecimiento de la institucionalidad en 

materia de capacidad humana

Promedio de títulos mineros con 
actividades de control, seguimiento 

y fiscalización articulada

Número de inspecciones de campo 
realizadas de forma conjunta / 

Número de inspecciones 
realizadas en el año meses X 100.

% Porcentaje Anual

Trabajar en la construcción y gestión del proyecto de Nueva Ley Minera, 
que será presentado al Congreso de la República para su trámite 

legislativo.

Planificar las áreas con potencial mineral previo el conocimiento 
científico, ambiental y social del territorio. Para lo cual, se pondrá en 

práctica metodologías para identificación de temas estratégicos e 
indispensables, en mesas de trabajo con autoridades locales y/o 

regionales, autoridades ambientales locales, entre otras, donde se 
caracterizará la población local, priorizando los grupos étnicos, la 

explotación minera existente, minerales estratégicos presentes en el 
territorio y que son necesarios en la transición energética justa, entre 

otras necesidades del país.

Promover la implementación de mecanismos que permitan a la 
autoridad minera validar la información aportada por los proponentes 

mineros para identificar posible riesgo de lavado de activos.

Reforzar los mecanismos de participación ciudadana para lo cual se 
revisarán y fortalecerán los procedimientos existentes para la 

realización de audiencias públicas previas al otorgamiento del título 
minero y, así, garantizar un diálogo social y una participación efectiva 

de las comunidades de la zona, con la concurrencia de las 
autoridades territoriales correspondientes. Lo anterior, mientras el 

Congreso de la República regula sobre la materia.

Implementar un protocolo riguroso para la actualización 
permanente de las áreas excluidas y restringidas para la minería 

en la herramienta que disponga la Autoridad Minera para el 
otorgamiento de áreas.

Definir y adoptar un protocolo riguroso para que en el proceso de 
otorgamiento de títulos o concesiones mineras se consulten y 
consideren las determinantes ambientales y del ordenamiento 

territorial, dentro de un marco de planeación previa en 
consideración a la soberanía del Estado sobre el recurso minero.

Construir el marco legal para la obligatoriedad de la obtención de la 
licencia ambiental en la etapa de exploración de los proyectos 

mineros, que atienda a criterios diferenciales de acuerdo con el tipo 
de minería. Lo anterior, sin perjuicio del licenciamiento ambiental 

que actualmente es exigible para otras etapas de la actividad 
minera.

Revisar y proponer aspectos normativos que regulen las 
actividades de fiscalización en áreas con prerrogativas de 

explotación en trámites sancionatorios.

Construir una estrategia para la interoperabilidad de sistemas entre 
la autoridad minera y las autoridades ambientales que permita 
optimizar y hacer más eficiente y rigurosa la fiscalización y el 

control y seguimiento a los títulos mineros.

Formular y actualizar instrumentos técnicos que contribuyan a la 
estandarización de criterios para el ejercicio de las funciones de 

control, seguimiento y fiscalización de la actividad minera, teniendo 
en cuenta las particularidades de las regiones del país y del 

mineral a explotar.

Crear mecanismos de articulación entre la autoridad minera y la 
autoridad ambiental para la aprobación de instrumentos técnicos 

(Programa de Trabajos y Obras-PTO y Estudio de Impacto 
Ambiental-EIA).

Actualizar y adoptar las guías minero-ambientales con enfoque a la 
pequeña y mediana minería como instrumentos orientadores para 

la gestión ambiental y minera por parte de los titulares en las 
etapas de exploración, explotación y de beneficio-transformación 

de minerales, incorporando, entre otros, lineamientos para 
conceptualizar las determinantes ambientales y su relación con la 

actividad.

Desarrollar y consolidar sistemas informáticos que permitan 
estructurar y disponer de manera ágil información técnica (regalías, 

formato básico minero - FBM, instrumento técnico - reservas), 
como soporte al control de la producción y pago de las regalías, 

así como para monitorear el ciclo de la fiscalización, promoviendo 
la generación de requerimientos oportunos mediante la 

automatización.

Establecer medidas obligatorias de carácter normativo que definan 
la implementación de sistemas tecnológicos verificables y 

confiables para la medición y trazabilidad de los volúmenes de 
producción, diferenciales atendiendo a la clasificación minera.

Fortalecer los mecanismos de expedición de certificados de origen 
como insumo de verificación respecto de los reportes de 

producción realizados por el titular minero.

Revisar y ajustar el procedimiento para realizar las actividades de 
fiscalización, así como mantener un programa de capacitación 

permanente a los profesionales que la realizan.

Establecer mecanismos de fortalecimiento en los procesos de 
sensibilización, capacitación, certificación, entrenamiento y 

seguimiento en temas de prevención, seguridad y gestión de 
control de riesgos mineros, con el fin de garantizar un cambio de 

cultura y disciplina en el desarrollo de la actividad minera.

Diseñar mecanismos de articulación interinstitucional con 
autoridades locales para el seguimiento y control al desarrollo de 
actividades mineras, que garanticen las condiciones mínimas de 

seguridad en cumplimiento de la normatividad vigente.

Generar fuentes de capacitación y entrenamiento en ambientes de 
minería fuera del país, para fortalecer el conocimiento en temas 

como mecanización minera, seguridad, fiscalización, gestión 
ambiental, economía circular, gestión de colas y drenajes de mina, 
uso de energías no convencionales en la actividad minera, cierre y 
post cierre minero, minería regenerativa, entre otros. Transferencia 

de conocimiento con expertos en materia de seguridad que 
conozcan la geología, recursos y reservas de los yacimientos en 

Colombia.

Fortalecer la articulación con el Ministerio de Trabajo en relación a 
ambientes seguros de trabajo.

Revisar la viabilidad de adaptar e incorporar en el marco normativo 
nacional, estándares internacionales para la seguridad minera. 

Adicionalmente poner en marcha el Sistema Nacional de 
Seguridad Minera, creado en el artículo 24 de la Ley 2250 de 2022.

Diseñar mecanismos que permitan el acceso a la información en 
custodia de otras entidades como insumo para la validación y 

confrontación de la información presentada por el titular minero.

Establecer sistemas informáticos que permitan estructurar la 
información geológico-minera del país como soporte a la 

validación y confrontación de la información presentada por el 
titular minero.

Desarrollar y estructurar sistemas informáticos que cuenten con 
la suficiente capacidad operativa para recibir la información 
técnica allegada por el titular minero. Fortalecimiento en el 

desarrollo del Sistema Integral de Gestión Minera - SIGM como 
herramienta tecnológica.

Promover en la formalización y el fomento de la pequeña 
minería la incorporación de estándares de seguridad, orientados 
principalmente a áreas de control de atmósferas viciadas, fallas 

geomecánicas, incendios, inundaciones, fallas mecánicas, 
eléctricas, caídas a diferente nivel, entre otros.

En la administración del recurso minero, será una 
prioridad promover la adopción de mecanismos que 

permitan actualizar los procedimientos de 
otorgamiento de títulos mineros, o las figuras que 

hagan sus veces, que garanticen y materialicen los 
derechos e intereses colectivos de las comunidades 
en el territorio, y el manejo sostenible de sus recursos 

naturales

El desarrollo de la actividad minera debe atender a las 
normas jurídicas, técnicas, ambientales y sociales por lo 

cual se revisarán y ajustarán los procesos de 
fiscalización, control y seguimiento

En aspectos de seguridad minera es indispensable 
promover la implementación de reglamentos técnicos y 

estándares internacionales, así como avanzar en la 
ejecución de la política nacional de seguridad minera 

existente

Contar con información segura y confiable es 
indispensable para adelantar una buena f iscalización, 

por lo que es pertinente

Presentar ante el Congreso de la República el proyecto de la Nueva Ley 
Minera

Planificar las áreas con potencial mineral con base en el conocimiento 
científico, ambiental y social del territorio.

Implementar el Mecanismo para la Validación de Información de los 
Proponentes Mineros -MVIPM- por parte de la Autoridad Minera para la 

identificación del riesgo de lavado de activos

Adoptar protocolos unificados para el ejercicio de la 
participación interinstitucional, comunitaria y de la 
sociedad civil para el ordenamiento, evaluación, 

fiscalización, seguimiento y control de las 
actividades mineras.

Está en el eje 1

Proponer criterios de ponderación y mecanismos 
de armonización entre las figuras de utilidad 

pública e interés social en lo ambiental y minero.

Construir el mecanismo articulación territorial 
integral - MATI Está en el eje 2

Gestión y/o actividad

Gestionar el marco normativo para la implementación de la 
licencia ambiental para la etapa de exploración teniendo en 

cuenta el tipo de mineral y la clasificación del proyecto minero, 
de acuerdo con el acápite anterior.

Actualizar y formular los términos de referencia para la 
realización de trabajos de exploración, construcción y montaje, 
explotación y beneficio ajustados al tipo de mineral, sistema de 
explotación, cantidad de área a intervenir, entre otros aspectos. 
Asimismo, se ajustarán incluyendo criterios de gestión del riesgo 
de desastres en los aspectos referentes a la seguridad minera 

en todas las etapas del ciclo minero incluido el cierre y 
postcierre minero conforme con lo dispuesto en la Ley 1523 de 

2012 y el Decreto 2157 de 2017.

Gestión y/o actividad

Fortalecer las instancias de coordinación 
existentes en el sector mineroambiental a partir 

de una evaluación de competencias y la 
construcción de una hoja de ruta para su 

optimización (Eje1)

Unificar criterios de orden técnico en el ciclo de 
vida del proyecto minero (Eje 2).

Implementar una interfaz tecnológica que integre los 
sistemas de información minero-ambiental para la 

optimización, comunicación y gestión en los 
procesos de toma de decisiones del sector minero 

((Eje 2).

Construir el mecanismo articulación interinstitucional 
y territorial integral - MAITI Está en el eje 2

Actualizar las guías minero-ambientales con enfoque a la pequeña 
y mediana minería como instrumentos orientadores en todo el ciclo 

de vida de los proyectos mineros 

Incorporar lineamientos para conceptualizar las determinantes 
ambientales y su relación con la actividad.

Implementar sistemas informáticos para la estructuración y 
disposición de información técnica (regalías, formato básico minero 

- FBM, instrumento técnico - reservas) de manera ágil.

Monitorear el ciclo de la fiscalización, promoviendo la generación 
de requerimientos oportunos mediante la automatización.

¿Y qué pasa si no se vuelven de carácter normativo?

Meta de gestión

Gestionar el marco normativo para la implementación de la 
licencia ambiental para la etapa de exploración teniendo en 

cuenta el tipo de mineral y la clasificación del proyecto minero, 
de acuerdo con el acápite anterior.

Literalmente es gestión

Actualizar y formular los términos de referencia para la 
realización de trabajos de exploración, construcción y montaje, 
explotación y beneficio ajustados al tipo de mineral, sistema de 
explotación, cantidad de área a intervenir, entre otros aspectos. 
Asimismo, se ajustarán incluyendo criterios de gestión del riesgo 
de desastres en los aspectos referentes a la seguridad minera 

en todas las etapas del ciclo minero incluido el cierre y 
postcierre minero conforme con lo dispuesto en la Ley 1523 de 

2012 y el Decreto 2157 de 2017.

Gestión y/o actividad

Actualizar el procedimiento para la realización de la fiscalización en 
todos los tipos de actividades mineras

Implementar una estrategia para la actualización del procedimiento 
de fiscalización de todos los tipos de actividades mineras y la 
capacitación del talento humano involucrado en su ejecución. 

Poner en marcha el Sistema Nacional de Seguridad Minera, creado 
en el artículo 24 de la Ley 2250 de 2022.

Revisar la viabilidad de adaptar e incorporar en el marco normativo 
nacional, estándares internacionales para la seguridad minera. 

Esto es gestión

Fortalecer los mecanismos de sensibilización, capacitación, 
certificación, entrenamiento y seguimiento en temas de prevención, 

seguridad y gestión de control de riesgos mineros, con el fin de 
garantizar un cambio de cultura y disciplina en el desarrollo de la 

actividad minera.  (sería interesante establecer cómo)

Implementar una única agenda pública 
minero-ambiental para la  articulación intersectorial 

(minero, ambiental y demás sectores), la 
coordinación y planeación para el desarrollo de la 

actividad minera en el país. 

Puede ser actividad. Eje 2

Fortalecer el conocimiento en ambientes de minería acerca de la  
mecanización minera, seguridad, fiscalización, gestión ambiental, 
economía circular, gestión de colas y drenajes de mina, uso de 

energías no convencionales en la actividad minera, cierre y post 
cierre minero, minería sostenible, minería regenerativa, entre otros, 

a través de la transferencia de conocimiento con expertos.

Fortalecer los mecanismos de expedición de certificados de origen 
como insumo de verificación respecto de los reportes de 

producción realizados por el titular minero.

Gestión y/o actividad

Ya la contempla la acción de arriba

Diseñar mecanismos que permitan el acceso a la información en 
custodia de otras entidades como insumo para la validación y 

confrontación de la información presentada por el titular minero.

Establecer sistemas informáticos que permitan estructurar la 
información geológico-minera del país como soporte a la 

validación y confrontación de la información presentada por el 
titular minero.

Puede ser actividad

Crear la plataforma nacional de participación 
ciudadana para el control, seguimiento y monitoreo 

de las actividades mineras

Establecer una estrategia de medios masivos con 
información minero ambientalNUEVO

REVISAR

MAYORMENTE O K

Reformular para información 
segura y confiable

Declarar las áreas que presenten alto potencial 
minero como Áreas de Reserva Estratégica Minera 
(AREM) en el territorio nacional que se encuentren 

libres

Eje 1

Implementar protocolos unificados, vinculantes y  con 
herramientas de ponderación entre las figuras de utilidad 

pública e interés social para la participación 
interinstitucional, comunitaria en el abordaje de 

cuestiones de evaluación, fiscalización, seguimiento y 
control de las actividades mineras

Adoptar un protocolo para la consideración de los 
determinantes ambientales durante el otorgamiento 

de títulos o concesiones mineras. 

Construir el marco legal para la obligatoriedad de la obtención de la 
licencia ambiental en la etapa de exploración de los proyectos 

mineros, que atienda a criterios diferenciales de acuerdo con el tipo 
de minería

Sin embargo, las pruebas recopiladas en el acápite II.4.2. acreditan la 
insuficiente capacidad institucional para materializar las funciones de 
fiscalización y vigilancia ambiental en los componentes preventivo y 

correctivo, así como la falta de articulación intersectorial en materia 
minero-ambiental, y la insuficiente utilización de los instrumentos de 

prevención instituidos por el legislador.

Insuficiente capacidad institucional para 
materializar las funciones de fiscalización y 

vigilancia ambiental en los componentes preventivo 
y correctivo.

Sin embargo, las pruebas recopiladas en el acápite II.4.2. acreditan la 
insuficiente capacidad institucional para materializar las funciones de 

fiscalización y vigilancia ambiental en los componentes preventivo y correctivo, 
así como la falta de articulación intersectorial en materia minero-ambiental, y la 
insuficiente utilización de los instrumentos de prevención instituidos por 

el legislador.

Insuficiente capacidad institucional para control y 
fiscalización.

Adicionalmente, las investigaciones de la CGR aducen que es frágil la 
apropiación de los instrumentos técnicos minero-ambientales.

Frágil apropiación de los instrumentos técnico 
minero-ambientales

Como causas de esta problemática el mismo documento citó las siguientes:
i) «La acelerada flexibilización de la norma ambiental»;

ii) Las guías ambientales «no son instrumentos que tengan el alcance de 
evaluar los impactos ambientales de la actividad exploratoria»;

iii) «La información sobre el impacto ambiental proviene de las empresas 
mineras» y, en consecuencia «se configuran conflictos de interés que se 

manifiestan en estudios deficientes que no contemplan aspectos clave en temas 
como la hidrogeología, la geoquímica, el funcionamiento ecosistémico, ni el 

daño social y cultural a largo plazo»;
iv) La falta de idoneidad y rigor técnico de las autoridades y los problemas de 

corrupción;
v) No existen términos de referencia adecuados para tratar «las áreas de 
riesgo, hidrología, hidrogeología, geotecnia geoquímica, sociología, entre 

otros»541;
vi) «Las obras y medidas de manejo impuestas o aprobadas no son las que se 
implementan, o si se hace, no son las adecuadas para solucionar los problemas 

reales de la minería sobre el ambiente y la salud pública»;
vii) «El proceso de seguimiento no contempla la ejecución de campañas de 

monitoreo que permitan cotejar los datos presentados y analizar las tendencias 
del medio ambiente; este proceso solo se da con datos aportados por las 

empresas que no muestran en sus indicadores valores que indiquen ninguna 
modificación sustantiva de la calidad ni afectación al medio ambiente».

Las guías ambientales no son instrumentos que 
tengan el alcance de evaluar los impactos 

ambientales de la actividad exploratoria

Falta de idoneidad y rigor técnico de las 
autoridades y los problemas de corrupción

No existen términos de referencia adecuados para 
tratar las áreas de riesgo, hidrología, hidrogeología, 

geotecnia geoquímica, sociología, entre otros

Las medidas de manejo no se implementan o no 
son adecuadas para solucionar los problemas de la 

minería sobre el ambiente y la salud pública

El seguimiento a los proyectos mineros no 
contempla medidas de monitoreo del medio 

ambiente

En el mismo sentido, la publicación de la CGR titulada ?el proceso administrativo en Colombia de licenciamiento ambiental?544 es un texto altamente propositivo y 
crítico que compiló las siguientes debilidades del interrelacionamiento minero-ambiental en el marco del licenciamiento:

i) «La escala a la cual es exigida la línea base ambiental en los procesos de licenciamiento ambiental no ofrece el detalle necesario para estimar las afectaciones a 
los componentes ambientales (agua, suelo, atmósfera, biodiversidad y geoforma) ni sociales y por ello, se aumenta el riesgo de que las medidas de prevención, 
mitigación, manejo, corrección y compensación establecidas en el Plan de Manejo Ambiental no correspondan a los impactos que generen el desarrollo de las 

actividades mineras en un territorio».
ii) «Se observa un conocimiento muy general de las variables e indicadores ambientales que podrían emplearse para hacer el seguimiento a la afectación de la 

calidad ambiental, por el avance en las actividades propias del proyecto de explotación minera y, por lo tanto, es posible que se conviertan en instrumentos ineficaces 
e ineficientes».

iii) «A pesar de los avances en materia de conocimiento de los impactos ambientales asociados a la etapa de exploración y los innumerables reportes sobre 
deterioro de los recursos naturales en ella, aún no se ha actualizado la Guía, ni tampoco se ha considerado incluir esta actividad como sujeta al licenciamiento 

ambiental».
iv) «la Autoridad Minera no remite la información sobre los contratos de concesión minera, ni la de los registros mineros, por lo que las Corporaciones no ejercen 

acciones de seguimiento al desarrollo de las actividades de exploración en forma oportuna».
v) «La mayoría de las Corporaciones Autónomas Regionales y las de Desarrollo Sostenible manifiestan que no es de su competencia realizar el seguimiento al 

cumplimiento de las medidas ambientales de la actividad de exploración, toda vez que esta fase del proyecto minero no requiere licencia ambiental»
vi) «El ente rector en materia ambiental ha omitido reglamentar la Ley»

vii) «No se han establecido mecanismos de articulación entre la Agencia Nacional Minera, las Corporaciones Autónomas Regionales o de Desarrollo Sostenible ni 
con las autoridades ambientales de los centros urbanos para adelantar el seguimiento a las actividades de exploración minera de tal forma que las mismas se 

ajusten a la Guía Minero Ambiental expedida».
viii) «Ni la ANLA ni las Corporaciones cuentan con sistemas de información que permitan conocer, para cada uno de los permisos y concesiones otorgadas a las 

empresas mineras (en las etapas de exploración y explotación), el comportamiento histórico de los parámetros a los cuales realiza el seguimiento ambiental».
ix) «Se desconoce la evolución de la calidad y el estado de los bienes y servicios ambientales que se afectan con las actividades mineras, aspecto que aumenta el 

riesgo de que las medidas que se adopten para prevenir, corregir o mitigar no se realicen oportuna, eficiente y eficazmente».
x) «No se ha involucrado la elaboración de Evaluaciones Ambientales Estratégicas regionales y sectoriales que permitan medir la sinergia de los proyectos, obras o 

actividades en un enclave específico para así limitar su ejecución considerando las restricciones ambientales».
xi) «Tampoco se tienen estudios sobre los impactos acumulativos y sinérgicos ocasionados por la presencia de varios proyectos en un área».

xii) «Se ha evidenciado que el Manual de Evaluación de Estudios Ambientales no se aplica con la rigurosidad requerida en los procesos de licenciamiento ambiental, 
por lo que existen dudas sobre la efectividad de este requisito, sin que se adopten las medidas necesarias para asegurar su utilización».

xiii) «Existe riesgo con el desarrollo de actividades consideradas menores (? ) que elimina el trámite de licencia ambiental porque ni siquiera existe una autorización 
ni visita previa y por tanto podría ocurrir que se adelanten obras que afecten irreversiblemente algunos ecosistemas o bienes y servicios ambientales. Este riesgo 
puede verse incrementado por el hecho de que los procesos de seguimiento y monitoreo no tienen reglamentada una periodicidad definida y es probable que se 

finalice su ejecución sin que se haya verificado que se trata de una actividad menor y que los impactos ambientales ocasionados por su ejecución fueron 
debidamente prevenidos, mitigados o manejados».

xiv) «Se evidencia la desarticulación entre las autoridades ambientales y las autoridades mineras en el proceso de otorgamiento de títulos mineros y de licencias 
ambientales contemplando las restricciones ambientales, en cuanto a la información que se presenta en los dos procesos y en el seguimiento que se realiza al 

proyecto minero como una sola actividad que tiene unas características técnicas que definen el grado de afectación de los bienes y servicios ambientales».
xv) «Es posible realizar actividades de explotación en la fase de construcción y montaje sin que exista la obligación de obtener previamente la licencia ambiental. A 

pesar de que se trate de unos volúmenes que podrían considerarse reducidos frente a la explotación final».

Conocimientos muy generales de  variables e 
indicadores ambientales para el seguimiento de los 

impactos

Guía de exploración desactualizada

Impactos ambientales generados en fase de 
exploración

Autoridad Minera no remite la información sobre los 
contratos de concesión minera a las corporaciones

Autoridades ambientales no cuentan con sistemas 
de información para conocer permisos y 

concesiones mineras

Desconocimiento de los bienes y servicios 
ambientales afectados por actividades mineras

Riesgos ambientales por escasez de requisitos a 
actividades mineras menores

Desarrollo de actividades de explotación en la fase 
de construcción y montaje sin  licencia ambiental.

En igual línea de análisis, el capítulo II del Informe al Congreso sobre el Estado de los 
Recursos Naturales y del Medio Ambiente (IERNMA) 2011-2012 indicó que «los temas de 
contaminación química relacionados particularmente con minería de oro (tanto por uso de 

cianuro o mercurio como por las transformaciones geoquímicas de los sulfuros que casi sin 
excepción acompañan al oro y que se constituyen en un porcentaje de los residuos mineros 

que se generan) y con minería de carbón (también relacionada con sulfuros que se 
encuentran dentro de las rocas que encajan los mantos de carbón) no son considerados en 

los términos de referencia, ni en los de los planes de trabajos y obras mineros ni en los 
estudios de impacto ambiental».

Los términos de referencia, PTO y EsIA no 
consideran temas de contaminación química

En la siguiente vigencia, el documento IERNMA 
2012-2013545 reiteró que «los términos de referencia 

para los EIA no dan cuenta de los principales impactos 
y daños ambientales» especialmente por «las 

transformaciones geoquímicas en botaderos (? ) de 
metálicos y de carbón», «la contaminación de aguas 

subterráneas y la remoción de acuíferos».

los términos de referencia para los EIA no dan 
cuenta de los principales impactos y daños 
ambientales

Aunado a lo anterior, el ente de control sostuvo que hace 
falta la «reglamentación minera y ambiental en lo 

atinente al cierre minero y al uso post-minería con la 
articulación necesaria con instrumentos de riesgo y de 
ordenamiento territorial». Y «es necesario y prioritario 
fortalecer la capacidad de seguimiento, control y 
monitoreo de las actividades productivas y de los 

requerimientos y restricciones establecidos por las 
instancias ambientales y mineras, así como su función 

sancionatoria».

Debilidad en el seguimiento, control, monitoreo de 
actividades, requerimientos y restricciones, y de la 

función sancionatoria.

Según IERNMA 2014-2015546 no existe coordinación en 
el desarrollo de los procesos de evaluación del estudio 
de impacto ambiental, del plan de manejo ambiental y 
del Plan de Trabajos y Obras - PTO, lo que propicia «la 

existencia de muchos proyectos con PTO aprobado, o sea 
que fueron considerados técnicamente viables por la 

autoridad minera, que no han podido obtener la Licencia 
Ambiental y que para hacerlo tienen que modificar su 

planteamiento técnico».

no existe coordinación en el desarrollo de los 
procesos de evaluación del estudio de impacto 

ambiental, del plan de manejo ambiental y del Plan 
de Trabajos y Obras - PTO

Por su parte, los informes al Congreso de la República 
sobre el Estado de los Recursos Naturales y del Medio 

Ambiente de las vigencias 2015-2016, 2017-2018 y 2018- 
2019, identificaron que las medidas reglamentarias 

creadas para reducir el tiempo de trámite para otorgar 
licencias ambientales, paralelamente restaron eficacia 
a este instrumento, mientras «favorecen al solicitante a 

costa de riesgos mayores en un trámite que exige 
estudios, evaluaciones previas y verificaciones en 

campo que requieren dedicación de tiempo para hacerlo 
correctamente»547. «Bajo dichas circunstancias, las 

autoridades ambientales no sólo tienen que ser eficaces y 
ágiles en sus procedimientos administrativos, sino además 

que en dichos plazos perentorios, se garantice el 
cumplimiento de los principios de prevención y precaución, 

tomando decisiones que minimicen el riesgo de daño 
ambiental producto del desarrollo de un proyecto, obra o 

actividad sujeta al licenciamiento»

Según IERNMA 2016-2017, «la fiscalización realizada por 
la ANM a las unidades productivas mineras no tiene 

consecuencias claras frente al incumplimiento normativo, 
por lo que se incentivan las malas prácticas en la actividad 

y se favorece la ilegalidad».

Las medidas creadas para reducir el tiempo de 
trámite de licencias ambientales, restaron eficacia a 

este instrumento.

la fiscalización minera no tiene consecuencias 
claras frente al incumplimiento normativo

Finalmente, el informe sobre el Estado de los Recursos Naturales y del Medio Ambiente de la vigencia 
2018-2019 que se presentó al Congreso de la República en el año 2020, expone las siguientes 
problemáticas respecto del seguimiento y control al cumplimiento de las obligaciones ambientales 
mineras:
- «Los instrumentos de manejo ambiental cumplen su labor solo como una formalidad documental y no 
como un orientador de las acciones de las autoridades ambientales para que se eviten, controlen o 
mitiguen los diversos impactos asociados a la actividad minera».
- «Las empresas mineras no remiten información completa oportuna y confiable y en otros casos la 
información evidencia incumplimientos a las obligaciones ambientales sin que la autoridad actúe en 
consecuencia».
- La actuación de las autoridades ambientales no es oportuna ni eficiente «lo que impide la imposición 
de medidas efectivas frente a los impactos ambientales que se producen al interior de los proyectos».
- El proceso administrativo sancionatorio ambiental es ineficiente «lo cual implica pérdida de imagen y 
respeto institucional por parte de la población y las empresas mineras en relación con los reiterativos 
incumplimientos de las obligaciones ambientales de dichas empresas».
- «Incumplimiento de las figuras de compensación y restauración frente al daño ambiental causado por 
las acciones de aprovechamiento forestal».
- «En las compensaciones por afectación no se incluyeron las correspondientes a suelos, fauna, 
recurso hídrico superficial y aguas subterráneas, lo que conlleva a que se presente en todos los casos 
pérdida neta de biodiversidad y la generación de afectaciones irreversibles sobre estos elementos del 
capital natural».
- «Se requiere planear y asegurar los fondos para el manejo integrado de los botaderos (Amplios y 
elevados montículos conformados con material de escombro minero), las extensas y profundas 
excavaciones, algunas de las cuales, se han constituido como cuerpos de agua estacada en el fondo de 
los Pits mineros ya abandonados y que almacenan grandes volúmenes de aguas contaminadas con 
sulfuros y otros compuestos minerales y elementos pesados presentes en las rocas que conforman el 
yacimiento y las paredes de estas excavaciones».
- «Al margen de la adecuación morfológica y paisajística se deben establecer las condiciones 
necesarias para el repoblamiento de fauna y flora nativas y la conformación de corredores de 
conectividad o puentes de reconexión de las áreas separadas o aisladas por efecto del desarrollo de los 
proyectos mineros».

Los instrumentos de manejo ambiental cumplen 
solo como una formalidad documental y no como 
un orientador de las acciones de las autoridades 

ambientales

Las empresas mineras no remiten información 
completa oportuna y confiable y hay 

incumplimientos sin consecuencias desde la 
autoridad ambiental.

Desde esta perspectiva, es incuestionable que a los 
recurrentes les asiste la razón cuando afirman que el 

ordenamiento minero ambiental efectivamente contempla 
instrumentos de prevención dirigidos a controlar, mitigar, 

prevenir y corregir los impactos ambientales, sin embargo, 
para que estos instrumentos cumplan con el fin para el cual 

fueron creados es necesario robustecer su 
reglamentación y trabajar en mecanismos de 

articulación y fortalecimiento institucional a la gestión 
pública.

Débil articulación y fortalecimiento institucional a la 
gestión pública.

En el componente de control y fiscalización minera, la Sala 
considera que, sistemáticamente, las autoridades públicas 
recurrentes permitieron la transgresión de los mencionados 
derechos colectivos por cuenta de: (a) las debilidades en la 
gestión de la información y el uso de la tecnología; (b) los 
problemas de planeación minero-ambiental, y (c) el déficit 
legislativo e incumplimiento de compromisos de política 

pública.

Debilidades en la gestión de la información y el uso 
de la tecnología

La Sala advierte que la falta de sistemas de comunicación, 
evaluación y seguimiento de los diferentes instrumentos de 
gestión minero-ambiental, es una de las causas directas de la 
transgresión de los derechos colectivos amparados por la 
autoridad judicial que resolvió la primera instancia.

falta de sistemas de comunicación, evaluación y 
seguimiento de los diferentes instrumentos de 

gestión minero-ambiental

Plan Preventivo y correctivo de PAM
Aumentar a capacidad y recurso 

humano para la correcta utilización de la 
información.

Cierre y pasivo

General: se puede transversalizar en 
varios productos que ya están 

contemplados. 

Cuello de botella porque no podemos 
identificar los riesgos de corrupción

Ya estaría contemplado

Nueva

Nueva

Solucionado

Nueva

Nueva

NETAMENTE AMBIENTE

Temas sancionatorioSOLUCIONADO

Nueva

Nueva; eje 2 en su totalidad

Criterios de ponderación

Tecnológico / Innovación

Gobernabilidad

Financiero / económico

Capital humano

Articulaciión y mecanismos 
de viaiblización institucional

Desarrollar mecanismos para 
la fiscalización en tiempo real  

de proyectos mineros en 
territorio a través de 

paquetes tecnológicos

Integrar los mecanismos 
para la fiscalización en 

tiempo real  de proyectos 
mineros con los sistemas 

existentes del sector 
minero-ambiental

rotación

¿Cómo lo está haciendo la 
ANM actualmente?

Revisar el tema del fondo

Articulación entre la ANM, Autoridades ambientales MEDIR (visitas 
conjuntas - obligarloooos) LINEAMIENTOS DE FISCALIZACIÓN

Técnicos: verificación de buenas prácticas y compromisos técnicos adquiridos por el titular de acuerdo con 
la etapa contractual que adelante, conforme con Los Trabajos Exploratorios o Los Planes Mineros 

aprobados.
·  Seguridad e Higiene: verificación rigurosa el cumplimiento de las disposiciones que regulan las 

condiciones de seguridad e higiene para el desarrollo de las actividades de exploración, construcción y 
montaje y explotación de minerales.

·  Seguridad Social: verificación de las adecuadas coberturas de los trabajadores mineros, acorde con el 
nivel de riesgo al que están expuestos en sus labores.

·  Jurídicos: verificación de presencia de minería ilegal y/o actividad minera adelantada por el titular en 
zonas excluidas y restringidas para la minería.

·  Ambientales y Sociales: verificación de buenas prácticas y compromisos ambientales y sociales, en 
especial la tenencia y vigencia de los instrumentos adoptados e impuestos por las autoridades ambientales 

para el desarrollo de actividades mineras.

ANM Ambiente

Alertas

Capacidad insuficiente

ANM Ambiente

Visitas conjuntas

No existe una 
delimitación de 

competencias entre las 
autoridades

Producto enfocado a la articulación. aún no hay un 
cómo. Propuesta es que visiten minas juntitos.

Apropiación de instrumentos

Solo con ley minera.

factores de riesgo físico, ocupacional y 
epidemiológico para los trabajadores y las 

poblaciones ubicadas en áreas de influencia 
minera

Implementar un instrumento para el 
posicionamiento de la salud pública en el 

sector minero-ambiental

Implementar una batería de indicadores 
ambientales en el proceso de fiscalización 

Actualizar las guías minero-ambientales con enfoque a la pequeña 
y mediana minería como instrumentos orientadores en todo el ciclo 

de vida de los proyectos mineros 

Nueva Normatividad para que esto pase

Interoperabilidad 

Conocimiento derivado de la interoperabilidad

Actualizar los términos de referencia ambientales 
y mineros

EIA se debe incluir

EJE 1

Construir normatividad para que esto pase

Crear mecanismos de articulación entre la autoridad minera y la 
autoridad ambiental para la aprobación de instrumentos técnicos 

(Programa de Trabajos y Obras-PTO y Estudio de Impacto 
Ambiental-EIA).

Nueva

interoperabilidad

Interoperabilidad



Otorgamiento, fiscalización, control y 
seguimiento ambiental

La pequeña minería representa el 57,8% de los títulos 
mineros, muchos de ellos son el resultado de programas 

de legalización y formalización que el gobierno ha 
venido desarrollando con miras a fortalecer el desarrollo 
de la actividad en toda su cadena de valor. Así mismo, a 

través del tiempo y con el propósito de fortalecer la 
minería tradicional que no cuenta con título minero, el 
Estado ha ofrecido programas de legalización minera, 
sin embargo, no se ha logrado la formalización total de 
esta la actividad. Con la expedición de la Ley 2250 de 

2022, se abrió una nueva oportunidad de legalización a 
pequeños mineros, actualmente el MinEnergía en 

coordinación con la ANM se encuentran en proceso de 
reglamentación.

Problemáticas

Acciones

"Participación Ciudadana" Cita del documento

Acciones reformadas Actividades
Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

Insuficiente legalización de la pequeña minería

Lo anterior muestra que la autoridad minera no tiene 
presencia en cerca del 55% del territorio nacional, 

dejando fuera de su relación directa regiones 
importantes como la Orinoquia y la Amazonía, así como 

los departamentos de La Guajira, Córdoba, Meta y 
Cauca, entre otros.

Baja presencia de la autoridad minera en el territorio 
nacional

Ahora bien, sin perjuicio de lo anterior, el SIGM es un sistema en evolución 
el cual no ha estado exento de retos y dificultades prácticas en su 

implementación. De hecho, con la adopción del sistema informático Anna 
Minería que hoy soporta el SIGM, se han venido fortaleciendo las 
capacidades tecnológicas de la ANM, pero no de forma integral o 

suficiente, y no se ha logrado una completa interoperabilidad de Anna 
Minería con los demás sistemas misionales de la Agencia ni del sector 
ambiental. Esto en parte, debido a que la solución Anna Minería, fue 
implementada desde un software privado, por lo cual su evolución, 
adaptación, actualización y sus controles de cambios, han estado 
supeditados al desarrollo que el proveedor privado realice y a la 

disponibilidad presupuestal que en cada periodo la ANM pueda disponer 
para realizar esas acciones. Por esta razón, la ANM viene realizando los 

análisis, diagnósticos, diseños y planeación necesaria, para complementar 
el SIGM y construir una solución alternativa más flexible, robusta, con 

ingeniería colombiana y que procure la soberanía de la información y del 
código fuente de la solución, en beneficio del Estado Colombiano.

Alta dependencia de software privado en materia de 
gestión minera

Esto ha llevado como se ha comentado, a que los jueces de la 
República, a través de diferentes fallos, hayan determinado la 

insuficiencia de los parámetros e impartido órdenes a los sectores minero 
y ambiental para tener en cuenta en el otorgamiento de los títulos 

mineros, debido a que no existe una política que posicione a la minería 
como base de la cadena de producción nacional y la industrialización. 

También hacen falta mecanismos efectivos para llevar a cabo la 
participación ciudadana que debe anteceder a la celebración de los 
contratos mineros, y en general, existe la necesidad de contemplar 

variables ambientales e instrumentos de ordenamiento del territorio en el 
otorgamiento de los títulos mineros.

En segundo lugar, los contratos de concesión minera de la Ley 685 de 
2001, no garantizan la soberanía nacional de los recursos naturales 
no renovables (RNNR), ni su disposición al servicio de los programas 
económicos del país, además de que con ellos se entrega los RNNR a 
cambio de una regalía, cuyas tarifas no se revisan desde la ley 141 de 

1994. Por ello, la necesidad de una nueva ley minera para establecer los 
nuevos instrumentos mediante los cuales el Estado pueda garantizar la 
disposición de sus RNNR, los cuales son de su propiedad, al mercado 
local, en primera instancia. Contratos de operación, de asociación y los 
procesos de selección objetiva hacen parte del portafolio de opciones 
que una nueva ley puede incluir para hacer realidad esa nueva visión 

minera. Esto ha causado que la minería en Colombia esté basada en 
la demanda, en la iniciativa privada y no en lo que requiere el país, 

que se otorguen títulos mineros en áreas protegidas o de alta 
sensibilidad socioambiental y se presente desinformación de las 
comunidades y de sus autoridades frente a las áreas otorgadas para 
exploración y explotación minera en sus territorios. Lo anterior impacta 

directamente en el territorio donde se desarrolla la actividad minera, 
porque se causan impactos adversos especialmente en aspectos 

ambientales y sociales. Adicionalmente, no permite que se prioricen 
los minerales estratégicos para la producción nacional, 

industrialización y transición energética.

Insuficiencia de los parámetros y órdenes a los 
sectores minero y ambiental para tener en cuenta 

en el otorgamiento de los títulos mineros

Inexistencia de una política que posicione a la 
minería como base de la cadena de producción 

nacional y la industrialización 

No hay garantía de la soberanía nacional sobre 
los recursos naturales no renovables.

Alta dependencia de las dinámicas de mercado 
para establecer el aprovechamiento minero

Existencia de desinformación de las 
comunidades y de sus autoridades frente a las 
áreas otorgadas para exploración y explotación 

minera en sus territorios

No hay priorización de minerales estratégicos 
para la producción nacional, industrialización y 

transición energética.

De otro lado, es visible la insuficiencia en la definición y aplicación 
de requisitos minero ambientales para el desarrollo de la actividad 
minera. La gestión del recurso minero se basa en la disposición de la 

información ambiental, actualizada y precisa. Sin embargo, es 
necesario señalar que parte de la documentación vigente aplicable a 

la actividad minera está desactualizada con respecto a la realidad 
ambiental en territorio, lo cual ha generado nuevas demandas que exigen 

al sector minero ponerse al día. La información geoespacial que se 
utiliza en la gestión del recurso minero se actualiza de acuerdo con 

las fuentes oficiales, como el RUNAP51 y el geovisor SIAC52, 
encontrando que en ninguna de estas herramientas se encuentra 
información actualizada de fuentes provenientes de las Corporaciones 
Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, y al consultar sus 
sistemas de información dispuestos al público, deben completarse las 
áreas ambientalmente protegidas y las áreas libres para la actividad 

minera, como se señaló en el numeral anterior

Insuficiente definición y aplicación de requisitos 
mineros ambientales para el desarrollo de la 

actividad minera.

Desactualización de la documentación vigente 
aplicable a la actividad minera

Desactualización de las herramientas de 
gestión ambiental y mineras

Una tercera dificultad es la falencia en el modelo de control a la 
producción de los minerales en las diferentes etapas de la cadena 

de valor. Frente a la competencia asignada por la ley a la ANM 
relacionada con la fiscalización minera frente al control de la producción, 

se identifica que no se cuenta con información actualizada y 
estructurada de los recursos y reservas como riqueza intangible de 

la nación para validar el agotamiento de los mismos en 
confrontación con el reporte de producción por parte de los titulares 
mineros que permita la sostenibilidad fiscal, traducida en el control 

al pago de regalías y otras contraprestaciones económicas; así como 
para medir el impacto de este sector en la economía nacional. Lo anterior 
ha provocado que no se logre realizar la validación eficiente del recaudo 

de las regalías producto de la explotación y aprovechamiento del 
recurso, ni tampoco que se logre conocer y cuantificar la producción 

minera proveniente de actividades no autorizadas e ilícitas.

Falencia en el modelo de control de producción 
sobre los minerales en las diferentes etapas de 

la cadena de valor.

Desactualización de información frente a los 
recursos y reservas como riqueza tangible de 

la nación.

Ineficiencias en la validación del recaudo de 
las regalías producto de la explotación y 

aprovechamiento del recurso

La debilidad y falencia en los procesos y procedimientos de fiscalización, 
control y seguimiento a las actividades mineras es la cuarta debilidad. Se 

presenta extenuación en la capacidad operativa de la entidad para el 
seguimiento y control de las obligaciones técnicas, legales y 

contractuales, lo cual impide la verificación eficaz del aprovechamiento 
de los recursos minerales in-situ, y así poder dar inicio oportuno con los 

trámites administrativos sancionatorios.

Débil fiscalización, control y seguimiento a las 
actividades mineras.

Extenuación en la capacidad operativa de la 
entidad para el seguimiento y control de las 

obligaciones técnicas, legales y contractuales. 

Lo anterior, también resulta ser el reflejo de la falta de herramientas 
tecnológicas y geoespaciales que estén actualizadas y armonizadas 
con los diferentes portales de información del Estado, pues si bien es 

cierto la capacidad operativa de la autoridad minera se ha visto 
comprometida, este fenómeno tiene estrecha relación con las dificultades 
que tienen los diferentes equipos de f iscalización regionales a lo largo y 
ancho del territorio nacional para acceder a información real, certera y 

objetiva de las condiciones ambientales de cada una de las áreas 
mineras tituladas, por lo que marcaría gran diferencia que se tenga un 

contexto completo y real sobre el tipo de determinantes ambientales que 
hay en el área de influencia directa e indirecta de cada título minero, 
pues la metodología de fiscalización puede variar según los recursos 

naturales renovables a impactar con la actividad minera

Desactualización de las herramientas de 
gestión ambiental y mineras

En quinto lugar, se reconoce debilidad en el conocimiento, socialización e 
implementación de los reglamentos técnicos nacionales que orientan la 
seguridad minera en el país, así como estándares internacionales en la 

materia. Al respecto, no se cuenta con suficientes centros de 
investigación que produzcan estudios sobre control de riesgos y 

seguridad minera, y en todo caso, los estudios realizados no cuentan con 
suficiente divulgación o carecen de implementación

Pocos centros de investigación sobre el control 
de riesgos y seguridad minera

Poco conocimiento y divulgación de 
reglamentos técnicos nacionales e 

internacionales que orienten la seguridad 
minera

En consecuencia, se destaca que las cifras de accidentalidad en la 
actividad minera en la última década han sido altas. Por año, de acuerdo 

con cifras de la ANM, fallecen en promedio 122,4 trabajadores55 a 
causa, entre otros, de: fallas geomecánicas, atmósferas viciadas, 

explosiones, accidentes mecánicos. La accidentalidad en la minería en 
Colombia ocurre en un alto porcentaje principalmente en labores 

subterráneas de carbón, las cuales están ubicadas en los departamentos 
de Antioquia, Boyacá, Cundinamarca y Norte de Santander56.

Alta accidentalidad minera

En sexto lugar, hay una dificultad en la deficiencia del aseguramiento y 
calidad de la información entregada por parte de los titulares mineros, 

pues la información entregada por los titulares o propietarios de minas a 
la autoridad minera para su evaluación no siempre cumple con el rigor 

normativo vigente. No existen parámetros de referencia o 
mecanismos para contrastar la información recibida. Persisten 

deficiencias en los aplicativos provistos por la institucionalidad para la 
recolección de información y faltan recursos que permitan su 

fortalecimiento continuo, acorde con las necesidades del sector, y la 
capacitación de recurso humano para el manejo de las diferentes 

herramientas tecnológicas y lo formatos que se han diseñado para 
realizar la evaluación de la actividad minera. Lo anterior impacta en el 

trámite de servicios mineros, adjudicación de áreas, administración 
eficiente del recurso, administración y evaluación de la actividad minera y 
pérdida de conocimiento técnico, operacional y ambiental para la toma de 

decisiones por parte de la autoridad minera.

No hay control sobre el aseguramiento y 
calidad de la información entregada por parte 

de los titulares mineros.

No existen parámetros de referencia o 
mecanismos para contrastar la información 

recibida.

Persisten deficiencias en los aplicativos 
provistos por la institucionalidad para la 

recolección de información

No hay recursos suficientes para el 
fortalecimiento de la institucionalidad en 

materia de capacidad humana

Promedio de títulos mineros con 
actividades de control, seguimiento 

y fiscalización articulada

Número de inspecciones de campo 
realizadas de forma conjunta / 

Número de inspecciones 
realizadas en el año meses X 100.

% Porcentaje Anual

Trabajar en la construcción y gestión del proyecto de Nueva Ley Minera, 
que será presentado al Congreso de la República para su trámite 

legislativo.

Planificar las áreas con potencial mineral previo el conocimiento 
científico, ambiental y social del territorio. Para lo cual, se pondrá 
en práctica metodologías para identificación de temas estratégicos e 

indispensables, en mesas de trabajo con autoridades locales y/o 
regionales, autoridades ambientales locales, entre otras, donde se 
caracterizará la población local, priorizando los grupos étnicos, la 

explotación minera existente, minerales estratégicos presentes en el 
territorio y que son necesarios en la transición energética justa, entre 

otras necesidades del país.

Promover la implementación de mecanismos que permitan a la 
autoridad minera validar la información aportada por los 

proponentes mineros para identificar posible riesgo de lavado 
de activos.

Reforzar los mecanismos de participación ciudadana para lo cual 
se revisarán y fortalecerán los procedimientos existentes para la 

realización de audiencias públicas previas al otorgamiento del título 
minero y, así, garantizar un diálogo social y una participación efectiva 

de las comunidades de la zona, con la concurrencia de las 
autoridades territoriales correspondientes. Lo anterior, mientras el 

Congreso de la República regula sobre la materia.

Implementar un protocolo riguroso para la actualización 
permanente de las áreas excluidas y restringidas para la minería 

en la herramienta que disponga la Autoridad Minera para el 
otorgamiento de áreas.

Definir y adoptar un protocolo riguroso para que en el proceso de 
otorgamiento de títulos o concesiones mineras se consulten y 
consideren las determinantes ambientales y del ordenamiento 

territorial, dentro de un marco de planeación previa en 
consideración a la soberanía del Estado sobre el recurso minero.

Construir el marco legal para la obligatoriedad de la obtención de la 
licencia ambiental en la etapa de exploración de los proyectos 

mineros, que atienda a criterios diferenciales de acuerdo con el tipo 
de minería. Lo anterior, sin perjuicio del licenciamiento ambiental 

que actualmente es exigible para otras etapas de la actividad 
minera.

Revisar y proponer aspectos normativos que regulen las actividades de 
fiscalización en áreas con prerrogativas de explotación en trámites 

sancionatorios.

Construir una estrategia para la interoperabilidad de sistemas entre 
la autoridad minera y las autoridades ambientales que permita 
optimizar y hacer más eficiente y rigurosa la fiscalización y el 

control y seguimiento a los títulos mineros.

Formular y actualizar instrumentos técnicos que contribuyan a la 
estandarización de criterios para el ejercicio de las funciones de 

control, seguimiento y fiscalización de la actividad minera, teniendo 
en cuenta las particularidades de las regiones del país y del 

mineral a explotar.

Crear mecanismos de articulación entre la autoridad minera y la 
autoridad ambiental para la aprobación de instrumentos técnicos 

(Programa de Trabajos y Obras-PTO y Estudio de Impacto 
Ambiental-EIA).

Actualizar y adoptar las guías minero-ambientales con enfoque a la 
pequeña y mediana minería como instrumentos orientadores para 

la gestión ambiental y minera por parte de los titulares en las 
etapas de exploración, explotación y de beneficio-transformación 

de minerales, incorporando, entre otros, lineamientos para 
conceptualizar las determinantes ambientales y su relación con la 

actividad.

Desarrollar y consolidar sistemas informáticos que permitan 
estructurar y disponer de manera ágil información técnica (regalías, 

formato básico minero - FBM, instrumento técnico - reservas), 
como soporte al control de la producción y pago de las regalías, 

así como para monitorear el ciclo de la fiscalización, promoviendo 
la generación de requerimientos oportunos mediante la 

automatización.

Establecer medidas obligatorias de carácter normativo que definan 
la implementación de sistemas tecnológicos verificables y 

confiables para la medición y trazabilidad de los volúmenes de 
producción, diferenciales atendiendo a la clasificación minera.

Fortalecer los mecanismos de expedición de certificados de origen 
como insumo de verificación respecto de los reportes de 

producción realizados por el titular minero.(Decreto 276 de 2015)

Revisar y ajustar el procedimiento para realizar las actividades de 
fiscalización, así como mantener un programa de capacitación 

permanente a los profesionales que la realizan.

Establecer mecanismos de fortalecimiento en los procesos de 
sensibilización, capacitación, certificación, entrenamiento y 

seguimiento en temas de prevención, seguridad y gestión de 
control de riesgos mineros, con el fin de garantizar un cambio de 

cultura y disciplina en el desarrollo de la actividad minera.

Diseñar mecanismos de articulación interinstitucional con 
autoridades locales para el seguimiento y control al desarrollo de 
actividades mineras, que garanticen las condiciones mínimas de 

seguridad en cumplimiento de la normatividad vigente.

Generar fuentes de capacitación y entrenamiento en ambientes de 
minería fuera del país, para fortalecer el conocimiento en temas 

como mecanización minera, seguridad, fiscalización, gestión 
ambiental, economía circular, gestión de colas y drenajes de mina, 
uso de energías no convencionales en la actividad minera, cierre y 
post cierre minero, minería regenerativa, entre otros. Transferencia 

de conocimiento con expertos en materia de seguridad que 
conozcan la geología, recursos y reservas de los yacimientos en 

Colombia.

Fortalecer la articulación con el Ministerio de Trabajo en relación a 
ambientes seguros de trabajo.

Revisar la viabilidad de adaptar e incorporar en el marco normativo 
nacional, estándares internacionales para la seguridad minera. 

Adicionalmente poner en marcha el Sistema Nacional de 
Seguridad Minera, creado en el artículo 24 de la Ley 2250 de 2022.

Diseñar mecanismos que permitan el acceso a la información en 
custodia de otras entidades como insumo para la validación y 

confrontación de la información presentada por el titular minero.

Establecer sistemas informáticos que permitan estructurar la 
información geológico-minera del país como soporte a la 

validación y confrontación de la información presentada por el 
titular minero.

Desarrollar y estructurar sistemas informáticos que cuenten con 
la suficiente capacidad operativa para recibir la información 
técnica allegada por el titular minero. Fortalecimiento en el 

desarrollo del Sistema Integral de Gestión Minera - SIGM como 
herramienta tecnológica.

Promover en la formalización y el fomento de la pequeña 
minería la incorporación de estándares de seguridad, orientados 
principalmente a áreas de control de atmósferas viciadas, fallas 

geomecánicas, incendios, inundaciones, fallas mecánicas, 
eléctricas, caídas a diferente nivel, entre otros.

En la administración del recurso minero, será una 
prioridad promover la adopción de mecanismos que 

permitan actualizar los procedimientos de 
otorgamiento de títulos mineros, o las figuras que 

hagan sus veces, que garanticen y materialicen los 
derechos e intereses colectivos de las comunidades 
en el territorio, y el manejo sostenible de sus recursos 

naturales

El desarrollo de la actividad minera debe atender a las 
normas jurídicas, técnicas, ambientales y sociales por lo 

cual se revisarán y ajustarán los procesos de 
fiscalización, control y seguimiento

En aspectos de seguridad minera es indispensable 
promover la implementación de reglamentos técnicos y 

estándares internacionales, así como avanzar en la 
ejecución de la política nacional de seguridad minera 

existente

Contar con información segura y confiable es 
indispensable para adelantar una buena f iscalización, 

por lo que es pertinente

Presentar ante el Congreso de la República el proyecto de la Nueva Ley 
Minera

Planificar las áreas con potencial mineral con base en el conocimiento 
científico, ambiental y social del territorio.

Implementar el Mecanismo para la Validación de Información de los 
Proponentes Mineros -MVIPM- por parte de la Autoridad Minera para la 

identificación del riesgo de lavado de activos.

Adoptar protocolos unificados para el ejercicio de la 
participación interinstitucional, comunitaria y de la 
sociedad civil para el ordenamiento, evaluación, 

fiscalización, seguimiento y control de las 
actividades mineras.

Está en el eje 1

Proponer criterios de ponderación y mecanismos 
de armonización entre las figuras de utilidad 

pública e interés social en lo ambiental y minero.

Construir el mecanismo articulación territorial 
integral - MATI Está en el eje 2

Gestión y/o actividad

Gestionar el marco normativo para la implementación de la 
licencia ambiental para la etapa de exploración teniendo en 

cuenta el tipo de mineral y la clasificación del proyecto minero, 
de acuerdo con el acápite anterior.

Actualizar y formular los términos de referencia para la 
realización de trabajos de exploración, construcción y montaje, 
explotación y beneficio ajustados al tipo de mineral, sistema de 
explotación, cantidad de área a intervenir, entre otros aspectos. 
Asimismo, se ajustarán incluyendo criterios de gestión del riesgo 
de desastres en los aspectos referentes a la seguridad minera 

en todas las etapas del ciclo minero incluido el cierre y 
postcierre minero conforme con lo dispuesto en la Ley 1523 de 

2012 y el Decreto 2157 de 2017.

Gestión y/o actividad: lineamientos de fiscalización

Fortalecer las instancias de coordinación 
existentes en el sector mineroambiental a partir 

de una evaluación de competencias y la 
construcción de una hoja de ruta para su 

optimización (Eje1)

Implementar una interfaz tecnológica que integre los 
sistemas de información minero-ambiental para la 

optimización, comunicación y gestión en los 
procesos de toma de decisiones del sector minero 

((Eje 2).

Actualizar las guías minero-ambientales con enfoque a la pequeña 
y mediana minería como instrumentos orientadores en todo el ciclo 

de vida de los proyectos mineros 

Incorporar lineamientos para conceptualizar las determinantes 
ambientales y su relación con la actividad.

Implementar sistemas informáticos para la estructuración y 
disposición de información técnica (regalías, formato básico minero 

- FBM, instrumento técnico - reservas) de manera ágil para la 
autoridad minera.

Monitorear el ciclo de la fiscalización, promoviendo la generación 
de requerimientos oportunos mediante la automatización.

¿Y qué pasa si no se vuelven de carácter normativo?

Meta de gestión

Gestionar el marco normativo para la implementación de la 
licencia ambiental para la etapa de exploración teniendo en 

cuenta el tipo de mineral y la clasificación del proyecto minero, 
de acuerdo con el acápite anterior.

Literalmente es gestión

Actualizar y formular los términos de referencia para la 
realización de trabajos de exploración, construcción y montaje, 
explotación y beneficio ajustados al tipo de mineral, sistema de 
explotación, cantidad de área a intervenir, entre otros aspectos. 
Asimismo, se ajustarán incluyendo criterios de gestión del riesgo 
de desastres en los aspectos referentes a la seguridad minera 

en todas las etapas del ciclo minero incluido el cierre y 
postcierre minero conforme con lo dispuesto en la Ley 1523 de 

2012 y el Decreto 2157 de 2017.

Gestión y/o actividad

Actualizar el procedimiento para la realización de la fiscalización en 
todos los tipos de actividades mineras

Implementar una estrategia para la actualización del procedimiento 
de fiscalización de todos los tipos de actividades mineras y la 
capacitación del talento humano involucrado en su ejecución. 

Implementar el Sistema Nacional de Seguridad Minera, creado en 
el artículo 24 de la Ley 2250 de 2022.

Revisar la viabilidad de adaptar e incorporar en el marco normativo 
nacional, estándares internacionales para la seguridad minera. 

Esto es gestión

Implementar mecanismos que aporten al 
cambio de cultura y disciplina en el 
desarrollo de la actividad minera. 

Implementar una única agenda pública 
minero-ambiental para la  articulación intersectorial 

(minero, ambiental y demás sectores), la 
coordinación y planeación para el desarrollo de la 

actividad minera en el país. 

Puede ser actividad. Eje 2

Fortalecer los mecanismos de expedición de certificados de origen 
como insumo de verificación respecto de los reportes de 

producción realizados por el titular minero.

Gestión y/o actividad

Ya la contempla la acción de arriba

Diseñar mecanismos que permitan el acceso a la información en 
custodia de otras entidades como insumo para la validación y 

confrontación de la información presentada por el titular minero.

Establecer sistemas informáticos que permitan estructurar la 
información geológico-minera del país como soporte a la 

validación y confrontación de la información presentada por el 
titular minero.

Puede ser actividad

Crear la plataforma nacional de participación 
ciudadana para el control, seguimiento y monitoreo 
de las actividades mineras (módulo en ANNA con 

respuesta al ente territorial)

Establecer una estrategia de medios masivos con 
información minero ambientalNUEVO

REVISAR

MAYORMENTE O K

Reformular para información 
segura y confiable

Declarar las áreas que presenten alto potencial 
minero como Áreas estratégicas mineras en el 

territorio nacional que se encuentren libres

Eje 1

Implementar protocolos unificados, vinculantes y  con 
herramientas de ponderación entre las figuras de utilidad 

pública e interés social para la participación 
interinstitucional, comunitaria en el abordaje de 

cuestiones de evaluación, fiscalización, seguimiento y 
control de las actividades mineras

Adoptar un protocolo para la inclusión de los 
determinantes ambientales durante el otorgamiento 

de títulos o concesiones mineras. 

Construir el marco legal para la obligatoriedad de la obtención de la 
licencia ambiental en la etapa de exploración de los proyectos 

mineros, que atienda a criterios diferenciales de acuerdo con el tipo 
de minería

Sin embargo, las pruebas recopiladas en el acápite II.4.2. acreditan la 
insuficiente capacidad institucional para materializar las funciones de 
fiscalización y vigilancia ambiental en los componentes preventivo y 

correctivo, así como la falta de articulación intersectorial en materia 
minero-ambiental, y la insuficiente utilización de los instrumentos de 

prevención instituidos por el legislador.

Insuficiente capacidad institucional para 
materializar las funciones de fiscalización y 

vigilancia ambiental en los componentes preventivo 
y correctivo.

Sin embargo, las pruebas recopiladas en el acápite II.4.2. acreditan la 
insuficiente capacidad institucional para materializar las funciones de 

fiscalización y vigilancia ambiental en los componentes preventivo y correctivo, 
así como la falta de articulación intersectorial en materia minero-ambiental, y la 
insuficiente utilización de los instrumentos de prevención instituidos por 

el legislador.

Insuficiente capacidad institucional para control y 
fiscalización.

Adicionalmente, las investigaciones de la CGR aducen que es frágil la 
apropiación de los instrumentos técnicos minero-ambientales.

Frágil apropiación de los instrumentos técnico 
minero-ambientales

Como causas de esta problemática el mismo documento citó las siguientes:
i) «La acelerada flexibilización de la norma ambiental»;

ii) Las guías ambientales «no son instrumentos que tengan el alcance de 
evaluar los impactos ambientales de la actividad exploratoria»;

iii) «La información sobre el impacto ambiental proviene de las empresas 
mineras» y, en consecuencia «se configuran conflictos de interés que se 

manifiestan en estudios deficientes que no contemplan aspectos clave en temas 
como la hidrogeología, la geoquímica, el funcionamiento ecosistémico, ni el 

daño social y cultural a largo plazo»;
iv) La falta de idoneidad y rigor técnico de las autoridades y los problemas de 

corrupción;
v) No existen términos de referencia adecuados para tratar «las áreas de 
riesgo, hidrología, hidrogeología, geotecnia geoquímica, sociología, entre 

otros»541;
vi) «Las obras y medidas de manejo impuestas o aprobadas no son las que se 
implementan, o si se hace, no son las adecuadas para solucionar los problemas 

reales de la minería sobre el ambiente y la salud pública»;
vii) «El proceso de seguimiento no contempla la ejecución de campañas de 

monitoreo que permitan cotejar los datos presentados y analizar las tendencias 
del medio ambiente; este proceso solo se da con datos aportados por las 

empresas que no muestran en sus indicadores valores que indiquen ninguna 
modificación sustantiva de la calidad ni afectación al medio ambiente».

Las guías ambientales no son instrumentos que 
tengan el alcance de evaluar los impactos 

ambientales de la actividad exploratoria

Falta de idoneidad y rigor técnico de las 
autoridades y los problemas de corrupción

No existen términos de referencia adecuados para 
tratar las áreas de riesgo, hidrología, hidrogeología, 

geotecnia geoquímica, sociología, entre otros

Las medidas de manejo no se implementan o no 
son adecuadas para solucionar los problemas de la 

minería sobre el ambiente y la salud pública

El seguimiento a los proyectos mineros no 
contempla medidas de monitoreo del medio 

ambiente

En el mismo sentido, la publicación de la CGR titulada ?el proceso administrativo en Colombia de licenciamiento ambiental?544 es un texto altamente propositivo y 
crítico que compiló las siguientes debilidades del interrelacionamiento minero-ambiental en el marco del licenciamiento:

i) «La escala a la cual es exigida la línea base ambiental en los procesos de licenciamiento ambiental no ofrece el detalle necesario para estimar las afectaciones a 
los componentes ambientales (agua, suelo, atmósfera, biodiversidad y geoforma) ni sociales y por ello, se aumenta el riesgo de que las medidas de prevención, 
mitigación, manejo, corrección y compensación establecidas en el Plan de Manejo Ambiental no correspondan a los impactos que generen el desarrollo de las 

actividades mineras en un territorio».
ii) «Se observa un conocimiento muy general de las variables e indicadores ambientales que podrían emplearse para hacer el seguimiento a la afectación de la 

calidad ambiental, por el avance en las actividades propias del proyecto de explotación minera y, por lo tanto, es posible que se conviertan en instrumentos ineficaces 
e ineficientes».

iii) «A pesar de los avances en materia de conocimiento de los impactos ambientales asociados a la etapa de exploración y los innumerables reportes sobre 
deterioro de los recursos naturales en ella, aún no se ha actualizado la Guía, ni tampoco se ha considerado incluir esta actividad como sujeta al licenciamiento 

ambiental».
iv) «la Autoridad Minera no remite la información sobre los contratos de concesión minera, ni la de los registros mineros, por lo que las Corporaciones no ejercen 

acciones de seguimiento al desarrollo de las actividades de exploración en forma oportuna».
v) «La mayoría de las Corporaciones Autónomas Regionales y las de Desarrollo Sostenible manifiestan que no es de su competencia realizar el seguimiento al 

cumplimiento de las medidas ambientales de la actividad de exploración, toda vez que esta fase del proyecto minero no requiere licencia ambiental»
vi) «El ente rector en materia ambiental ha omitido reglamentar la Ley»

vii) «No se han establecido mecanismos de articulación entre la Agencia Nacional Minera, las Corporaciones Autónomas Regionales o de Desarrollo Sostenible ni 
con las autoridades ambientales de los centros urbanos para adelantar el seguimiento a las actividades de exploración minera de tal forma que las mismas se 

ajusten a la Guía Minero Ambiental expedida».
viii) «Ni la ANLA ni las Corporaciones cuentan con sistemas de información que permitan conocer, para cada uno de los permisos y concesiones otorgadas a las 

empresas mineras (en las etapas de exploración y explotación), el comportamiento histórico de los parámetros a los cuales realiza el seguimiento ambiental».
ix) «Se desconoce la evolución de la calidad y el estado de los bienes y servicios ambientales que se afectan con las actividades mineras, aspecto que aumenta el 

riesgo de que las medidas que se adopten para prevenir, corregir o mitigar no se realicen oportuna, eficiente y eficazmente».
x) «No se ha involucrado la elaboración de Evaluaciones Ambientales Estratégicas regionales y sectoriales que permitan medir la sinergia de los proyectos, obras o 

actividades en un enclave específico para así limitar su ejecución considerando las restricciones ambientales».
xi) «Tampoco se tienen estudios sobre los impactos acumulativos y sinérgicos ocasionados por la presencia de varios proyectos en un área».

xii) «Se ha evidenciado que el Manual de Evaluación de Estudios Ambientales no se aplica con la rigurosidad requerida en los procesos de licenciamiento ambiental, 
por lo que existen dudas sobre la efectividad de este requisito, sin que se adopten las medidas necesarias para asegurar su utilización».

xiii) «Existe riesgo con el desarrollo de actividades consideradas menores (? ) que elimina el trámite de licencia ambiental porque ni siquiera existe una autorización 
ni visita previa y por tanto podría ocurrir que se adelanten obras que afecten irreversiblemente algunos ecosistemas o bienes y servicios ambientales. Este riesgo 
puede verse incrementado por el hecho de que los procesos de seguimiento y monitoreo no tienen reglamentada una periodicidad definida y es probable que se 

finalice su ejecución sin que se haya verificado que se trata de una actividad menor y que los impactos ambientales ocasionados por su ejecución fueron 
debidamente prevenidos, mitigados o manejados».

xiv) «Se evidencia la desarticulación entre las autoridades ambientales y las autoridades mineras en el proceso de otorgamiento de títulos mineros y de licencias 
ambientales contemplando las restricciones ambientales, en cuanto a la información que se presenta en los dos procesos y en el seguimiento que se realiza al 

proyecto minero como una sola actividad que tiene unas características técnicas que definen el grado de afectación de los bienes y servicios ambientales».
xv) «Es posible realizar actividades de explotación en la fase de construcción y montaje sin que exista la obligación de obtener previamente la licencia ambiental. A 

pesar de que se trate de unos volúmenes que podrían considerarse reducidos frente a la explotación final».

Conocimientos muy generales de  variables e 
indicadores ambientales para el seguimiento de los 

impactos

Guía de exploración desactualizada

Impactos ambientales generados en fase de 
exploración

Autoridad Minera no remite la información sobre los 
contratos de concesión minera a las corporaciones

Autoridades ambientales no cuentan con sistemas 
de información para conocer permisos y 

concesiones mineras

Desconocimiento de los bienes y servicios 
ambientales afectados por actividades mineras

Riesgos ambientales por escasez de requisitos a 
actividades mineras menores

Desarrollo de actividades de explotación en la fase 
de construcción y montaje sin  licencia ambiental.

En igual línea de análisis, el capítulo II del Informe al Congreso sobre el Estado de los 
Recursos Naturales y del Medio Ambiente (IERNMA) 2011-2012 indicó que «los temas de 
contaminación química relacionados particularmente con minería de oro (tanto por uso de 

cianuro o mercurio como por las transformaciones geoquímicas de los sulfuros que casi sin 
excepción acompañan al oro y que se constituyen en un porcentaje de los residuos mineros 

que se generan) y con minería de carbón (también relacionada con sulfuros que se 
encuentran dentro de las rocas que encajan los mantos de carbón) no son considerados en 

los términos de referencia, ni en los de los planes de trabajos y obras mineros ni en los 
estudios de impacto ambiental».

Los términos de referencia, PTO y EsIA no 
consideran temas de contaminación química

En la siguiente vigencia, el documento IERNMA 
2012-2013545 reiteró que «los términos de referencia 

para los EIA no dan cuenta de los principales impactos 
y daños ambientales» especialmente por «las 

transformaciones geoquímicas en botaderos (? ) de 
metálicos y de carbón», «la contaminación de aguas 

subterráneas y la remoción de acuíferos».

los términos de referencia para los EIA no dan 
cuenta de los principales impactos y daños 
ambientales

Aunado a lo anterior, el ente de control sostuvo que hace 
falta la «reglamentación minera y ambiental en lo 

atinente al cierre minero y al uso post-minería con la 
articulación necesaria con instrumentos de riesgo y de 
ordenamiento territorial». Y «es necesario y prioritario 
fortalecer la capacidad de seguimiento, control y 
monitoreo de las actividades productivas y de los 

requerimientos y restricciones establecidos por las 
instancias ambientales y mineras, así como su función 

sancionatoria».

Debilidad en el seguimiento, control, monitoreo de 
actividades, requerimientos y restricciones, y de la 

función sancionatoria.

Según IERNMA 2014-2015546 no existe coordinación en 
el desarrollo de los procesos de evaluación del estudio 
de impacto ambiental, del plan de manejo ambiental y 
del Plan de Trabajos y Obras - PTO, lo que propicia «la 

existencia de muchos proyectos con PTO aprobado, o sea 
que fueron considerados técnicamente viables por la 

autoridad minera, que no han podido obtener la Licencia 
Ambiental y que para hacerlo tienen que modificar su 

planteamiento técnico».

no existe coordinación en el desarrollo de los 
procesos de evaluación del estudio de impacto 

ambiental, del plan de manejo ambiental y del Plan 
de Trabajos y Obras - PTO

Por su parte, los informes al Congreso de la República 
sobre el Estado de los Recursos Naturales y del Medio 

Ambiente de las vigencias 2015-2016, 2017-2018 y 2018- 
2019, identificaron que las medidas reglamentarias 

creadas para reducir el tiempo de trámite para otorgar 
licencias ambientales, paralelamente restaron eficacia 
a este instrumento, mientras «favorecen al solicitante a 

costa de riesgos mayores en un trámite que exige 
estudios, evaluaciones previas y verificaciones en 

campo que requieren dedicación de tiempo para hacerlo 
correctamente»547. «Bajo dichas circunstancias, las 

autoridades ambientales no sólo tienen que ser eficaces y 
ágiles en sus procedimientos administrativos, sino además 

que en dichos plazos perentorios, se garantice el 
cumplimiento de los principios de prevención y precaución, 

tomando decisiones que minimicen el riesgo de daño 
ambiental producto del desarrollo de un proyecto, obra o 

actividad sujeta al licenciamiento»

Según IERNMA 2016-2017, «la fiscalización realizada por 
la ANM a las unidades productivas mineras no tiene 

consecuencias claras frente al incumplimiento normativo, 
por lo que se incentivan las malas prácticas en la actividad 

y se favorece la ilegalidad».

Las medidas creadas para reducir el tiempo de 
trámite de licencias ambientales, restaron eficacia a 

este instrumento.

la fiscalización minera no tiene consecuencias 
claras frente al incumplimiento normativo

Finalmente, el informe sobre el Estado de los Recursos Naturales y del Medio Ambiente de la vigencia 
2018-2019 que se presentó al Congreso de la República en el año 2020, expone las siguientes 
problemáticas respecto del seguimiento y control al cumplimiento de las obligaciones ambientales 
mineras:
- «Los instrumentos de manejo ambiental cumplen su labor solo como una formalidad documental y no 
como un orientador de las acciones de las autoridades ambientales para que se eviten, controlen o 
mitiguen los diversos impactos asociados a la actividad minera».
- «Las empresas mineras no remiten información completa oportuna y confiable y en otros casos la 
información evidencia incumplimientos a las obligaciones ambientales sin que la autoridad actúe en 
consecuencia».
- La actuación de las autoridades ambientales no es oportuna ni eficiente «lo que impide la imposición 
de medidas efectivas frente a los impactos ambientales que se producen al interior de los proyectos».
- El proceso administrativo sancionatorio ambiental es ineficiente «lo cual implica pérdida de imagen y 
respeto institucional por parte de la población y las empresas mineras en relación con los reiterativos 
incumplimientos de las obligaciones ambientales de dichas empresas».
- «Incumplimiento de las figuras de compensación y restauración frente al daño ambiental causado por 
las acciones de aprovechamiento forestal».
- «En las compensaciones por afectación no se incluyeron las correspondientes a suelos, fauna, 
recurso hídrico superficial y aguas subterráneas, lo que conlleva a que se presente en todos los casos 
pérdida neta de biodiversidad y la generación de afectaciones irreversibles sobre estos elementos del 
capital natural».
- «Se requiere planear y asegurar los fondos para el manejo integrado de los botaderos (Amplios y 
elevados montículos conformados con material de escombro minero), las extensas y profundas 
excavaciones, algunas de las cuales, se han constituido como cuerpos de agua estacada en el fondo de 
los Pits mineros ya abandonados y que almacenan grandes volúmenes de aguas contaminadas con 
sulfuros y otros compuestos minerales y elementos pesados presentes en las rocas que conforman el 
yacimiento y las paredes de estas excavaciones».
- «Al margen de la adecuación morfológica y paisajística se deben establecer las condiciones 
necesarias para el repoblamiento de fauna y flora nativas y la conformación de corredores de 
conectividad o puentes de reconexión de las áreas separadas o aisladas por efecto del desarrollo de los 
proyectos mineros».

Los instrumentos de manejo ambiental cumplen 
solo como una formalidad documental y no como 
un orientador de las acciones de las autoridades 

ambientales

Las empresas mineras no remiten información 
completa oportuna y confiable y hay 

incumplimientos sin consecuencias desde la 
autoridad ambiental.

Desde esta perspectiva, es incuestionable que a los 
recurrentes les asiste la razón cuando afirman que el 

ordenamiento minero ambiental efectivamente contempla 
instrumentos de prevención dirigidos a controlar, mitigar, 

prevenir y corregir los impactos ambientales, sin embargo, 
para que estos instrumentos cumplan con el fin para el cual 

fueron creados es necesario robustecer su 
reglamentación y trabajar en mecanismos de 

articulación y fortalecimiento institucional a la gestión 
pública.

Débil articulación y fortalecimiento institucional a la 
gestión pública.

En el componente de control y fiscalización minera, la Sala 
considera que, sistemáticamente, las autoridades públicas 
recurrentes permitieron la transgresión de los mencionados 
derechos colectivos por cuenta de: (a) las debilidades en la 
gestión de la información y el uso de la tecnología; (b) los 
problemas de planeación minero-ambiental, y (c) el déficit 
legislativo e incumplimiento de compromisos de política 

pública.

Debilidades en la gestión de la información y el uso 
de la tecnología

La Sala advierte que la falta de sistemas de comunicación, 
evaluación y seguimiento de los diferentes instrumentos de 
gestión minero-ambiental, es una de las causas directas de la 
transgresión de los derechos colectivos amparados por la 
autoridad judicial que resolvió la primera instancia.

falta de sistemas de comunicación, evaluación y 
seguimiento de los diferentes instrumentos de 

gestión minero-ambiental

Plan Preventivo y correctivo de PAM
Aumentar a capacidad y recurso 

humano para la correcta utilización de la 
información.

Cierre y pasivo

General: se puede transversalizar en 
varios productos que ya están 

contemplados. 

Cuello de botella porque no podemos 
identificar los riesgos de corrupción

Ya estaría contemplado

Nueva

Nueva

Solucionado

Nueva

Nueva

NETAMENTE AMBIENTE

Temas sancionatorioSOLUCIONADO

Nueva

Nueva; eje 2 en su totalidad

Criterios de ponderación

Tecnológico / Innovación

Gobernabilidad

Financiero / económico

Capital humano

Articulaciión y mecanismos 
de viaiblización institucional

Desarrollar mecanismos para 
la fiscalización en tiempo real  

de proyectos mineros en 
territorio a través de 

paquetes tecnológicos

Integrar los mecanismos 
para la fiscalización en 

tiempo real  de proyectos 
mineros con los sistemas 

existentes del sector 
minero-ambiental

rotación

¿Cómo lo está haciendo la 
ANM actualmente?

Revisar el tema del fondo

Articulación entre la ANM, Autoridades ambientales MEDIR (visitas 
conjuntas - obligarloooos) LINEAMIENTOS DE FISCALIZACIÓN

Técnicos: verificación de buenas prácticas y compromisos técnicos adquiridos por el titular de acuerdo con 
la etapa contractual que adelante, conforme con Los Trabajos Exploratorios o Los Planes Mineros 

aprobados.
·  Seguridad e Higiene: verificación rigurosa el cumplimiento de las disposiciones que regulan las 

condiciones de seguridad e higiene para el desarrollo de las actividades de exploración, construcción y 
montaje y explotación de minerales.

·  Seguridad Social: verificación de las adecuadas coberturas de los trabajadores mineros, acorde con el 
nivel de riesgo al que están expuestos en sus labores.

·  Jurídicos: verificación de presencia de minería ilegal y/o actividad minera adelantada por el titular en 
zonas excluidas y restringidas para la minería.

·  Ambientales y Sociales: verificación de buenas prácticas y compromisos ambientales y sociales, en 
especial la tenencia y vigencia de los instrumentos adoptados e impuestos por las autoridades ambientales 

para el desarrollo de actividades mineras.

ANM Ambiente

Alertas

Capacidad insuficiente

ANM Ambiente

Visitas conjuntas

No existe una 
delimitación de 

competencias entre las 
autoridades

Producto enfocado a la articulación. aún no hay un 
cómo. Propuesta es que visiten minas juntitos.

Apropiación de instrumentos

Solo con ley minera.

factores de riesgo físico, ocupacional y 
epidemiológico para los trabajadores y las 

poblaciones ubicadas en áreas de influencia 
minera

Implementar un instrumento para el 
posicionamiento de la salud pública en el 

sector minero-ambiental

Implementar una batería de indicadores 
ambientales en el proceso de fiscalización 

Actualizar las guías minero-ambientales con enfoque a la pequeña 
y mediana minería como instrumentos orientadores en todo el ciclo 

de vida de los proyectos mineros 

Nueva Normatividad para que esto pase

Interoperabilidad 

Conocimiento derivado de la interoperabilidad

Actualizar los términos de referencia ambientales 
y mineros

EIA se debe incluir

EJE 1

Construir normatividad para que esto pase

Crear mecanismos de articulación entre la autoridad minera y la 
autoridad ambiental para la aprobación de instrumentos técnicos 

(Programa de Trabajos y Obras-PTO y Estudio de Impacto 
Ambiental-EIA).

Nueva

interoperabilidad

Interoperabilidad

Ministerio de Justicia; Hacienda; Fiscaliía; ANM Priorización: seguridad, ambiental, financiera, social. 
Hablar con formalización y revisar pertinencia de sagrilaft para 

barequeros

Alternativa Ana: Contempla la manera en la que se 
hace la revisión documental

Seguridad

Coordinación

Competencia

Además, es 
catastro minero

Formular y actualizar instrumentos técnicos que contribuyan a la 
estandarización de criterios para el ejercicio de las funciones de 

control, seguimiento y fiscalización de la actividad minera, teniendo 
en cuenta las particularidades de las regiones del país y del 

mineral a explotar.

Supuesto: Que estén actualizados los lineamientos de fiscalización
Revisar si los lineamientos 

de fiscalización están 
actualizados

Indicador de gestión Indicador de producto

(Instrumentos técnicos de 
fiscalización actualizados / 
Instrumentos técnicos de 

fiscalización por actualizar) 
* 100

Actualizar los instrumentos técnicos para la estandarización de 
criterios en el ejercicio de las funciones de control, seguimiento y 

fiscalización de la actividad minera.  

Esto ya debería estar contemplado en criterios de fiscalización

Construir el marco legal para la obligatoriedad de la obtención de la 
licencia ambiental en la etapa de exploración de los proyectos 

mineros, que atienda a criterios diferenciales de acuerdo con el tipo 
de minería

Proceso

Actualizar los términos de referencia ambientales 
y mineros

EJE 1

Revisar a profundidad

Revisar y proponer aspectos normativos que regulen las actividades de 
fiscalización en áreas con prerrogativas de explotación en trámites 

sancionatorios.

Gestión y/o 
actividad: 

lineamientos de 
fiscalización

Articular mintrabajo

Elaborar estrategia de capacitación y 
entrenamiento para la modernización 
y/o actualización de las actividades 

mineras. 

Implementar sistemas informáticos para la estructuración y 
disposición de información técnica (regalías, formato básico minero 

- FBM, instrumento técnico - reservas) de manera ágil para la 
autoridad minera.

Ya está arriba

Eje 5

Incluir en los términos de referencia, 
consideraciones de salud pública en el sector 

minero-ambiental

Incluir en guías de minería

Incluir en fiscalización aspectos medibles de 
salud pública

Lineamientos de fiscalización

Implementar sistemas informáticos para la estructuración y 
disposición de información técnica (regalías, formato básico minero 

- FBM, instrumento técnico - reservas) de manera ágil para la 
autoridad minera.

Construir el marco legal para la obligatoriedad de la obtención de la 
licencia ambiental en la etapa de exploración de los proyectos 

mineros, que atienda a criterios diferenciales de acuerdo con el tipo 
de minería

Crear mecanismos de articulación entre la autoridad minera y la 
autoridad ambiental para la aprobación de instrumentos técnicos 

(Programa de Trabajos y Obras-PTO y Estudio de Impacto 
Ambiental-EIA).

Fiscalización



Otorgamiento, fiscalización, control y 
seguimiento ambiental

La pequeña minería representa el 57,8% de los títulos 
mineros, muchos de ellos son el resultado de programas 

de legalización y formalización que el gobierno ha 
venido desarrollando con miras a fortalecer el desarrollo 
de la actividad en toda su cadena de valor. Así mismo, a 

través del tiempo y con el propósito de fortalecer la 
minería tradicional que no cuenta con título minero, el 
Estado ha ofrecido programas de legalización minera, 
sin embargo, no se ha logrado la formalización total de 
esta la actividad. Con la expedición de la Ley 2250 de 

2022, se abrió una nueva oportunidad de legalización a 
pequeños mineros, actualmente el MinEnergía en 

coordinación con la ANM se encuentran en proceso de 
reglamentación.

Problemáticas

Acciones

"Participación Ciudadana" Cita del documento

Acciones reformadas Actividades
Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

Insuficiente legalización de la pequeña minería

Lo anterior muestra que la autoridad minera no tiene 
presencia en cerca del 55% del territorio nacional, 

dejando fuera de su relación directa regiones 
importantes como la Orinoquia y la Amazonía, así como 

los departamentos de La Guajira, Córdoba, Meta y 
Cauca, entre otros.

Baja presencia de la autoridad minera en el territorio 
nacional

Ahora bien, sin perjuicio de lo anterior, el SIGM es un sistema en evolución 
el cual no ha estado exento de retos y dificultades prácticas en su 

implementación. De hecho, con la adopción del sistema informático Anna 
Minería que hoy soporta el SIGM, se han venido fortaleciendo las 
capacidades tecnológicas de la ANM, pero no de forma integral o 

suficiente, y no se ha logrado una completa interoperabilidad de Anna 
Minería con los demás sistemas misionales de la Agencia ni del sector 
ambiental. Esto en parte, debido a que la solución Anna Minería, fue 
implementada desde un software privado, por lo cual su evolución, 
adaptación, actualización y sus controles de cambios, han estado 
supeditados al desarrollo que el proveedor privado realice y a la 

disponibilidad presupuestal que en cada periodo la ANM pueda disponer 
para realizar esas acciones. Por esta razón, la ANM viene realizando los 

análisis, diagnósticos, diseños y planeación necesaria, para complementar 
el SIGM y construir una solución alternativa más flexible, robusta, con 

ingeniería colombiana y que procure la soberanía de la información y del 
código fuente de la solución, en beneficio del Estado Colombiano.

Alta dependencia de software privado en materia de 
gestión minera

Esto ha llevado como se ha comentado, a que los jueces de la 
República, a través de diferentes fallos, hayan determinado la 

insuficiencia de los parámetros e impartido órdenes a los sectores minero 
y ambiental para tener en cuenta en el otorgamiento de los títulos 

mineros, debido a que no existe una política que posicione a la minería 
como base de la cadena de producción nacional y la industrialización. 

También hacen falta mecanismos efectivos para llevar a cabo la 
participación ciudadana que debe anteceder a la celebración de los 
contratos mineros, y en general, existe la necesidad de contemplar 

variables ambientales e instrumentos de ordenamiento del territorio en el 
otorgamiento de los títulos mineros.

En segundo lugar, los contratos de concesión minera de la Ley 685 de 
2001, no garantizan la soberanía nacional de los recursos naturales 
no renovables (RNNR), ni su disposición al servicio de los programas 
económicos del país, además de que con ellos se entrega los RNNR a 
cambio de una regalía, cuyas tarifas no se revisan desde la ley 141 de 

1994. Por ello, la necesidad de una nueva ley minera para establecer los 
nuevos instrumentos mediante los cuales el Estado pueda garantizar la 
disposición de sus RNNR, los cuales son de su propiedad, al mercado 
local, en primera instancia. Contratos de operación, de asociación y los 
procesos de selección objetiva hacen parte del portafolio de opciones 
que una nueva ley puede incluir para hacer realidad esa nueva visión 

minera. Esto ha causado que la minería en Colombia esté basada en 
la demanda, en la iniciativa privada y no en lo que requiere el país, 

que se otorguen títulos mineros en áreas protegidas o de alta 
sensibilidad socioambiental y se presente desinformación de las 
comunidades y de sus autoridades frente a las áreas otorgadas para 
exploración y explotación minera en sus territorios. Lo anterior impacta 

directamente en el territorio donde se desarrolla la actividad minera, 
porque se causan impactos adversos especialmente en aspectos 

ambientales y sociales. Adicionalmente, no permite que se prioricen 
los minerales estratégicos para la producción nacional, 

industrialización y transición energética.

Insuficiencia de los parámetros y órdenes a los 
sectores minero y ambiental para tener en cuenta 

en el otorgamiento de los títulos mineros

Inexistencia de una política que posicione a la 
minería como base de la cadena de producción 

nacional y la industrialización 

No hay garantía de la soberanía nacional sobre 
los recursos naturales no renovables.

Alta dependencia de las dinámicas de mercado 
para establecer el aprovechamiento minero

Existencia de desinformación de las 
comunidades y de sus autoridades frente a las 
áreas otorgadas para exploración y explotación 

minera en sus territorios

No hay priorización de minerales estratégicos 
para la producción nacional, industrialización y 

transición energética.

De otro lado, es visible la insuficiencia en la definición y aplicación 
de requisitos minero ambientales para el desarrollo de la actividad 
minera. La gestión del recurso minero se basa en la disposición de la 

información ambiental, actualizada y precisa. Sin embargo, es 
necesario señalar que parte de la documentación vigente aplicable a 

la actividad minera está desactualizada con respecto a la realidad 
ambiental en territorio, lo cual ha generado nuevas demandas que exigen 

al sector minero ponerse al día. La información geoespacial que se 
utiliza en la gestión del recurso minero se actualiza de acuerdo con 

las fuentes oficiales, como el RUNAP51 y el geovisor SIAC52, 
encontrando que en ninguna de estas herramientas se encuentra 
información actualizada de fuentes provenientes de las Corporaciones 
Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, y al consultar sus 
sistemas de información dispuestos al público, deben completarse las 
áreas ambientalmente protegidas y las áreas libres para la actividad 

minera, como se señaló en el numeral anterior

Insuficiente definición y aplicación de requisitos 
mineros ambientales para el desarrollo de la 

actividad minera.

Desactualización de la documentación vigente 
aplicable a la actividad minera

Desactualización de las herramientas de 
gestión ambiental y mineras

Una tercera dificultad es la falencia en el modelo de control a la 
producción de los minerales en las diferentes etapas de la cadena 

de valor. Frente a la competencia asignada por la ley a la ANM 
relacionada con la fiscalización minera frente al control de la producción, 

se identifica que no se cuenta con información actualizada y 
estructurada de los recursos y reservas como riqueza intangible de 

la nación para validar el agotamiento de los mismos en 
confrontación con el reporte de producción por parte de los titulares 
mineros que permita la sostenibilidad fiscal, traducida en el control 

al pago de regalías y otras contraprestaciones económicas; así como 
para medir el impacto de este sector en la economía nacional. Lo anterior 
ha provocado que no se logre realizar la validación eficiente del recaudo 

de las regalías producto de la explotación y aprovechamiento del 
recurso, ni tampoco que se logre conocer y cuantificar la producción 

minera proveniente de actividades no autorizadas e ilícitas.

Falencia en el modelo de control de producción 
sobre los minerales en las diferentes etapas de 

la cadena de valor.

Desactualización de información frente a los 
recursos y reservas como riqueza tangible de 

la nación.

Ineficiencias en la validación del recaudo de 
las regalías producto de la explotación y 

aprovechamiento del recurso

La debilidad y falencia en los procesos y procedimientos de fiscalización, 
control y seguimiento a las actividades mineras es la cuarta debilidad. Se 

presenta extenuación en la capacidad operativa de la entidad para el 
seguimiento y control de las obligaciones técnicas, legales y 

contractuales, lo cual impide la verificación eficaz del aprovechamiento 
de los recursos minerales in-situ, y así poder dar inicio oportuno con los 

trámites administrativos sancionatorios.

Débil fiscalización, control y seguimiento a las 
actividades mineras.

Extenuación en la capacidad operativa de la 
entidad para el seguimiento y control de las 

obligaciones técnicas, legales y contractuales. 

Lo anterior, también resulta ser el reflejo de la falta de herramientas 
tecnológicas y geoespaciales que estén actualizadas y armonizadas 
con los diferentes portales de información del Estado, pues si bien es 

cierto la capacidad operativa de la autoridad minera se ha visto 
comprometida, este fenómeno tiene estrecha relación con las dificultades 
que tienen los diferentes equipos de f iscalización regionales a lo largo y 
ancho del territorio nacional para acceder a información real, certera y 

objetiva de las condiciones ambientales de cada una de las áreas 
mineras tituladas, por lo que marcaría gran diferencia que se tenga un 

contexto completo y real sobre el tipo de determinantes ambientales que 
hay en el área de influencia directa e indirecta de cada título minero, 
pues la metodología de fiscalización puede variar según los recursos 

naturales renovables a impactar con la actividad minera

Desactualización de las herramientas de 
gestión ambiental y mineras

En quinto lugar, se reconoce debilidad en el conocimiento, socialización e 
implementación de los reglamentos técnicos nacionales que orientan la 
seguridad minera en el país, así como estándares internacionales en la 

materia. Al respecto, no se cuenta con suficientes centros de 
investigación que produzcan estudios sobre control de riesgos y 

seguridad minera, y en todo caso, los estudios realizados no cuentan con 
suficiente divulgación o carecen de implementación

Pocos centros de investigación sobre el control 
de riesgos y seguridad minera

Poco conocimiento y divulgación de 
reglamentos técnicos nacionales e 

internacionales que orienten la seguridad 
minera

En consecuencia, se destaca que las cifras de accidentalidad en la 
actividad minera en la última década han sido altas. Por año, de acuerdo 

con cifras de la ANM, fallecen en promedio 122,4 trabajadores55 a 
causa, entre otros, de: fallas geomecánicas, atmósferas viciadas, 

explosiones, accidentes mecánicos. La accidentalidad en la minería en 
Colombia ocurre en un alto porcentaje principalmente en labores 

subterráneas de carbón, las cuales están ubicadas en los departamentos 
de Antioquia, Boyacá, Cundinamarca y Norte de Santander56.

Alta accidentalidad minera

En sexto lugar, hay una dificultad en la deficiencia del aseguramiento y 
calidad de la información entregada por parte de los titulares mineros, 

pues la información entregada por los titulares o propietarios de minas a 
la autoridad minera para su evaluación no siempre cumple con el rigor 

normativo vigente. No existen parámetros de referencia o 
mecanismos para contrastar la información recibida. Persisten 

deficiencias en los aplicativos provistos por la institucionalidad para la 
recolección de información y faltan recursos que permitan su 

fortalecimiento continuo, acorde con las necesidades del sector, y la 
capacitación de recurso humano para el manejo de las diferentes 

herramientas tecnológicas y lo formatos que se han diseñado para 
realizar la evaluación de la actividad minera. Lo anterior impacta en el 

trámite de servicios mineros, adjudicación de áreas, administración 
eficiente del recurso, administración y evaluación de la actividad minera y 
pérdida de conocimiento técnico, operacional y ambiental para la toma de 

decisiones por parte de la autoridad minera.

No hay control sobre el aseguramiento y 
calidad de la información entregada por parte 

de los titulares mineros.

No existen parámetros de referencia o 
mecanismos para contrastar la información 

recibida.

Persisten deficiencias en los aplicativos 
provistos por la institucionalidad para la 

recolección de información

No hay recursos suficientes para el 
fortalecimiento de la institucionalidad en 

materia de capacidad humana

Promedio de títulos mineros con 
actividades de control, seguimiento 

y fiscalización articulada

Número de inspecciones de campo 
realizadas de forma conjunta / 

Número de inspecciones 
realizadas en el año meses X 100.

% Porcentaje Anual

Trabajar en la construcción y gestión del proyecto de Nueva Ley Minera, 
que será presentado al Congreso de la República para su trámite 

legislativo.

Planificar las áreas con potencial mineral previo el conocimiento 
científico, ambiental y social del territorio. Para lo cual, se pondrá 
en práctica metodologías para identificación de temas estratégicos e 

indispensables, en mesas de trabajo con autoridades locales y/o 
regionales, autoridades ambientales locales, entre otras, donde se 
caracterizará la población local, priorizando los grupos étnicos, la 

explotación minera existente, minerales estratégicos presentes en el 
territorio y que son necesarios en la transición energética justa, entre 

otras necesidades del país.

Promover la implementación de mecanismos que permitan a la 
autoridad minera validar la información aportada por los 

proponentes mineros para identificar posible riesgo de lavado 
de activos.

Reforzar los mecanismos de participación ciudadana para lo cual 
se revisarán y fortalecerán los procedimientos existentes para la 

realización de audiencias públicas previas al otorgamiento del título 
minero y, así, garantizar un diálogo social y una participación efectiva 

de las comunidades de la zona, con la concurrencia de las 
autoridades territoriales correspondientes. Lo anterior, mientras el 

Congreso de la República regula sobre la materia.

Implementar un protocolo riguroso para la actualización 
permanente de las áreas excluidas y restringidas para la minería 

en la herramienta que disponga la Autoridad Minera para el 
otorgamiento de áreas.

Definir y adoptar un protocolo riguroso para que en el proceso de 
otorgamiento de títulos o concesiones mineras se consulten y 
consideren las determinantes ambientales y del ordenamiento 

territorial, dentro de un marco de planeación previa en 
consideración a la soberanía del Estado sobre el recurso minero.

Construir el marco legal para la obligatoriedad de la obtención de la 
licencia ambiental en la etapa de exploración de los proyectos 

mineros, que atienda a criterios diferenciales de acuerdo con el tipo 
de minería. Lo anterior, sin perjuicio del licenciamiento ambiental 

que actualmente es exigible para otras etapas de la actividad 
minera.

Revisar y proponer aspectos normativos que regulen las actividades de 
fiscalización en áreas con prerrogativas de explotación en trámites 

sancionatorios.

Construir una estrategia para la interoperabilidad de sistemas entre 
la autoridad minera y las autoridades ambientales que permita 
optimizar y hacer más eficiente y rigurosa la fiscalización y el 

control y seguimiento a los títulos mineros.

Formular y actualizar instrumentos técnicos que contribuyan a la 
estandarización de criterios para el ejercicio de las funciones de 

control, seguimiento y fiscalización de la actividad minera, teniendo 
en cuenta las particularidades de las regiones del país y del 

mineral a explotar.

Crear mecanismos de articulación entre la autoridad minera y la 
autoridad ambiental para la aprobación de instrumentos técnicos 

(Programa de Trabajos y Obras-PTO y Estudio de Impacto 
Ambiental-EIA).

Actualizar y adoptar las guías minero-ambientales con enfoque a la 
pequeña y mediana minería como instrumentos orientadores para 

la gestión ambiental y minera por parte de los titulares en las 
etapas de exploración, explotación y de beneficio-transformación 

de minerales, incorporando, entre otros, lineamientos para 
conceptualizar las determinantes ambientales y su relación con la 

actividad.

Desarrollar y consolidar sistemas informáticos que permitan 
estructurar y disponer de manera ágil información técnica (regalías, 

formato básico minero - FBM, instrumento técnico - reservas), 
como soporte al control de la producción y pago de las regalías, 

así como para monitorear el ciclo de la fiscalización, promoviendo 
la generación de requerimientos oportunos mediante la 

automatización.

Establecer medidas obligatorias de carácter normativo que definan 
la implementación de sistemas tecnológicos verificables y 

confiables para la medición y trazabilidad de los volúmenes de 
producción, diferenciales atendiendo a la clasificación minera.

Fortalecer los mecanismos de expedición de certificados de origen 
como insumo de verificación respecto de los reportes de 

producción realizados por el titular minero.(Decreto 276 de 2015)

Revisar y ajustar el procedimiento para realizar las actividades de 
fiscalización, así como mantener un programa de capacitación 

permanente a los profesionales que la realizan.

Establecer mecanismos de fortalecimiento en los procesos de 
sensibilización, capacitación, certificación, entrenamiento y 

seguimiento en temas de prevención, seguridad y gestión de 
control de riesgos mineros, con el fin de garantizar un cambio de 

cultura y disciplina en el desarrollo de la actividad minera.

Diseñar mecanismos de articulación interinstitucional con 
autoridades locales para el seguimiento y control al desarrollo de 
actividades mineras, que garanticen las condiciones mínimas de 

seguridad en cumplimiento de la normatividad vigente.

Generar fuentes de capacitación y entrenamiento en ambientes de 
minería fuera del país, para fortalecer el conocimiento en temas 

como mecanización minera, seguridad, fiscalización, gestión 
ambiental, economía circular, gestión de colas y drenajes de mina, 
uso de energías no convencionales en la actividad minera, cierre y 
post cierre minero, minería regenerativa, entre otros. Transferencia 

de conocimiento con expertos en materia de seguridad que 
conozcan la geología, recursos y reservas de los yacimientos en 

Colombia.

Fortalecer la articulación con el Ministerio de Trabajo en relación a 
ambientes seguros de trabajo.

Revisar la viabilidad de adaptar e incorporar en el marco normativo 
nacional, estándares internacionales para la seguridad minera. 

Adicionalmente poner en marcha el Sistema Nacional de 
Seguridad Minera, creado en el artículo 24 de la Ley 2250 de 2022.

Diseñar mecanismos que permitan el acceso a la información en 
custodia de otras entidades como insumo para la validación y 

confrontación de la información presentada por el titular minero.

Establecer sistemas informáticos que permitan estructurar la 
información geológico-minera del país como soporte a la 

validación y confrontación de la información presentada por el 
titular minero.

Desarrollar y estructurar sistemas informáticos que cuenten con 
la suficiente capacidad operativa para recibir la información 
técnica allegada por el titular minero. Fortalecimiento en el 

desarrollo del Sistema Integral de Gestión Minera - SIGM como 
herramienta tecnológica.

Promover en la formalización y el fomento de la pequeña 
minería la incorporación de estándares de seguridad, orientados 
principalmente a áreas de control de atmósferas viciadas, fallas 

geomecánicas, incendios, inundaciones, fallas mecánicas, 
eléctricas, caídas a diferente nivel, entre otros.

En la administración del recurso minero, será una 
prioridad promover la adopción de mecanismos que 

permitan actualizar los procedimientos de 
otorgamiento de títulos mineros, o las figuras que 

hagan sus veces, que garanticen y materialicen los 
derechos e intereses colectivos de las comunidades 
en el territorio, y el manejo sostenible de sus recursos 

naturales

El desarrollo de la actividad minera debe atender a las 
normas jurídicas, técnicas, ambientales y sociales por lo 

cual se revisarán y ajustarán los procesos de 
fiscalización, control y seguimiento

En aspectos de seguridad minera es indispensable 
promover la implementación de reglamentos técnicos y 

estándares internacionales, así como avanzar en la 
ejecución de la política nacional de seguridad minera 

existente

Contar con información segura y confiable es 
indispensable para adelantar una buena f iscalización, 

por lo que es pertinente

Presentar ante el Congreso de la República el proyecto de la Nueva Ley 
Minera

Planificar las áreas con potencial mineral con base en el conocimiento 
científico, ambiental y social del territorio.

Implementar el Mecanismo para la Validación de Información de los 
Proponentes Mineros -MVIPM- por parte de la Autoridad Minera para la 

identificación del riesgo de lavado de activos.

Adoptar protocolos unificados para el ejercicio de la 
participación interinstitucional, comunitaria y de la 
sociedad civil para el ordenamiento, evaluación, 

fiscalización, seguimiento y control de las 
actividades mineras.

Está en el eje 1

Proponer criterios de ponderación y mecanismos 
de armonización entre las figuras de utilidad 

pública e interés social en lo ambiental y minero.

Construir el mecanismo articulación territorial 
integral - MATI Está en el eje 2

Gestión y/o actividad

Gestionar el marco normativo para la implementación de la 
licencia ambiental para la etapa de exploración teniendo en 

cuenta el tipo de mineral y la clasificación del proyecto minero, 
de acuerdo con el acápite anterior.

Actualizar y formular los términos de referencia para la 
realización de trabajos de exploración, construcción y montaje, 
explotación y beneficio ajustados al tipo de mineral, sistema de 
explotación, cantidad de área a intervenir, entre otros aspectos. 
Asimismo, se ajustarán incluyendo criterios de gestión del riesgo 
de desastres en los aspectos referentes a la seguridad minera 

en todas las etapas del ciclo minero incluido el cierre y 
postcierre minero conforme con lo dispuesto en la Ley 1523 de 

2012 y el Decreto 2157 de 2017.

Gestión y/o actividad: lineamientos de fiscalización

Fortalecer las instancias de coordinación 
existentes en el sector mineroambiental a partir 

de una evaluación de competencias y la 
construcción de una hoja de ruta para su 

optimización (Eje1)

Implementar una interfaz tecnológica que integre los 
sistemas de información minero-ambiental para la 

optimización, comunicación y gestión en los 
procesos de toma de decisiones del sector minero 

((Eje 2).

Actualizar las guías minero-ambientales con enfoque a la pequeña 
y mediana minería como instrumentos orientadores en todo el ciclo 

de vida de los proyectos mineros 

Incorporar lineamientos para conceptualizar las determinantes 
ambientales y su relación con la actividad.

Implementar sistemas informáticos para la estructuración y 
disposición de información técnica (regalías, formato básico minero 

- FBM, instrumento técnico - reservas) de manera ágil para la 
autoridad minera.

Monitorear el ciclo de la fiscalización, promoviendo la generación 
de requerimientos oportunos mediante la automatización.

¿Y qué pasa si no se vuelven de carácter normativo?

Meta de gestión

Gestionar el marco normativo para la implementación de la 
licencia ambiental para la etapa de exploración teniendo en 

cuenta el tipo de mineral y la clasificación del proyecto minero, 
de acuerdo con el acápite anterior.

Literalmente es gestión

Actualizar y formular los términos de referencia para la 
realización de trabajos de exploración, construcción y montaje, 
explotación y beneficio ajustados al tipo de mineral, sistema de 
explotación, cantidad de área a intervenir, entre otros aspectos. 
Asimismo, se ajustarán incluyendo criterios de gestión del riesgo 
de desastres en los aspectos referentes a la seguridad minera 

en todas las etapas del ciclo minero incluido el cierre y 
postcierre minero conforme con lo dispuesto en la Ley 1523 de 

2012 y el Decreto 2157 de 2017.

Gestión y/o actividad

Actualizar el procedimiento para la realización de la fiscalización en 
todos los tipos de actividades mineras

Implementar una estrategia para la actualización del procedimiento 
de fiscalización de todos los tipos de actividades mineras y la 
capacitación del talento humano involucrado en su ejecución. 

Implementar el Sistema Nacional de Seguridad Minera, creado en 
el artículo 24 de la Ley 2250 de 2022.

Revisar la viabilidad de adaptar e incorporar en el marco normativo 
nacional, estándares internacionales para la seguridad minera. 

Esto es gestión

Implementar mecanismos que aporten al 
cambio de cultura y disciplina en el 
desarrollo de la actividad minera. 

Implementar una única agenda pública 
minero-ambiental para la  articulación intersectorial 

(minero, ambiental y demás sectores), la 
coordinación y planeación para el desarrollo de la 

actividad minera en el país. 

Puede ser actividad. Eje 2

Fortalecer los mecanismos de expedición de certificados de origen 
como insumo de verificación respecto de los reportes de 

producción realizados por el titular minero.

Gestión y/o actividad

Ya la contempla la acción de arriba

Diseñar mecanismos que permitan el acceso a la información en 
custodia de otras entidades como insumo para la validación y 

confrontación de la información presentada por el titular minero.

Establecer sistemas informáticos que permitan estructurar la 
información geológico-minera del país como soporte a la 

validación y confrontación de la información presentada por el 
titular minero.

Puede ser actividad

Crear la plataforma nacional de participación 
ciudadana para el control, seguimiento y monitoreo 
de las actividades mineras (módulo en ANNA con 

respuesta al ente territorial)

Establecer una estrategia de medios masivos con 
información minero ambientalNUEVO

REVISAR

MAYORMENTE O K

Reformular para información 
segura y confiable

Declarar las áreas que presenten alto potencial 
minero como Áreas estratégicas mineras en el 

territorio nacional que se encuentren libres

Eje 1

Implementar protocolos unificados, vinculantes y  con 
herramientas de ponderación entre las figuras de utilidad 

pública e interés social para la participación 
interinstitucional, comunitaria en el abordaje de 

cuestiones de evaluación, fiscalización, seguimiento y 
control de las actividades mineras

Adoptar un protocolo para la inclusión de los 
determinantes ambientales durante el otorgamiento 

de títulos o concesiones mineras. 

Construir el marco legal para la obligatoriedad de la obtención de la 
licencia ambiental en la etapa de exploración de los proyectos 

mineros, que atienda a criterios diferenciales de acuerdo con el tipo 
de minería

Sin embargo, las pruebas recopiladas en el acápite II.4.2. acreditan la 
insuficiente capacidad institucional para materializar las funciones de 
fiscalización y vigilancia ambiental en los componentes preventivo y 

correctivo, así como la falta de articulación intersectorial en materia 
minero-ambiental, y la insuficiente utilización de los instrumentos de 

prevención instituidos por el legislador.

Insuficiente capacidad institucional para 
materializar las funciones de fiscalización y 

vigilancia ambiental en los componentes preventivo 
y correctivo.

Sin embargo, las pruebas recopiladas en el acápite II.4.2. acreditan la 
insuficiente capacidad institucional para materializar las funciones de 

fiscalización y vigilancia ambiental en los componentes preventivo y correctivo, 
así como la falta de articulación intersectorial en materia minero-ambiental, y la 
insuficiente utilización de los instrumentos de prevención instituidos por 

el legislador.

Insuficiente capacidad institucional para control y 
fiscalización.

Adicionalmente, las investigaciones de la CGR aducen que es frágil la 
apropiación de los instrumentos técnicos minero-ambientales.

Frágil apropiación de los instrumentos técnico 
minero-ambientales

Como causas de esta problemática el mismo documento citó las siguientes:
i) «La acelerada flexibilización de la norma ambiental»;

ii) Las guías ambientales «no son instrumentos que tengan el alcance de 
evaluar los impactos ambientales de la actividad exploratoria»;

iii) «La información sobre el impacto ambiental proviene de las empresas 
mineras» y, en consecuencia «se configuran conflictos de interés que se 

manifiestan en estudios deficientes que no contemplan aspectos clave en temas 
como la hidrogeología, la geoquímica, el funcionamiento ecosistémico, ni el 

daño social y cultural a largo plazo»;
iv) La falta de idoneidad y rigor técnico de las autoridades y los problemas de 

corrupción;
v) No existen términos de referencia adecuados para tratar «las áreas de 
riesgo, hidrología, hidrogeología, geotecnia geoquímica, sociología, entre 

otros»541;
vi) «Las obras y medidas de manejo impuestas o aprobadas no son las que se 
implementan, o si se hace, no son las adecuadas para solucionar los problemas 

reales de la minería sobre el ambiente y la salud pública»;
vii) «El proceso de seguimiento no contempla la ejecución de campañas de 

monitoreo que permitan cotejar los datos presentados y analizar las tendencias 
del medio ambiente; este proceso solo se da con datos aportados por las 

empresas que no muestran en sus indicadores valores que indiquen ninguna 
modificación sustantiva de la calidad ni afectación al medio ambiente».

Las guías ambientales no son instrumentos que 
tengan el alcance de evaluar los impactos 

ambientales de la actividad exploratoria

Falta de idoneidad y rigor técnico de las 
autoridades y los problemas de corrupción

No existen términos de referencia adecuados para 
tratar las áreas de riesgo, hidrología, hidrogeología, 

geotecnia geoquímica, sociología, entre otros

Las medidas de manejo no se implementan o no 
son adecuadas para solucionar los problemas de la 

minería sobre el ambiente y la salud pública

El seguimiento a los proyectos mineros no 
contempla medidas de monitoreo del medio 

ambiente

En el mismo sentido, la publicación de la CGR titulada ?el proceso administrativo en Colombia de licenciamiento ambiental?544 es un texto altamente propositivo y 
crítico que compiló las siguientes debilidades del interrelacionamiento minero-ambiental en el marco del licenciamiento:

i) «La escala a la cual es exigida la línea base ambiental en los procesos de licenciamiento ambiental no ofrece el detalle necesario para estimar las afectaciones a 
los componentes ambientales (agua, suelo, atmósfera, biodiversidad y geoforma) ni sociales y por ello, se aumenta el riesgo de que las medidas de prevención, 
mitigación, manejo, corrección y compensación establecidas en el Plan de Manejo Ambiental no correspondan a los impactos que generen el desarrollo de las 

actividades mineras en un territorio».
ii) «Se observa un conocimiento muy general de las variables e indicadores ambientales que podrían emplearse para hacer el seguimiento a la afectación de la 

calidad ambiental, por el avance en las actividades propias del proyecto de explotación minera y, por lo tanto, es posible que se conviertan en instrumentos ineficaces 
e ineficientes».

iii) «A pesar de los avances en materia de conocimiento de los impactos ambientales asociados a la etapa de exploración y los innumerables reportes sobre 
deterioro de los recursos naturales en ella, aún no se ha actualizado la Guía, ni tampoco se ha considerado incluir esta actividad como sujeta al licenciamiento 

ambiental».
iv) «la Autoridad Minera no remite la información sobre los contratos de concesión minera, ni la de los registros mineros, por lo que las Corporaciones no ejercen 

acciones de seguimiento al desarrollo de las actividades de exploración en forma oportuna».
v) «La mayoría de las Corporaciones Autónomas Regionales y las de Desarrollo Sostenible manifiestan que no es de su competencia realizar el seguimiento al 

cumplimiento de las medidas ambientales de la actividad de exploración, toda vez que esta fase del proyecto minero no requiere licencia ambiental»
vi) «El ente rector en materia ambiental ha omitido reglamentar la Ley»

vii) «No se han establecido mecanismos de articulación entre la Agencia Nacional Minera, las Corporaciones Autónomas Regionales o de Desarrollo Sostenible ni 
con las autoridades ambientales de los centros urbanos para adelantar el seguimiento a las actividades de exploración minera de tal forma que las mismas se 

ajusten a la Guía Minero Ambiental expedida».
viii) «Ni la ANLA ni las Corporaciones cuentan con sistemas de información que permitan conocer, para cada uno de los permisos y concesiones otorgadas a las 

empresas mineras (en las etapas de exploración y explotación), el comportamiento histórico de los parámetros a los cuales realiza el seguimiento ambiental».
ix) «Se desconoce la evolución de la calidad y el estado de los bienes y servicios ambientales que se afectan con las actividades mineras, aspecto que aumenta el 

riesgo de que las medidas que se adopten para prevenir, corregir o mitigar no se realicen oportuna, eficiente y eficazmente».
x) «No se ha involucrado la elaboración de Evaluaciones Ambientales Estratégicas regionales y sectoriales que permitan medir la sinergia de los proyectos, obras o 

actividades en un enclave específico para así limitar su ejecución considerando las restricciones ambientales».
xi) «Tampoco se tienen estudios sobre los impactos acumulativos y sinérgicos ocasionados por la presencia de varios proyectos en un área».

xii) «Se ha evidenciado que el Manual de Evaluación de Estudios Ambientales no se aplica con la rigurosidad requerida en los procesos de licenciamiento ambiental, 
por lo que existen dudas sobre la efectividad de este requisito, sin que se adopten las medidas necesarias para asegurar su utilización».

xiii) «Existe riesgo con el desarrollo de actividades consideradas menores (? ) que elimina el trámite de licencia ambiental porque ni siquiera existe una autorización 
ni visita previa y por tanto podría ocurrir que se adelanten obras que afecten irreversiblemente algunos ecosistemas o bienes y servicios ambientales. Este riesgo 
puede verse incrementado por el hecho de que los procesos de seguimiento y monitoreo no tienen reglamentada una periodicidad definida y es probable que se 

finalice su ejecución sin que se haya verificado que se trata de una actividad menor y que los impactos ambientales ocasionados por su ejecución fueron 
debidamente prevenidos, mitigados o manejados».

xiv) «Se evidencia la desarticulación entre las autoridades ambientales y las autoridades mineras en el proceso de otorgamiento de títulos mineros y de licencias 
ambientales contemplando las restricciones ambientales, en cuanto a la información que se presenta en los dos procesos y en el seguimiento que se realiza al 

proyecto minero como una sola actividad que tiene unas características técnicas que definen el grado de afectación de los bienes y servicios ambientales».
xv) «Es posible realizar actividades de explotación en la fase de construcción y montaje sin que exista la obligación de obtener previamente la licencia ambiental. A 

pesar de que se trate de unos volúmenes que podrían considerarse reducidos frente a la explotación final».

Conocimientos muy generales de  variables e 
indicadores ambientales para el seguimiento de los 

impactos

Guía de exploración desactualizada

Impactos ambientales generados en fase de 
exploración

Autoridad Minera no remite la información sobre los 
contratos de concesión minera a las corporaciones

Autoridades ambientales no cuentan con sistemas 
de información para conocer permisos y 

concesiones mineras

Desconocimiento de los bienes y servicios 
ambientales afectados por actividades mineras

Riesgos ambientales por escasez de requisitos a 
actividades mineras menores

Desarrollo de actividades de explotación en la fase 
de construcción y montaje sin  licencia ambiental.

En igual línea de análisis, el capítulo II del Informe al Congreso sobre el Estado de los 
Recursos Naturales y del Medio Ambiente (IERNMA) 2011-2012 indicó que «los temas de 
contaminación química relacionados particularmente con minería de oro (tanto por uso de 

cianuro o mercurio como por las transformaciones geoquímicas de los sulfuros que casi sin 
excepción acompañan al oro y que se constituyen en un porcentaje de los residuos mineros 

que se generan) y con minería de carbón (también relacionada con sulfuros que se 
encuentran dentro de las rocas que encajan los mantos de carbón) no son considerados en 

los términos de referencia, ni en los de los planes de trabajos y obras mineros ni en los 
estudios de impacto ambiental».

Los términos de referencia, PTO y EsIA no 
consideran temas de contaminación química

En la siguiente vigencia, el documento IERNMA 
2012-2013545 reiteró que «los términos de referencia 

para los EIA no dan cuenta de los principales impactos 
y daños ambientales» especialmente por «las 

transformaciones geoquímicas en botaderos (? ) de 
metálicos y de carbón», «la contaminación de aguas 

subterráneas y la remoción de acuíferos».

los términos de referencia para los EIA no dan 
cuenta de los principales impactos y daños 
ambientales

Aunado a lo anterior, el ente de control sostuvo que hace 
falta la «reglamentación minera y ambiental en lo 

atinente al cierre minero y al uso post-minería con la 
articulación necesaria con instrumentos de riesgo y de 
ordenamiento territorial». Y «es necesario y prioritario 
fortalecer la capacidad de seguimiento, control y 
monitoreo de las actividades productivas y de los 

requerimientos y restricciones establecidos por las 
instancias ambientales y mineras, así como su función 

sancionatoria».

Debilidad en el seguimiento, control, monitoreo de 
actividades, requerimientos y restricciones, y de la 

función sancionatoria.

Según IERNMA 2014-2015546 no existe coordinación en 
el desarrollo de los procesos de evaluación del estudio 
de impacto ambiental, del plan de manejo ambiental y 
del Plan de Trabajos y Obras - PTO, lo que propicia «la 

existencia de muchos proyectos con PTO aprobado, o sea 
que fueron considerados técnicamente viables por la 

autoridad minera, que no han podido obtener la Licencia 
Ambiental y que para hacerlo tienen que modificar su 

planteamiento técnico».

no existe coordinación en el desarrollo de los 
procesos de evaluación del estudio de impacto 

ambiental, del plan de manejo ambiental y del Plan 
de Trabajos y Obras - PTO

Por su parte, los informes al Congreso de la República 
sobre el Estado de los Recursos Naturales y del Medio 

Ambiente de las vigencias 2015-2016, 2017-2018 y 2018- 
2019, identificaron que las medidas reglamentarias 

creadas para reducir el tiempo de trámite para otorgar 
licencias ambientales, paralelamente restaron eficacia 
a este instrumento, mientras «favorecen al solicitante a 

costa de riesgos mayores en un trámite que exige 
estudios, evaluaciones previas y verificaciones en 

campo que requieren dedicación de tiempo para hacerlo 
correctamente»547. «Bajo dichas circunstancias, las 

autoridades ambientales no sólo tienen que ser eficaces y 
ágiles en sus procedimientos administrativos, sino además 

que en dichos plazos perentorios, se garantice el 
cumplimiento de los principios de prevención y precaución, 

tomando decisiones que minimicen el riesgo de daño 
ambiental producto del desarrollo de un proyecto, obra o 

actividad sujeta al licenciamiento»

Según IERNMA 2016-2017, «la fiscalización realizada por 
la ANM a las unidades productivas mineras no tiene 

consecuencias claras frente al incumplimiento normativo, 
por lo que se incentivan las malas prácticas en la actividad 

y se favorece la ilegalidad».

Las medidas creadas para reducir el tiempo de 
trámite de licencias ambientales, restaron eficacia a 

este instrumento.

la fiscalización minera no tiene consecuencias 
claras frente al incumplimiento normativo

Finalmente, el informe sobre el Estado de los Recursos Naturales y del Medio Ambiente de la vigencia 
2018-2019 que se presentó al Congreso de la República en el año 2020, expone las siguientes 
problemáticas respecto del seguimiento y control al cumplimiento de las obligaciones ambientales 
mineras:
- «Los instrumentos de manejo ambiental cumplen su labor solo como una formalidad documental y no 
como un orientador de las acciones de las autoridades ambientales para que se eviten, controlen o 
mitiguen los diversos impactos asociados a la actividad minera».
- «Las empresas mineras no remiten información completa oportuna y confiable y en otros casos la 
información evidencia incumplimientos a las obligaciones ambientales sin que la autoridad actúe en 
consecuencia».
- La actuación de las autoridades ambientales no es oportuna ni eficiente «lo que impide la imposición 
de medidas efectivas frente a los impactos ambientales que se producen al interior de los proyectos».
- El proceso administrativo sancionatorio ambiental es ineficiente «lo cual implica pérdida de imagen y 
respeto institucional por parte de la población y las empresas mineras en relación con los reiterativos 
incumplimientos de las obligaciones ambientales de dichas empresas».
- «Incumplimiento de las figuras de compensación y restauración frente al daño ambiental causado por 
las acciones de aprovechamiento forestal».
- «En las compensaciones por afectación no se incluyeron las correspondientes a suelos, fauna, 
recurso hídrico superficial y aguas subterráneas, lo que conlleva a que se presente en todos los casos 
pérdida neta de biodiversidad y la generación de afectaciones irreversibles sobre estos elementos del 
capital natural».
- «Se requiere planear y asegurar los fondos para el manejo integrado de los botaderos (Amplios y 
elevados montículos conformados con material de escombro minero), las extensas y profundas 
excavaciones, algunas de las cuales, se han constituido como cuerpos de agua estacada en el fondo de 
los Pits mineros ya abandonados y que almacenan grandes volúmenes de aguas contaminadas con 
sulfuros y otros compuestos minerales y elementos pesados presentes en las rocas que conforman el 
yacimiento y las paredes de estas excavaciones».
- «Al margen de la adecuación morfológica y paisajística se deben establecer las condiciones 
necesarias para el repoblamiento de fauna y flora nativas y la conformación de corredores de 
conectividad o puentes de reconexión de las áreas separadas o aisladas por efecto del desarrollo de los 
proyectos mineros».

Los instrumentos de manejo ambiental cumplen 
solo como una formalidad documental y no como 
un orientador de las acciones de las autoridades 

ambientales

Las empresas mineras no remiten información 
completa oportuna y confiable y hay 

incumplimientos sin consecuencias desde la 
autoridad ambiental.

Desde esta perspectiva, es incuestionable que a los 
recurrentes les asiste la razón cuando afirman que el 

ordenamiento minero ambiental efectivamente contempla 
instrumentos de prevención dirigidos a controlar, mitigar, 

prevenir y corregir los impactos ambientales, sin embargo, 
para que estos instrumentos cumplan con el fin para el cual 

fueron creados es necesario robustecer su 
reglamentación y trabajar en mecanismos de 

articulación y fortalecimiento institucional a la gestión 
pública.

Débil articulación y fortalecimiento institucional a la 
gestión pública.

En el componente de control y fiscalización minera, la Sala 
considera que, sistemáticamente, las autoridades públicas 
recurrentes permitieron la transgresión de los mencionados 
derechos colectivos por cuenta de: (a) las debilidades en la 
gestión de la información y el uso de la tecnología; (b) los 
problemas de planeación minero-ambiental, y (c) el déficit 
legislativo e incumplimiento de compromisos de política 

pública.

Debilidades en la gestión de la información y el uso 
de la tecnología

La Sala advierte que la falta de sistemas de comunicación, 
evaluación y seguimiento de los diferentes instrumentos de 
gestión minero-ambiental, es una de las causas directas de la 
transgresión de los derechos colectivos amparados por la 
autoridad judicial que resolvió la primera instancia.

falta de sistemas de comunicación, evaluación y 
seguimiento de los diferentes instrumentos de 

gestión minero-ambiental

Plan Preventivo y correctivo de PAM
Aumentar a capacidad y recurso 

humano para la correcta utilización de la 
información.

Cierre y pasivo

General: se puede transversalizar en 
varios productos que ya están 

contemplados. 

Cuello de botella porque no podemos 
identificar los riesgos de corrupción

Ya estaría contemplado

Nueva

Nueva

Solucionado

Nueva

Nueva

NETAMENTE AMBIENTE

Temas sancionatorioSOLUCIONADO

Nueva

Nueva; eje 2 en su totalidad

Criterios de ponderación

Tecnológico / Innovación

Gobernabilidad

Financiero / económico

Capital humano

Articulaciión y mecanismos 
de viaiblización institucional

Desarrollar mecanismos para 
la fiscalización en tiempo real  

de proyectos mineros en 
territorio a través de 

paquetes tecnológicos

Integrar los mecanismos 
para la fiscalización en 

tiempo real  de proyectos 
mineros con los sistemas 

existentes del sector 
minero-ambiental

rotación

¿Cómo lo está haciendo la 
ANM actualmente?

Revisar el tema del fondo

Articulación entre la ANM, Autoridades ambientales MEDIR (visitas 
conjuntas - obligarloooos) LINEAMIENTOS DE FISCALIZACIÓN

Técnicos: verificación de buenas prácticas y compromisos técnicos adquiridos por el titular de acuerdo con 
la etapa contractual que adelante, conforme con Los Trabajos Exploratorios o Los Planes Mineros 

aprobados.
·  Seguridad e Higiene: verificación rigurosa el cumplimiento de las disposiciones que regulan las 

condiciones de seguridad e higiene para el desarrollo de las actividades de exploración, construcción y 
montaje y explotación de minerales.

·  Seguridad Social: verificación de las adecuadas coberturas de los trabajadores mineros, acorde con el 
nivel de riesgo al que están expuestos en sus labores.

·  Jurídicos: verificación de presencia de minería ilegal y/o actividad minera adelantada por el titular en 
zonas excluidas y restringidas para la minería.

·  Ambientales y Sociales: verificación de buenas prácticas y compromisos ambientales y sociales, en 
especial la tenencia y vigencia de los instrumentos adoptados e impuestos por las autoridades ambientales 

para el desarrollo de actividades mineras.

ANM Ambiente

Alertas

Capacidad insuficiente

ANM Ambiente

Visitas conjuntas

No existe una 
delimitación de 

competencias entre las 
autoridades

Producto enfocado a la articulación. aún no hay un 
cómo. Propuesta es que visiten minas juntitos.

Apropiación de instrumentos

Solo con ley minera.

factores de riesgo físico, ocupacional y 
epidemiológico para los trabajadores y las 

poblaciones ubicadas en áreas de influencia 
minera

Implementar un instrumento para el 
posicionamiento de la salud pública en el 

sector minero-ambiental

Implementar una batería de indicadores 
ambientales en el proceso de fiscalización 

Actualizar las guías minero-ambientales con enfoque a la pequeña 
y mediana minería como instrumentos orientadores en todo el ciclo 

de vida de los proyectos mineros 

Nueva Normatividad para que esto pase

Interoperabilidad 

Conocimiento derivado de la interoperabilidad

Actualizar los términos de referencia ambientales 
y mineros

EIA se debe incluir

EJE 1

Construir normatividad para que esto pase

Crear mecanismos de articulación entre la autoridad minera y la 
autoridad ambiental para la aprobación de instrumentos técnicos 

(Programa de Trabajos y Obras-PTO y Estudio de Impacto 
Ambiental-EIA).

Nueva

interoperabilidad

Interoperabilidad

Ministerio de Justicia; Hacienda; Fiscaliía; ANM Priorización: seguridad, ambiental, financiera, social. 
Hablar con formalización y revisar pertinencia de sagrilaft para 

barequeros

Alternativa Ana: Contempla la manera en la que se 
hace la revisión documental

Seguridad

Coordinación

Competencia

Además, es 
catastro minero

Formular y actualizar instrumentos técnicos que contribuyan a la 
estandarización de criterios para el ejercicio de las funciones de 

control, seguimiento y fiscalización de la actividad minera, teniendo 
en cuenta las particularidades de las regiones del país y del 

mineral a explotar.

Supuesto: Que estén actualizados los lineamientos de fiscalización
Revisar si los lineamientos 

de fiscalización están 
actualizados

Indicador de gestión Indicador de producto

(Instrumentos técnicos de 
fiscalización actualizados / 
Instrumentos técnicos de 

fiscalización por actualizar) 
* 100

Actualizar los instrumentos técnicos para la estandarización de 
criterios en el ejercicio de las funciones de control, seguimiento y 

fiscalización de la actividad minera.  

Esto ya debería estar contemplado en criterios de fiscalización

Construir el marco legal para la obligatoriedad de la obtención de la 
licencia ambiental en la etapa de exploración de los proyectos 

mineros, que atienda a criterios diferenciales de acuerdo con el tipo 
de minería

Proceso

Actualizar los términos de referencia ambientales 
y mineros

EJE 1

Revisar a profundidad

Revisar y proponer aspectos normativos que regulen las actividades de 
fiscalización en áreas con prerrogativas de explotación en trámites 

sancionatorios.

Gestión y/o 
actividad: 

lineamientos de 
fiscalización

Articular mintrabajo

Elaborar estrategia de capacitación y 
entrenamiento para la modernización 
y/o actualización de las actividades 

mineras. 

Implementar sistemas informáticos para la estructuración y 
disposición de información técnica (regalías, formato básico minero 

- FBM, instrumento técnico - reservas) de manera ágil para la 
autoridad minera.

Ya está arriba

Eje 5

Incluir en los términos de referencia, 
consideraciones de salud pública en el sector 

minero-ambiental

Incluir en guías de minería

Incluir en fiscalización aspectos medibles de 
salud pública

Lineamientos de fiscalización

Implementar sistemas informáticos para la estructuración y 
disposición de información técnica (regalías, formato básico minero 

- FBM, instrumento técnico - reservas) de manera ágil para la 
autoridad minera.

Construir el marco legal para la obligatoriedad de la obtención de la 
licencia ambiental en la etapa de exploración de los proyectos 

mineros, que atienda a criterios diferenciales de acuerdo con el tipo 
de minería

Crear mecanismos de articulación entre la autoridad minera y la 
autoridad ambiental para la aprobación de instrumentos técnicos 

(Programa de Trabajos y Obras-PTO y Estudio de Impacto 
Ambiental-EIA).

Fiscalización



Participación comunitaria y relacionamiento con los 
territorios

Problemáticas

Acciones

"Participación Ciudadana" Cita del documento

Acciones reformadas
Actividades

Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

La desarticulación institucional y las miradas fragmentadas del 
territorio pueden influir en conflictos caracterizados por la ausencia 

de mecanismos para la participación efectiva, la falta de adecuación 
cultural y social de las estrategias de relacionamiento de la 

institucionalidad, la asimetría de conocimientos en los espacios de 
diálogo e interlocución ciudadanía ? Estado, el déficit de 

transparencia en la divulgación de la información.

Ausencia de mecanismos para la 
participación efectiva

Falta de adecuación cultural y 
social de las estrategias de 

relacionamiento de la 
institucionalidad

Falta de entendimiento entre 
estado y sociedad debido a la 
asimetría en los espacios de 

diálogo e interlocución ciudadana

De acuerdo con el Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz 
(indepaz) (Indepaz, 2022) en Colombia los conflictos 

socioambientales han escalado ostensiblemente en las últimas 
décadas, asociándose principalmente a las actividades mineras, la 
deforestación, la construcción de hidroeléctricas, entre otros. En el 
año 2022, de 134 conflictos ambientales en el país, los siguientes 

sectores son generadores de mayores impactos: sector minero 
(35%), de combustibles fósiles (16%), biomasa y tierras y gestión del 

agua (10%) (EJOLT, 2022). Según cifras del Observatorio de 
Conflictos Mineros de América Latina - OCMAL, entre 1991-2016 
hubo un registro de 277 situaciones conflictivas identificadas en 
todos los países, y 19 corresponden a situaciones en Colombia. 

Adicionalmente, se encuentra un contexto de inequidad, en el que el 
porcentaje de pobreza es más alto en departamentos con alta 
actividad minera minero, como el caso de La Guajira, con una 

incidencia de pobreza monetaria a 2021 del 67,4%, Chocó con el 
63,4%, Cauca el 58,3%, Cesar el 56%, Norte de Santander 52,5%, 

Nariño 47,6% y Tolima con el 43,2%, por encima del promedio 
nacional. Así mismo, en departamentos con mayor área de territorios 

étnicos como Chocó, Cauca y La Guajira, se presentan tres veces 
más condiciones de pobreza extrema comparado con el promedio 

nacional (DANE, Departamento Nacional de Planeación, 2022). Este 
contraste fue reconocido en la investigación derivada de la sentencia 

T- 445 de 201659, dado que los municipios y departamentos con 
presencia de industria minera a mediana y gran escala, cuentan con 

mayor recaudo de regalías y, por tanto, deberían tener las 
herramientas para facilitar la superación de las condiciones de 

pobreza de sus habitantes.

Aumento en los conflictos 
socioambientales por presencia 

de tensiones entre las actividades 
mineras y los contextos 

socioculturales territoriales

De forma paralela se desarrollan otras tensiones y conflictividad, 
entre otros factores por: corrupción, evasión fiscal, poco desarrollo 

de otras actividades económicas diferentes a la extracción de 
recursos; adicional a otros efectos negativos y de vulneración de 

derechos que, entre otros, ha limitado la confiabilidad y aprobación 
social de los proyectos a desarrollarse a futuro 60. La violencia 

expresada en los conflictos socioambientales ha generado que al día 
de hoy 712 personas lideres y lideresas defensoras del medio 

ambiente hayan sido asesinadas desde la firma del acuerdo de paz, 
de ellos 364 son indígenas (custodios ancestrales de la madre tierra, 

93 son afrodescendientes miembros de Consejos Comunitarios 
protectores del territorio, 122 son campesinos defensores de 

territorios, 25 son líderes activistas ecologistas y 108 campesinos 
miembros de Juntas de Acción Comunal que se han caracterizado 

por la defensa de su territorio (Indepaz, 2022).

Aumento en los conflictos 
sociales a causa de corrupción, 

evasión fiscal

Baja diversificación económica,

 Vulneración de derechos

Por ello, la Corte Constitucional exhortó al Congreso de la República 
para que ?en el menor tiempo posible defina uno o varios 

mecanismos de participación ciudadana y uno o varios instrumentos 
de coordinación y concurrencia nación territorio?

Insuficiencia en los mecanismos 
de participación e instrumentos 

de coordinación

Asociado a la protección de derechos a la participación, un elemento 
de prevención de esta conflictividad es la garantía del derecho de 

acceso a la información (Acción de Tutela de Liliana Mónica Flores 
Arcila contra el Tribunal Administrativo del Quindío, 2016)63. Con la 
información adecuada, la población y autoridades locales pueden 

tomar decisiones informadas y pronunciarse con base en los riesgos 
y potencialidades que produce cualquier proyecto minero energético. 

En este sentido, es necesario vincular el acceso a la información 
previa, permanente, transparente, clara y suficiente, de forma 

transversal en los diferentes sistemas de información, así como en 
los instrumentos de política, evaluación y control de las operaciones 

del sector, que apunten a su vez a la democratización de la 
información. Así mismo, hay información generada por la ciudadanía 

sobre sus territorios, costumbres, economía local, entre otros 
aspectos, que muchas veces no es usada ni tenida en cuenta por las 
instituciones o por los titulares mineros en la toma de decisiones, por 
lo que se pierde la oportunidad de conocer más el área de influencia 

de los proyectos.

Baja disponibilidad de 
información

En materia de solicitudes mineras se estima que 439 solicitudes 
mineras se traslapan con 70 solicitudes de legalización de 

resguardo; 195 solicitudes mineras se traslapan con 16 solicitudes 
de territorios ancestrales; y 131 solicitudes mineras se traslapan con 
38 solicitudes de legalización de resguardo colonial. Para el caso de 
comunidades negras, 175 solicitudes mineras se traslapan con 87 
pretensiones territoriales de afrocolombianos. Lo que motiva que 

este tema no quede rezagado o al margen y también sea pertinente 
prever acciones que permitan dar cumplimiento a las decisiones 

jurisprudenciales que han desarrollado el tema.

Traslape entre solicitudes 
mineras y territorios étnicos

La nueva política minera tiene como desafío comprender la diversidad étnica, territorial, social y cultural del 
país, con el fin de garantizar el derecho a la participación y ejercicio de las veedurías de la ciudadanía en el 
marco de la formulación y puesta en marcha de proyectos mineros en los territorios. Asumir este reto implica 

reconocer que hoy existe una profunda deuda en la garantía de este derecho y que, por lo tanto, deben 
iniciarse acciones inmediatas que apunten a la transformación de esta realidad. La Corte Constitucional en 

su sentencia T-445/16 estableció que:

Revisar, actualizar y fortalecer los procedimientos y 
mecanismos de participación existentes desde el 

sector minas a fin de incluir elementos de 
participación incidente y dar cumplimiento a las 

órdenes dictadas en la sentencia SU-095 de 2018.

Reforzar los mecanismos de participación 
ciudadana desde los sectores ambiental y minero 

en cada una de las etapas del ciclo minero, incluido 
el licenciamiento ambiental.

Formular estrategias de diálogo con las empresas 
mineras en línea con los manuales de 

funcionamiento y de las directrices de Naciones 
Unidas y de la OCDE sobre el respeto de los 

derechos humanos y la debida diligencia.

Actualizar e implementar la estrategia de 
relacionamiento del sector minero para propiciar 

condiciones para el desarrollo de actividades 
mineras de forma armónica, promoviendo la 
prevención, gestión, manejo y resolución de 

conflictos en los territorios.

Activar y robustecer el observatorio de 
conflictividad socio ambiental de Minenergía y la 

ANM con el fin de ser utilizado por la 
institucionalidad minera y ambiental en la 

prevención, seguimiento y resolución de los 
conflictos.

Revisar las iniciativas legislativas en curso sobre 
participación ciudadana relacionadas con la 

actividad minera para identificar elementos acordes 
al fortalecimiento de la política pública del sector 

minero.

Reforzar los mecanismos de transparencia y 
acceso a la información del conocimiento del 

sector, con información sobre cómo y para qué se 
desarrollan las actividades mineras en el territorio, 

en procura de contribuir a la generación de 
opiniones informadas.

Actualizar la estrategia de relacionamiento del 
sector minero con programas y proyectos que 

fortalezcan el diálogo, la comunicación y la 
información con las entidades territoriales, sus 

autoridades locales y autoridad ambiental con el fin 
de aplicar principios de coordinación y concurrencia 

e información suficiente.

Facilitar mecanismos para el aprovechamiento y 
uso de la información producida por la academia y 

la ciudadanía que pueda aportar a la toma de 
decisiones en el desarrollo de las políticas del 

sector.

Lo anterior, encaminado a comunidades altamente 
empoderadas a partir de su formación en 

democracia participativa; instituciones públicas 
fortalecidas por la apropiación del enfoque de 

derechos, sistémico y diferencial en el promoción y 
protección del derecho fundamental a la 

participación; empresas del sector potenciadas por 
un relacionamiento con las comunidades basado 

en legitimidad, la credibilidad y la confianza.

Analizar y construir propuestas para el Ministerio 
del Interior sobre posibles estrategias para 
garantizar el derecho a la consulta previa 

indagando por la reglamentación que precise sus 
mecanismos de aplicación y vincule los avances 

jurisprudenciales. Además, que pueda contemplar 
la consulta de forma previa al otorgamiento del 

título minero.

Actualizar y diseñar la estrategia de 
relacionamiento del sector minero energético con 

énfasis en comunidades étnicas.

Propiciar espacios de intercambio y construcción 
de saberes que aporten a la generación de 

conocimiento y democratización de la información, 
teniendo en cuenta, entre otros, los preceptos del 

Acuerdo de Escazú.

Revisar, actualizar y fortalecer los 
procedimientos y mecanismos de participación 
existentes desde el sector minas a fin de incluir 

elementos de participación incidente y dar 
cumplimiento a las órdenes dictadas en la 

sentencia SU-095 de 2018.

Adoptar protocolos unificados para el ejercicio de la 
participación interinstitucional, comunitaria y de la 
sociedad civil para el ordenamiento, evaluación, 

fiscalización, seguimiento y control de las 
actividades mineras en todo el ciclo minero.

PRIMERO.- LEVANTAR LA SUSPENSIÓN DE TÉRMINOS ordenada el 1 de noviembre de 2017.
 
SEGUNDO.- REVOCAR  las sentencias proferidas: i) el seis (6) de julio de dos mil diecisiete (2017) por la 
Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en segunda instancia, 
que declaró la cesación de la actuación impugnada por carencia actual de objeto, y ii) el (30) de mayo de 
dos mil diecisiete (2017) por la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 
Estado, en primera instancia, que resolvió negar el amparo constitucional solicitado por la empresa 
Mansarovar Energy Colombia Ltda. En su lugar CONCEDER EL AMPARO solicitado; con base en las 
razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
 
TERCERO.-En consecuencia, DEJAR SIN EFECTOS la providencia proferida el siete (07) de marzo de 
2017 por el Tribunal Administrativo del Meta, dentro del proceso de control previo de constitucionalidad de la 
consulta popular en el Municipio de Cumaral, Meta, y las actuaciones subsiguientes.
 
CUARTO.- EXHORTAR al Congreso de la República para que en el menor tiempo posible defina uno o 
varios mecanismos de participación ciudadana y uno o varios instrumentos de coordinación y concurrencia 
nación territorio, con fundamento en la parte motiva de esta providencia. 
 
QUINTO.- ORDENAR a la Agencia Nacional de Hidrocarburos poner en práctica un procedimiento que 
permita la coordinación y concurrencia con las entidades territoriales para la definición y determinación de 
áreas para la exploración y explotación de hidrocarburos.
 
SEXTO.- ORDENAR al Ministerio de Minas y Energía, a la Agencia Nacional de Hidrocarburos y a la 
Agencia Nacional de Minería mantengan y fortalezcan, de acuerdo con los criterios de esta providencia, 
programas y proyectos que fortalezcan el diálogo, la comunicación y la información con las 
entidades territoriales y sus autoridades locales con el fin de aplicar principios de coordinación y 
concurrencia e información suficiente.
 
SÉPTIMO.- ORDENAR al Ministerio de Minas y Energía, al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
a la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, a la Agencia Nacional de Hidrocarburos y a la Agencia 
Nacional de Minería, a la Unidad de Planeación Minero Energética, al Servicio Geológico Colombiano, que 
en la política pública de los sectores de hidrocarburos y de minería, así como en los contratos de 
concesión robustezcan las estrategias y cláusulas contractuales de participación ciudadana, 
información, coordinación de acciones sociales y de inversiones sociales con entidades públicas y 
exijan así a las empresas del sector minero energético que respeten los derechos humanos, realicen 
acciones de debida diligencia para la gestión de los riegos ambientales y sociales con ocasión de 
las operaciones de sus actividades y amplíen espacios de información con los alcaldes de los 
municipios donde operan.
 
OCTAVO.- INSTAR a los alcaldes de los municipios del país para que en el marco de sus competencias de 
ordenamiento territorial tengan en cuenta los principios de coordinación y concurrencia con las autoridades 
nacionales.
 
NOVENO.- LÍBRESE por Secretaría General la comunicación prevista en el artículo 36 del Decreto 2591 de 
1991.
 
Cópiese, comuníquese, notifíquese, publíquese, insértese y cúmplase.

Puede ser actividad

Puede ser actividad

Implementar la estrategia de relacionamiento del 
sector minero para propiciar condiciones para el 

desarrollo de actividades mineras de forma 
armónica, en la que se promueva la prevención, 
gestión, manejo y resolución de conflictos en los 

territorios.

Muy posible

Poner en marcha el observatorio de conflictividad 
socio ambiental de Minenergía y la ANM con el fin 

de ser utilizado por la institucionalidad minera y 
ambiental en la prevención, seguimiento y 

resolución de los conflictos.

Gestión

Reforzar los mecanismos de participación ciudadana para lo cual se 
revisarán y fortalecerán los procedimientos existentes para la 

realización de audiencias públicas previas al otorgamiento del título 
minero y, así, garantizar un diálogo social y una participación efectiva 

de las comunidades de la zona, con la concurrencia de las 
autoridades territoriales correspondientes. Lo anterior, mientras el 

Congreso de la República regula sobre la materia.

Eje 3

Reforzar los mecanismos de transparencia y 
acceso a la información del conocimiento del 

sector, con información sobre cómo y para qué se 
desarrollan las actividades mineras en el territorio, 

en procura de contribuir a la generación de 
opiniones informadas.

Poner en marcha el observatorio de conflictividad 
socio ambiental de Minenergía y la ANM con el fin 

de ser utilizado por la institucionalidad minera y 
ambiental en la prevención, seguimiento y 

resolución de los conflictos.

Gestión

Gestión

I mplementar la estrategia de relacionamiento del 
sector minero energético con énfasis en 

comunidades étnicas.

Eje3

Implementar el Mecanismo para la Validación de 
Información de los Proponentes Mineros  por parte de la 

Autoridad Minera para la identificación del riesgo de 
lavado de activos

Integrar los ecosistemas del SINAP en los que 
esté prohibida o restringida la minería, así como 
las áreas de conservación in situ de origen legal 

que no pertenecen al SINAP.

Eje 1

Adoptar protocolos unificados para el ejercicio de 
la participación interinstitucional, comunitaria y de 
la sociedad civil para el ordenamiento, evaluación, 

fiscalización, seguimiento y control de las 
actividades mineras.



De forma paralela se desarrollan otras tensiones y conflictividad, 
entre otros factores por: corrupción, evasión fiscal, poco desarrollo 

de otras actividades económicas diferentes a la extracción de 
recursos; adicional a otros efectos negativos y de vulneración de 

derechos que, entre otros, ha limitado la confiabilidad y aprobación 
social de los proyectos a desarrollarse a futuro 60. La violencia 

expresada en los conflictos socioambientales ha generado que al día 
de hoy 712 personas lideres y lideresas defensoras del medio 

ambiente hayan sido asesinadas desde la firma del acuerdo de paz, 
de ellos 364 son indígenas (custodios ancestrales de la madre tierra, 

93 son afrodescendientes miembros de Consejos Comunitarios 
protectores del territorio, 122 son campesinos defensores de 

territorios, 25 son líderes activistas ecologistas y 108 campesinos 
miembros de Juntas de Acción Comunal que se han caracterizado 

por la defensa de su territorio (Indepaz, 2022).

Aumento en los conflictos 
sociales a causa de corrupción, 

evasión fiscal

Baja diversificación económica,

En materia de solicitudes mineras se estima que 439 solicitudes 
mineras se traslapan con 70 solicitudes de legalización de 

resguardo; 195 solicitudes mineras se traslapan con 16 solicitudes 
de territorios ancestrales; y 131 solicitudes mineras se traslapan con 
38 solicitudes de legalización de resguardo colonial. Para el caso de 
comunidades negras, 175 solicitudes mineras se traslapan con 87 
pretensiones territoriales de afrocolombianos. Lo que motiva que 

este tema no quede rezagado o al margen y también sea pertinente 
prever acciones que permitan dar cumplimiento a las decisiones 

jurisprudenciales que han desarrollado el tema.

Traslape entre solicitudes 
mineras y territorios étnicos

Revisar, actualizar y fortalecer los procedimientos y 
mecanismos de participación existentes desde el 

sector minas a fin de incluir elementos de 
participación incidente y dar cumplimiento a las 

órdenes dictadas en la sentencia SU-095 de 2018.

Reforzar los mecanismos de participación 
ciudadana desde los sectores ambiental y minero 

en cada una de las etapas del ciclo minero, 
incluido el licenciamiento ambiental.

Formular estrategias de diálogo con las 
empresas mineras en línea con los manuales de 
funcionamiento y de las directrices de Naciones 

Unidas y de la OCDE sobre el respeto de los 
derechos humanos y la debida diligencia.

Actualizar e implementar la estrategia de 
relacionamiento del sector minero para propiciar 
condiciones para el desarrollo de actividades 

mineras de forma armónica, promoviendo la 
prevención, gestión, manejo y resolución de 

conflictos en los territorios.

Revisar las iniciativas legislativas en curso sobre 
participación ciudadana relacionadas con la 

actividad minera para identificar elementos acordes 
al fortalecimiento de la política pública del sector 

minero.

Actualizar la estrategia de relacionamiento del 
sector minero con programas y proyectos que 

fortalezcan el diálogo, la comunicación y la 
información con las entidades territoriales, sus 

autoridades locales y autoridad ambiental con el fin 
de aplicar principios de coordinación y 

concurrencia e información suficiente.

Lo anterior, encaminado a comunidades altamente 
empoderadas a partir de su formación en 

democracia participativa; instituciones públicas 
fortalecidas por la apropiación del enfoque de 

derechos, sistémico y diferencial en el promoción y 
protección del derecho fundamental a la 

participación; empresas del sector potenciadas por 
un relacionamiento con las comunidades basado 

en legitimidad, la credibilidad y la confianza.

Analizar y construir propuestas para el Ministerio 
del Interior sobre posibles estrategias para 
garantizar el derecho a la consulta previa 

indagando por la reglamentación que precise sus 
mecanismos de aplicación y vincule los avances 

jurisprudenciales. Además, que pueda contemplar 
la consulta de forma previa al otorgamiento del 

título minero.

Actualizar y diseñar la estrategia de 
relacionamiento del sector minero energético con 

énfasis en comunidades étnicas.

PRIMERO.- LEVANTAR LA SUSPENSIÓN DE TÉRMINOS ordenada el 1 de noviembre de 2017.
 
SEGUNDO.- REVOCAR  las sentencias proferidas: i) el seis (6) de julio de dos mil diecisiete (2017) por la 
Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en segunda instancia, 
que declaró la cesación de la actuación impugnada por carencia actual de objeto, y ii) el (30) de mayo de 
dos mil diecisiete (2017) por la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 
Estado, en primera instancia, que resolvió negar el amparo constitucional solicitado por la empresa 
Mansarovar Energy Colombia Ltda. En su lugar CONCEDER EL AMPARO solicitado; con base en las 
razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
 
TERCERO.-En consecuencia, DEJAR SIN EFECTOS la providencia proferida el siete (07) de marzo de 
2017 por el Tribunal Administrativo del Meta, dentro del proceso de control previo de constitucionalidad de la 
consulta popular en el Municipio de Cumaral, Meta, y las actuaciones subsiguientes.
 
CUARTO.- EXHORTAR al Congreso de la República para que en el menor tiempo posible defina uno o 
varios mecanismos de participación ciudadana y uno o varios instrumentos de coordinación y concurrencia 
nación territorio, con fundamento en la parte motiva de esta providencia. 
 
QUINTO.- ORDENAR a la Agencia Nacional de Hidrocarburos poner en práctica un procedimiento que 
permita la coordinación y concurrencia con las entidades territoriales para la definición y determinación de 
áreas para la exploración y explotación de hidrocarburos.
 
SEXTO.- ORDENAR al Ministerio de Minas y Energía, a la Agencia Nacional de Hidrocarburos y a la 
Agencia Nacional de Minería mantengan y fortalezcan, de acuerdo con los criterios de esta providencia, 
programas y proyectos que fortalezcan el diálogo, la comunicación y la información con las 
entidades territoriales y sus autoridades locales con el fin de aplicar principios de coordinación y 
concurrencia e información suficiente.
 
SÉPTIMO.- ORDENAR al Ministerio de Minas y Energía, al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
a la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, a la Agencia Nacional de Hidrocarburos y a la Agencia 
Nacional de Minería, a la Unidad de Planeación Minero Energética, al Servicio Geológico Colombiano, que 
en la política pública de los sectores de hidrocarburos y de minería, así como en los contratos de 
concesión robustezcan las estrategias y cláusulas contractuales de participación ciudadana, 
información, coordinación de acciones sociales y de inversiones sociales con entidades públicas y 
exijan así a las empresas del sector minero energético que respeten los derechos humanos, realicen 
acciones de debida diligencia para la gestión de los riegos ambientales y sociales con ocasión de 
las operaciones de sus actividades y amplíen espacios de información con los alcaldes de los 
municipios donde operan.
 
OCTAVO.- INSTAR a los alcaldes de los municipios del país para que en el marco de sus competencias de 
ordenamiento territorial tengan en cuenta los principios de coordinación y concurrencia con las autoridades 
nacionales.
 
NOVENO.- LÍBRESE por Secretaría General la comunicación prevista en el artículo 36 del Decreto 2591 de 
1991.
 
Cópiese, comuníquese, notifíquese, publíquese, insértese y cúmplase.

Puede ser actividad

Puede ser actividad

Gestión

Reforzar los mecanismos de participación ciudadana para lo cual se 
revisarán y fortalecerán los procedimientos existentes para la 

realización de audiencias públicas previas al otorgamiento del título 
minero y, así, garantizar un diálogo social y una participación efectiva 

de las comunidades de la zona, con la concurrencia de las 
autoridades territoriales correspondientes. Lo anterior, mientras el 

Congreso de la República regula sobre la materia.

Gestión

Gestión

Implementar la estrategia de relacionamiento del 
sector minero energético con énfasis en 

comunidades étnicas.

Eje3

Implementar el Mecanismo para la Validación de 
Información de los Proponentes Mineros  por parte de la 

Autoridad Minera para la identificación del riesgo de 
lavado de activos

Integrar los ecosistemas del SINAP en los que 
esté prohibida o restringida la minería, así como 
las áreas de conservación in situ de origen legal 

que no pertenecen al SINAP.

Eje 1

Activar y robustecer el observatorio de 
conflictividad socio ambiental de Minenergía y la 

ANM con el fin de ser utilizado por la 
institucionalidad minera y ambiental en la 

prevención, seguimiento y resolución de los 
conflictos.

Reforzar los mecanismos de transparencia y 
acceso a la información del conocimiento del 

sector, con información sobre cómo y para qué se 
desarrollan las actividades mineras en el territorio, 

en procura de contribuir a la generación de 
opiniones informadas.

Facilitar mecanismos para el aprovechamiento y 
uso de la información producida por la academia y 

la ciudadanía que pueda aportar a la toma de 
decisiones en el desarrollo de las políticas del 

sector.

Propiciar espacios de intercambio y construcción 
de saberes que aporten a la generación de 

conocimiento y democratización de la información, 
teniendo en cuenta, entre otros, los preceptos del 

Acuerdo de Escazú.

Poner en marcha el observatorio de conflictividad 
socio ambiental de Minenergía y la ANM con el fin 

de ser utilizado por la institucionalidad minera y 
ambiental en la divulgación de información 
prevención, seguimiento y resolución de los 

conflictos.

Crear la plataforma nacional de participación 
ciudadana para el control, seguimiento y 

monitoreo de las actividades mineras

Establecer una estrategia de medios masivos con 
información minero ambiental

NUEVO

Implementar protocolos unificados, vinculantes y  
con herramientas de ponderación entre las figuras 

de utilidad pública e interés social para la 
participación interinstitucional, comunitaria en el 

abordaje de cuestiones de evaluación, 
fiscalización, seguimiento y control de las 

actividades mineras

Implementar una estrategia de relacionamiento del 
sector minero hacia la ciudadanía y otros actores, 

para proporcionar condiciones sociales y culturales 
aptas para el desarrollo de actividades mineras y 

reducción de conflictos sociales.

Adoptar protocolos unificados para el ejercicio de 
la participación interinstitucional, comunitaria y de 
la sociedad civil para el ordenamiento, evaluación, 
seguimiento y control de las actividades mineras 

en todo el ciclo minero.



Problemáticas
Acciones

"Participación Ciudadana" Cita del documento
Acciones reformadas Actividades

Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

5. La formalización y regularización minera

En América Latina y especialmente en el territorio 
colombiano la minería ancestral, artesanal, tradicional y 

de pequeña escala, ha sido empleada por algunas 
comunidades para sobrevivir a complejas condiciones 

económicas, figuras estas que no fueron suficientemente 
tratadas ni reguladas por el actual código de minas (Ley 

685 de 2001). Teniendo como una mera referencia 
indicativa los resultados del último Censo Minero 

Departamental de Colombia (practicado entre 
2010-2011), se evidencia que el oro representa el 

53.27% del total de los procesos formalizados, siendo el 
mineral más representativo del grupo, seguido por los 
materiales de construcción que representan el 28.21%

Baja formalización en minería 
ancestral, artesanal, tradicional y 

de pequeña escala

Así mismo, se estima que alrededor de 
35.080 mineros-mineras, a lo largo del 

territorio nacional estarían trabajando de 
manera informal; cifra que podría ser 

significativamente superior si se t ienen en 
cuenta los departamentos que no fueron 
objeto del censo ya referido, el potencial 

subregistro que subyace y la desactualización 
de la información

Las cifras revelan que en los últimos tres años un número importante 
de personas que desarrollan actividades mineras alcanzaron la 

regularización de operaciones mineras, no obstante, un importante 
número sigue sin alcanzar una plena formalización de sus actividades. 

Las razones son diferentes, por ejemplo, debido a dificultades 
asociadas a la ausencia de un trato diferenciado, pues por medio 
de los requerimientos normales del contrato de concesión, ellos 
no podrían alcanzar la formalización; por los largos trámites; por 

la falta de articulación efectiva entre las autoridades; por la 
necesidad de dar mayor acompañamiento a las poblaciones 

mineras, como efectivamente lo reconoció el artículo 5 de la Ley 
2250 de 2022. A partir del análisis de las diferentes solicitudes 

presentadas con el propósito de iniciar cualquiera de los trámites 
disponibles para obtener la formalización minera y ambiental, se 

observa que las principales brechas que han dificultado dicho trámite 
se atribuyen a debilidades institucionales, seguidas de los aspectos f 

inancieros, sociales, ambientales, técnicos y legales, entre otros.

No hay una construcción de 
enfoque diferencial en los 

procesos de formalización de la 
minería tradicional, ancestral, y 

pequeña minería

Se ha identificado que en las regiones en las que se desarrolla minería 
ancestral, artesanal, tradicional y de pequeña escala, se presentan 

altos índices de pobreza multidimensional, brechas en desarrollo 
tecnológico, una baja productividad, un limitado o nulo acceso al 
sector financiero, unas condiciones precarias de higiene y salud 
ocupacional, así como de seguridad en el trabajo, un muy bajo 

acceso a la oferta estatal, una precaria organización y 
capacidades de gestión insuficientes, entre otros. Lo que lleva a 

buscar una oferta institucional mediante el fomento a la minería 
sustentable que mejore las condiciones de vida, así como alternativas 
que permitan mejorar la gestión e implementación de lineamientos y 

programas para estos mineros-mineras, facilitar la articulación y 
coordinación de actores y aliados estratégicos y estimular el desarrollo 

de competencias, la transferencia tecnológica, la asociatividad y 
conocimientos de la población minera.

Bajos niveles de bienestar y 
calidad de vida en las regiones en 

las que se practica minería a 
pequeña escala

De otra parte, con relación a la promoción de buenas prácticas a lo 
largo de la cadena de valor de la actividad minera, principalmente la de 

pequeña escala, encontramos que, a pesar de las actividades de 
acompañamiento, asesoría, capacitación y asistencia técnica que 
adelantan las diferentes entidades del orden nacional y territorial, 

esta población minera presenta debilidades en el desarrollo de 
sus procesos. Lo anterior se evidencia en cifras como el 

cumplimiento de obligaciones que, para el año 2022 estuvo en el 
64%, dicha información corresponde al reporte realizado por la 

ANM en el indicador Sinergia ?Porcentaje del grado de 
cumplimiento de obligaciones mineras?. De esta manera, se 

puede apreciar que persisten las operaciones mineras con un bajo 
desempeño, es así como en el año 2022, se generaron 91 multas por 
incumplimientos técnicos, de seguridad e higiene minera, entre otros; 
de igual manera en 2022, se reportaron 82 títulos mineros caducados 

por incumplimientos de aspectos técnicos, de seguridad e higiene 
minera, entre otros.

Altos niveles de incumplimiento 
de la normatividad minera por 
parte de la pequeña minería

Otro aspecto para resaltar es el comportamiento de las cifras de 
accidentalidad en el país, las cuales dan cuenta de las debilidades del 

sector para desarrollar prácticas seguras, principalmente el de 
pequeña escala. Los datos históricos de la accidentalidad en el sector 
minero colombiano nos indican que, en el período comprendido entre 
el año 2005 y el 31 de diciembre de 202269, las fatalidades se han 
venido incrementando, en donde el promedio anual ha ascendido a 

108 trabajadores fallecidos por año7

 Incremento en la accidentalidad

para promover las buenas prácticas que contrarresten el impacto 
ambiental que producen las actividades no regularizadas e informales, 

de modo tal que se puedan brindar no solo fuentes de empleo e 
ingreso, sino condiciones sociales favorables en las regiones; sin 
embargo, los esfuerzos adelantados hasta el momento han sido 

efectivos sólo parcialmente, de manera que la pequeña minería y la 
minería artesanal requiere la articulación de acciones dirigidas al 

reconocimiento y amparo diferenciado de esa actividad, así como de 
aquellas personas que la ejercen y de las prácticas culturales y 

sociales asociadas a la misma

Baja diversificación económica y 
formalización de la equeña 
minería y minería artesanal

Gobernanza de las instituciones: Los trámites de formalización 
requieren el concurso y esfuerzo de múltiples instituciones, 

particularmente de aquellas que fungen como autoridades mineras y 
ambientales. Pese a los esfuerzos que se han adelantado en materia 
de coordinación y establecimiento de sinergias entre unas y otras, los 

tiempos de respuesta, conceptos, requerimientos técnicos y 
financieros, y otros semejantes, siguen representando desafíos. Esta 

situación ha contribuido -verbigracia- a que no se subsanen los 
requerimientos oportunamente,

Baja articulación institucional: 
retos en tiempos de respuesta, 

requerimientos técnicos y 
financieros

Condiciones de vulnerabilidad los territorios: Las operaciones 
mineras de pequeña escala se adelantan principalmente en territorios 

en condiciones de vulnerabilidad manifiesta, las cuales inciden de 
manera negativa en los trámites de formalización que se adelantan, 

además las condiciones negativas de la actividad minera sin 
instrumentos de control y seguimiento ambiental, derivando en grandes 

áreas impactadas por la minería. Algunos de ellos afectados por las 
limitaciones de acceso y cobertura a servicios de internet, así como al 
conocimiento sobre el uso de estas herramientas tecnológicas, lo que 

restringe la posibilidad de acceder a los sistemas digitales de 
radicación y verificación de estados de los trámites adelantados ante 

las autoridades. En otros contextos, la presencia de actores al margen 
de la ley repercute en el cumplimiento de las obligaciones y/o en la 
subsanación de los requerimientos por parte de las y los mineros, 

debido a restricciones de acceso a las áreas mineras, tanto para ellos 
como para las autoridades que constatan. Esta situación dificulta, entre 

otros aspectos, el levantamiento de información en campo para la 
elaboración de estudios técnicos que atiendan las solicitudes de las 

autoridades. Así mismo, imposibilita la presencia continua en las 
operaciones mineras, que en algunos trámites de formalización 
constituye un requisito para avanzar en la toma de decisiones.

Baja integración de herramientas 
tecnológicas 

Dificultades para el levantamiento 
de información en el campo para 

la elaboración de estudios 
técnicos que atiendan las 

solicitudes de las autoridades

Financiamiento: La mayoría de los mineros-mineras de pequeña escala 
que adelantan la actividad en el territorio nacional carecen de los 

mecanismos de financiamiento para suplir la documentación, estudios 
técnicos y demás requisitos exigibles por las autoridades para la toma 

de decisiones en los trámites que se surten ante las mismas. Los 
costos para la elaboración de esos estudios son onerosos y deben ser 

asumidos directamente por las personas interesadas.

Dificultades para el cumplimiento 
de los estudios técnicos y demás 

requisitos exigibles por las 
autoridades para la toma de 
decisiones en los trámites. 

Reglamentación tardía del Capítulo V de la Ley 70 de 1993: El Decreto 
1396 de 2023 reglamentó el Capítulo V de la Ley 70 de 1993 en 

relación con la adopción de mecanismos especiales para el fomento y 
desarrollo de las actividades mineras en los territorios colectivos de las 

comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras. En 
consecuencia, han transcurrido casi 30 años desde la expedición de la 
Ley 70 de 1993 sin mecanismos con enfoque etno-cultural asociados a 

las prácticas de producción minera de estas comunidades que 
permitan la formalización y promoción de actividades alrededor de la 
minería, alineados con la autonomía y voluntad de las comunidades 
alrededor de la gestión, utilización, administración y conservación de 

los recursos naturales no renovables existentes en sus territorios 
colectivos.

Falta de mecanismos 
etno-culturales en las prácticas 

mineras

Incertidumbre sobre la compatibilidad de la actividad minera con zonas 
ambientalmente protegidas: A la fecha, aún son objeto de definición 

ambiental algunas áreas de interés para la formalización de la pequeña 
minería, particularmente en lo relativo a sus características 

ecosistémicas, su delimitación y consecuente zonificación, ordenación, 
y, su eventual compatibilidad con la actividad minera. Adicionalmente, 

respecto de algunas restricciones susceptibles de ser superadas 
mediante trámites administrativos, como es el caso de las áreas de 
reserva forestal (protegidas mediante la Ley Segunda de 1959), no 
existe aún un procedimiento ajustado a las particularidades de las 

solicitudes de formalización minera que permita examinar, caso a caso, 
la viabilidad de la sustracción y la eventual autorización para la 

explotación de minería de pequeña escala en esas áreas.

Deficiencias en los 
procedimientos para la 

viabilización de la sustracción y 
eventual autorización para la 

explotación de minería de 
pequeña escala en las áreas 
ambientalmente protegidas.

Asistencia técnica para la formalización: Una de las principales brechas 
detectadas por la población minera es la dificultad para acceder a la 

asesoría y asistencia profesional adecuadas, que les permita 
consolidar los estudios técnicos requeridos, conforme a los términos de 

referencia exigibles, dentro de los procedimientos de formalización. 
Esa brecha relacionada con la dificultad de contar con asesorías 

idóneas y adecuadas, y cuyos servicios profesionales sean asequibles 
para la población de pequeños mineros, ha conducido que los 

procedimientos se archiven por falta de estudios, o porque los estudios 
presentados por algunos de esos profesionales no responden a los 

requisitos plasmados en la ley, de manera que los mismos son 
rechazados y, con ellos, las solicitudes de formalización.

Dificultades para acceder a 
servicios de asesoría y asistencia 

profesional adecuada para los 
procedimientos de formalización

Continuidad de los procesos: Desde el MinEnergía, así como desde su 
entidades adscritas se ha venido trabajando en estrategias que buscan 
mejorar las condiciones en las operaciones de mineros principalmente 
en la minería artesanal, ancestral y de pequeña escala; parte de las 

dificultades que hoy los mineros presentan, se debe a que no hay una 
política de Estado que permita la continuidad en el tiempo de estos 

esfuerzos, es por ello que es necesario darle más estabilidad mediante 
mecanismos normativos a las estrategias de formalización y fomento 

minero principalmente dirigido a la mineros en las escalas más 
vulnerables.

Ausencia de una política de 
estado para garantizar la 

continuidad de los procesos 

De otra parte, se evidencia la ausencia de mecanismos, estrategias o 
programas de reconversión productiva: Teniendo en cuenta la 

importancia de la conservación del ambiente, han surgido en Colombia 
marcos reglamentarios que prohíben la actividad minera en 

determinados territorios. No obstante, en algunos casos, a pesar de 
que los habitantes del territorio no pueden realizar la actividad minera 

por las condiciones ambientales, legales, técnicas, sociales y 
económicas, se presenta la ausencia de actividades alternativas al 
aprovechamiento de minerales. Lo cual aumenta la vulnerabilidad y 

conlleva al aumento de presiones ambientales y sociales en los 
territorios, que requieren mecanismos de promoción de prácticas 

sostenibles.

Ausencia de esfuerzos para la 
reconversión productiva

Trabajar en la construcción y gestión del proyecto de Nueva Ley 
Minera, que será presentado al Congreso de la República para 

su trámite legislativo.

Desarrollar las definiciones de minería artesanal y ancestral, 
que se ajusten a las realidades, técnicas y recorridos históricos, 

sociales y culturales de las comunidades dedicadas a estas 
labores. Este proceso debe realizarse a partir de un diálogo 

multidireccional en el cual se reconozcan todos aquellos 
factores en los cuales la minería se ha fundamentado durante 
generaciones como práctica económica, pero también como 

clave para entender los territorios, las relaciones dentro de las 
comunidades y de estas con sus entornos.

Precisar la focalización de planes, programas y proyectos 
derivados de esta política que atiendan los desafíos de esta 

población minera y que estos vayan ajustados de acuerdo con 
la realidad de cada población dentro de una visión diferencial en 
el territorio nacional. Así, defender derechos de explotación de 
personas y organizaciones que cuentan con arraigo territorial y 
comunitario, que permita su reconocimiento de manera efectiva 

y la aplicación del marco normativo vigente y sus reformas.

Crear nuevos puntos de atención regional de la autoridad 
minera nacional, especialmente en regiones con presencia de 
actividad minera, con potencial mineral, llevar a la autoridad 
minera al resto del país, así como crear oficinas satélites en 
municipios con gran actividad minera y graves problema de 

ilegalidad e informalidad, para seguir fortaleciendo el 
cubrimiento institucional de esta autoridad y facilitar de mejor 

manera la administración de los recursos mineros y la 
organización de la actividad minera en los territorios.

Adelantar acciones dirigidas a la implementación de buenas 
prácticas en la minería artesanal y ancestral, que propendan por 

la inclusión social en el territorio, fundamentada en la 
generación de habilidades y el fortalecimiento de competencias 
de la población minera, tomando como base aspectos de orden 

socioeconómico y cultural, así como de equidad de género y 
vinculando acciones de gestión del cambio.

Desarrollar estrategias para el fortalecimiento asociativo 
mediante acciones de apoyo en estructuración de figuras 

empresariales, alianzas estratégicas y desarrollo de capital 
humano que permitan fomentar acciones de escalamiento 

productivo en la población minera.

Contribuir a la generación y apropiación de valor por parte de 
los mineros-mineras artesanales, ancestrales y de pequeña 
escala, implementando planes, programas y proyectos que 

contribuyan a crear condiciones de dignificación de la actividad, 
mejoras en los índices competitividad y diferenciación de 

materias primas y productos manufacturados en mercados 
nacionales e internacionales. Entre otras, se fomentarán 

encadenamientos productivos mediante la asociatividad de 
actores involucrados en la cadena minera.

Expedir la reglamentación de la Ley 2250 de 2022 que permita 
el acceso a la formalización de la pequeña minería de manera 

ágil y mediante un marco jurídico especial y diferenciado.

Trabajar en un modelo de formalización minera con 
oportunidades; acompañando a los y las mineras en el proceso 

de formalización desde el territorio, con procedimientos 
diferenciados y desde un enfoque de gestión socio ? técnico 
diferencial que tenga en cuenta las características culturares, 

económicas y ambientales de las poblaciones.

Continuar generando e implementando estrategias de 
identificación de desafíos en materia de formalización en 

sinergia con los actores interesados en los territorios, así como 
de acompañamiento a la población minera para superar estos 

desafíos y fomentar el fortalecimiento empresarial y competitivo 
de la actividad minera.

Propender por acciones sistemáticas y organizadas para 
garantizar el acceso a la formalización de la pequeña minería 
con base en las figuras legales existentes y, especialmente 

aquellas que conlleven al acceso de un contrato de concesión, 
impulsando una formalización basada en la dignificación de la 

vida y la práctica minera.

Promover confianza en el sector minero, tanto frente a las 
instituciones estatales como hacia la ciudadanía beneficiaria de 

sus políticas, con el fin de transformar la percepción sobre la 
actividad minera que busca su formalización y adecuación a los 

deberes legales y constitucionales, y así construir relaciones 
más armónicas entre el Estado y las comunidades mineras de 

pequeña escala.

Impulsar un programa tripartito de formalización minera entre el 
Estado, las empresas mineras y los centros de desarrollo 

científico y tecnológico que faciliten los procesos de 
formalización, la cesión de áreas y el músculo financiero 

necesario para la tecnificación e industrialización de la actividad.

Generar una visión estratégica de su negocio entre los 
operadores mineros, respetando el territorio, así como el 

entorno natural y un mayor empoderamiento como empresarios 
y empresarias.

Complementar los esfuerzos que se vienen realizando para 
lograr la formalización de aquellos operadores mineros que 
tienen la voluntad de trabajar bajo la normatividad minera y 
ambiental, para lo cual se promoverá y facilitará el acceso a 

programas de acompañamiento, asesoría y asistencia técnica.

Fortalecer las estrategias para la bancarización, acceso a 
recursos financieros, investigación y desarrollo.

Fomentar la estructuración de proyectos que promuevan el 
desarrollo y formalización de la producción minero-energética en 
particular para la minería a pequeña escala. Para estos efectos, 
es importante implementar el mecanismo de áreas estratégicas 
mineras para la formalización con el fin de construir procesos 
adaptables y flexibles ante las condiciones del territorio que 

permitan la formalización dirigida a la producción de minerales 
estratégicos para el país.

Acompañar iniciativas que aporten a la diversificación de la 
canasta minera nacional, así como en la implementación de 

buenas prácticas a lo largo de su cadena de valor.

Trabajar en los componentes relevantes para el fomento minero:  
articulación y coordinación; información relevante para el diseño 
de programas; cultura de prevención y gestión de riesgos para 

disminuir la siniestralidad en el sector minero de pequeña 
escala; buenas prácticas mineras, con énfasis en economía 

circular y la implementación de las mejores técnicas disponibles; 
productividad para la reindustrialización, la transición energética 

justa, la soberanía alimentaria y la consolidación de la 
infraestructura pública; inclusión financiera; fortalecimiento del 

recurso humano; encadenamientos productivos en regiones con 
vocación extractiva; generación de valor agregado; 

fortalecimiento asociativo y empresarial.

Poner en marcha el Fondo de Fomento Minero que permita el 
apoyo para mejores prácticas a los pequeños mineros, el 

acceso a créditos blandos, apoyo a la diversificación y 
reconversión productiva de las y los pequeños mineros, 

implementación de estrategias de economía circular, 
prevención, recuperación y restauración de áreas degradadas 

por la minería. Gestionar apoyo internacional para el 
fortalecimiento de las estrategias aquí descritas.

Reglamentar e implementar la creación, delimitación y los mecanismos de funcionamiento de los 
distritos mineros especiales para la diversificación productiva, en coordinación con las autoridades 

mineras, territoriales, ambientales y demás entidades competentes. Se establecerá el instrumento de 
planificación socioambiental, gestión y articulación institucional mediante el despliegue integral de la 

oferta institucional, a partir de criterios como: a) el tipo de operación minera que se desarrolla, el 
volumen de producción y el grado de concentración minera; b) la tradición minera de las 

comunidades, la existencia de otras actividades productivas complementarias y sus oportunidades 
de fortalecimiento, incluyendo la posibilidad de proyectos bioeconómicos; c) el estado de deterioro, 

de existir, de los ecosistemas y territorios donde se ha realizado la actividad minera, su capacidad de 
rehabilitación y las estrategias de conservación; d) el catastro multipropósito para fomentar usos 
complementarios del suelo; y e) el fomento a la industrialización y otras alternativas de adición de 

valor; entre otros. Se establecerá un Plan Estratégico de Gestión del Distrito Minero Delimitado que 
contemple las acciones a corto, mediano y largo plazo para promover la asociatividad entre mineros 

y mineras de pequeña escala, fomentar la industrialización a partir de minerales estratégicos, 
desarrollar nuevas alternativas productivas aprovechando las diferentes vocaciones productivas del 
territorio, incentivar la reconversión laboral de ser necesario, generar condiciones para la soberanía 

alimentaria, promover la solución concertada de los conflictos identificados ocasionados por la 
minería y construir las acciones para la sustentabilidad del distrito correspondiente.

Establecer programas de reconversión productiva, teniendo 
como base elementos socio - ambientales y culturales de las 

mineras y mineros, y las condiciones técnicas y económicas de 
las operaciones mineras (terminación de proyectos mineros por 

etapa contractual o terminación anticipada), que tenga en 
cuenta a los y las trabajadoras de la minería y las comunidades 

en donde se desarrollan los proyectos, así también tener en 
cuenta en caso de estar creado, las características del distrito 

minero del área o región donde se implementen los programas.

Gestionar con los diferentes sectores las acciones necesarias 
para la planificación e implementación de acciones en los 

distritos mineros especiales para la diversificación productiva 
que se delimiten, ente otros, con el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 

Ministerio de Trabajo, junto a sus entidades adscritas.

Impulsar la creación de Empresas Asociativas de Proveeduría y 
Servicios Mineros, para quienes por diversas razones no 

puedan ser formalizados, pero están en capacidad de ofrecer 
toda su experiencia y experticia acumulada en favor de la 

sostenibilidad de la industria minera.

Identificar aliados y fuentes de financiamiento para la 
implementación del programa de reconversión productiva.

Promover y acompañar a las entidades territoriales en la 
identificación, formulación y ejecución de proyectos de inversión 
financiados con recursos de Asignaciones Directas del Sistema 
General de Regalías -SGR- orientados a la restauración social y 

económica de las zonas afectadas por la exploración y 
explotación minera.

Desarrollar mecanismos de reconocimiento de actividades 
ancestrales de arraigo cultural realizado por parte de las 

comunidades étnicas, especialmente las afrocolombianas.

Generar acciones de trato diferencial para esta población y 
promover espacios de participación, así como la 

implementación de la normatividad que reconoce a la población 
afrocolombiana y sus conexiones con el usufructo minero.

Formular, concertar y poner en marcha un plan integral de 
implementación del Decreto 1396 de 2023 que garantice el 

cumplimiento efectivo de los derechos mineros de las 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.

Desarrollar mecanismos de trazabilidad en procesos de 
comercialización en aras de proteger los derechos de las 

comunidades mineras, evitar la suplantación, y el riesgo del 
lavado de activos y financiación del terrorismo; promover el 

involucramiento de parámetros de innovación tecnológica y de 
procesos conforme con modelos nacionales e internacionales.

Inviable

Establecer las definiciones de minería 
artesanal y ancestral, que se ajusten a las 

realidades, técnicas y recorridos 
históricos, sociales y culturales de las 

comunidades dedicadas a estas labores

Inviable

Crear nuevos puntos de atención regional 
de la Autoridad Minera Nacional. 

Implementar un mecanismo integral para 
la difusión y apropiación de buenas 
prácticas en la minería artesanal y 

ancestral.

Implementar mecanismos de trazabilidad 
en procesos de comercialización de las 

actividades mineras a través de 
innovación tecnológica.

Proporcionar asesorías y asistencias 
técnicas, en áreas financieras, 

investigativas, tecnológicas, entre otras, 
para la formalización minera

Implementar encadenamientos 
productivos en mineros-mineras 

artesanales, ancestrales y de pequeña 
escala. 

Expedir la reglamentación de la Ley 2250 
de 2022 que permita el acceso a la 

formalización de la pequeña minería de 
manera ágil y mediante un marco jurídico 

especial y diferenciado.

Implementar un modelo de formalización 
minera con enfoque de gestión 

socio-técnico diferencial.

Gestión - inviable

Traslape - gestión - inviable

Implementar un programa de comunicación 
y transparencia minera dirigido a las 

comunidades mineras de pequeña escala y 
las instituciones estatales

Traslape - gestión - inviable- actividad

Implementar una estrategia para el 
fortalecimiento empresarial y 

sostenibilidad para operadores mineros

Continuar generando e implementando estrategias de 
identificación de desafíos en materia de formalización en 

sinergia con los actores interesados en los territorios, así como 
de acompañamiento a la población minera para superar estos 

desafíos y fomentar el fortalecimiento empresarial y competitivo 
de la actividad minera.

Propender por acciones sistemáticas y organizadas para 
garantizar el acceso a la formalización de la pequeña minería 
con base en las figuras legales existentes y, especialmente 

aquellas que conlleven al acceso de un contrato de concesión, 
impulsando una formalización basada en la dignificación de la 

vida y la práctica minera.

Impulsar un programa tripartito de formalización minera entre el 
Estado, las empresas mineras y los centros de desarrollo 

científico y tecnológico que faciliten los procesos de 
formalización, la cesión de áreas y el músculo financiero 

necesario para la tecnificación e industrialización de la actividad.

Complementar los esfuerzos que se vienen realizando para 
lograr la formalización de aquellos operadores mineros que 
tienen la voluntad de trabajar bajo la normatividad minera y 
ambiental, para lo cual se promoverá y facilitará el acceso a 

programas de acompañamiento, asesoría y asistencia técnica.

Gestión - inviable

Traslape - inviable - actividad

Fomentar la estructuración de proyectos que promuevan el 
desarrollo y formalización de la producción minero-energética en 
particular para la minería a pequeña escala. Para estos efectos, 
es importante implementar el mecanismo de áreas estratégicas 
mineras para la formalización con el fin de construir procesos 
adaptables y flexibles ante las condiciones del territorio que 

permitan la formalización dirigida a la producción de minerales 
estratégicos para el país.

Acompañar iniciativas que aporten a la 
diversificación de la canasta minera 

nacional 

Traslape - inviable

Implementar el Fondo de Fomento Minero 

Implementar los distritos mineros 
especiales para la diversificación 

productiva

Implementar el programa de reconversión 
productiva "XXX" para la garantía del 

bienestar territorial sostenible.

Brindar asistencias técnicas para la 
creación de Empresas Asociativas de 

Proveeduría y Servicios Mineros

Gestión - inviable

Identificar aliados y fuentes de financiamiento para la 
implementación del programa de reconversión productiva.

Actividad

Brindar asistencias técnicas a las 
entidades territoriales para la formulación 

y ejecución de proyectos de inversión 
financiados con recursos de Asignaciones 
Directas del Sistema General de Regalías 

- SGR.

Implementar el plan integral de operacionalización del 
Decreto 1396 de 2023 para la adopción de mecanismos 

especiales para el fomento y desarrollo de las 
actividades mineras en los territorios colectivos de las 

comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras

Implementar un programa de comunicación 
y transparencia minera dirigido a las 

comunidades mineras de pequeña escala y 
las instituciones estatales

Impulsar alternativas de diversificación productiva en áreas 
altamente dependientes de actividades extractivas impactadas 

por la transición energética global, como es el caso de los 
proyectos de extracción de carbón térmico en los 

departamentos carboníferos del país y, especialmente del Cesar 
y la Guajira, en los cuales se trabajará en la estrategia de 

Corredor de vida del Cesar y la Guajira.  

Caracterizar los territorios con el fin de establecer estrategias 
para integrar a las mineras y mineros que no puedan continuar 
con la labor extractiva, en cadenas productivas relacionadas, 
tanto con la actividad minera, como con otros sectores de la 

economía.

 Orientar ejercicios dirigidos al conocimiento de las necesidades 
relacionadas con la reconversión productiva del sector minero, a 

través de espacios de articulación, que incluyan análisis con 
enfoque diferencial e incorporen acciones de planificación 

participativa en la construcción de estrategias de reconversión y 
empleabilidad en el territorio.

Impulsar acciones que estimulen la asociatividad de las mineras 
y mineros de subsistencia (artesanales), pequeña escala y 

tradicionales, para el desarrollo de actividades relacionadas con 
el cooperativismo, acceso a financiamiento, desarrollo de 

mercados, comercialización, desarrollo de alternativas 
productivas o laborales y, emprendimientos, que entre otros 

generen alternativas de reconversión.

Gestionar acciones para fortalecer habilidades, competencias y 
conocimiento de las mineras y mineros objeto de reconversión 

en temáticas de formación y capacitación certificada, orientadas 
a su transformación socio productiva., que permitan el 
enriquecimiento de experiencias y la apropiación del 

conocimiento para el desarrollo de las actividades diferentes a 
la minería

Promover en la formalización y el fomento de la pequeña 
minería la incorporación de estándares de seguridad, orientados 
principalmente a áreas de control de atmósferas viciadas, fallas 

geomecánicas, incendios, inundaciones, fallas mecánicas, 
eléctricas, caídas a diferente nivel, entre otros.

eje 3



"Participación Ciudadana"

Incremento del conocimiento geocientífico nacional para 
la planificación y la administración de los recursos del 

subsuelo.

Estructurar y desarrollar el Plan Nacional de Conocimiento 
Geocientífico, en articulación con  las entidades de los sectores 

minas y ambiente.

Investigar el potencial de los minerales estratégicos, 
especialmente en las áreas de reserva  estratégicas 

mineras y para la formalización, en articulación con la 
autoridad minera priorizando los estudios relacionados al 

ciclo del agua y gestión del riesgo.

Desarrollar políticas que protejan los acuíferos y en 
general el ciclo del agua en el territorio y permitan 
desarrollar proyectos con sostenibilidad ambiental

Articular la investigación geo-científica con la política 
nacional para la gestión integral del recurso hídrico y sus 
instrumentos de planificación de cuencas y acuíferos. Así, 

se busca fortalecer el conocimiento de las aguas 
subterráneas, la protección de los acuíferos y en general 

el ciclo del agua en el territorio.

Potenciar la arquitectura informática institucional para 
garantizar la disponibilidad de la información geocientífica, 

al servicio de la ciudadanía en general, a través de 
plataformas de fácil acceso, canales y medios de 

comunicación que dispone el SGC.

Avanzar en la integración de información geológica, 
geofísica, geoquímica y otras disciplinas relevantes, así 

como la implementación de nuevas técnicas de 
adquisición de información (Machine Learning) para 
reducir costos, mejorar rendimientos y potenciar el 

aprovechamiento de la información existente, 
especialmente en zonas de difícil acceso, que permita 

tener resultados de información en el corto tiempo y que 
pueda ser usada en el ordenamiento ambiental y minero.

Construir el Plan Nacional de Conocimiento Geocientífico, en 
articulación con  las entidades de los sectores minas y ambiente.

Realizar investigaciones integrales en áreas de reserva 
estratégica para fortalecer el conocimiento sobre el potencial de 
los minerales estratégicos, en las que se contemple aspectos 

hídricos y factores de gestión del riesgo.

Formular los planes de manejo para las áreas 
protegidas que permitan la actividad minera de 

manera condicionada, con el fin de gestionar las 
áreas y los impactos que se puedan generar.

Eje 1

Integrar los ecosistemas del SINAP en los que 
esté prohibida o restringida la minería, así como 
las áreas de conservación in situ de origen legal 

que no pertenecen al SINAP.

Articular la investigación geo-científica con la política 
nacional para la gestión integral del recurso hídrico y sus 
instrumentos de planificación de cuencas y acuíferos. Así, 

se busca fortalecer el conocimiento de las aguas 
subterráneas, la protección de los acuíferos y en general 

el ciclo del agua en el territorio.

Puede ser actividad

Elaborar un programa para la implementación de nuevas técnicas 
de adquisición de información 

Implementar una interfaz tecnológica que integre 
los sistemas de información minero-ambiental 

para la optimización, comunicación y gestión en 
los procesos de toma de decisiones del sector 

minero.

Eje 2

Consultar con Elias Pinto



Problemáticas Acciones"Participación Ciudadana" Cita del documento

Acciones reformadas

Actividades
Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

Incremento del conocimiento geocientífico nacional para 
la planificación y la administración de los recursos del 

suelo y del subsuelo.

Por consiguiente, el conocimiento geológico es la base para toma de 
decisiones en materia de política, planificación, ordenamiento del 

territorio, gestión del agua y del riesgo, uso y aprovechamiento de los 
recursos del subsuelo, desarrollo de proyectos de infraestructura, entre 
otros. La disponibilidad de este conocimiento sigue siendo insuficiente 
para atender las necesidades a los diferentes grupos de interés como 

instituciones, organizaciones no gubernamentales, comunidades, 
gremios, academia, entre otros, que usan esta información como base 

para sus estudios, proyectos, planificación y desarrollos.

Falta de conocimiento geológico 
nivel nacional para la toma de 
decisiones de carácter minero

Actualmente, el conocimiento geocientífico e hidrogeológico se limita a 
zonas regionales. No hay un espectro de información a niveles 

municipales y departamentales que permitan mejorar los planes de 
ordenamiento territorial en cuanto al aprovechamiento de los recursos 
del subsuelo y el ordenamiento alrededor del agua, especialmente en 

la identificación de acuíferos y sus modelos de protección. Esto se 
debe, en gran parte, a la falta de metodologías de trabajo específicas 

para medios fracturados78 por donde se desplaza el agua y la 
evaluación del potencial de aguas subterráneas y su calidad.

Deficiencias en la construcción de 
conocimiento detallado a nivel 

local

Falta de metodologías de trabajo 
específicas para medios 

fracturados. 

Estructurar y desarrollar el Plan Nacional de Conocimiento 
Geocientífico, en articulación con  las entidades de los sectores 

minas, ambiente entre otros.

Investigar el potencial de los minerales estratégicos, 
especialmente en las áreas de reserva  estratégicas 

mineras y para la formalización, en articulación con la 
autoridad minera priorizando los estudios relacionados al 

ciclo del agua y gestión del riesgo.

Desarrollar políticas que protejan las fuentes de agua 
superficiales y subterráneas en el territorio y permitan 

desarrollar proyectos con sostenibilidad ambiental

Articular la investigación geo-científica con la política 
nacional para la gestión integral del recurso hídrico y sus 
instrumentos de planificación de cuencas y acuíferos. Así, 

se busca fortalecer el conocimiento de las aguas 
subterráneas, la protección de los acuíferos y en general 

el ciclo del agua en el territorio.

Potenciar la arquitectura informática institucional para 
garantizar la disponibilidad de la información geocientífica, 

al servicio de la ciudadanía en general, a través de 
plataformas de fácil acceso, canales y medios de 

comunicación que dispone el SGC.

Avanzar en la integración de información geológica, 
geofísica, geoquímica y otras disciplinas relevantes, así 

como la implementación de nuevas técnicas de 
adquisición de información (Machine Learning) para 
reducir costos, mejorar rendimientos y potenciar el 

aprovechamiento de la información existente, 
especialmente en zonas de difícil acceso, que permita 

tener resultados de información en el corto tiempo y que 
pueda ser usada en el ordenamiento ambiental y minero.

Estructurar el Plan Nacional de Conocimiento Geocientífico, en 
articulación con  las entidades de los sectores minas, ambiente 

entre otros. (MinCiencias;Agricultura; MinInterior;MinSalud) (2024)

Realizar investigaciones integrales en áreas de reserva 
estratégica para fortalecer el conocimiento sobre el potencial de 

los minerales estratégicos, en las que se contemple aspectos 
hídricos y factores de gestión del riesgo.

Formular los planes de manejo para las áreas 
protegidas que permitan la actividad minera de 

manera condicionada, con el fin de gestionar las 
áreas y los impactos que se puedan generar.

Eje 1

Integrar los ecosistemas del SINAP en los que 
esté prohibida o restringida la minería, así como 
las áreas de conservación in situ de origen legal 

que no pertenecen al SINAP.

Articular la investigación geo-científica con la política 
nacional para la gestión integral del recurso hídrico y sus 
instrumentos de planificación de cuencas y acuíferos. Así, 

se busca fortalecer el conocimiento de las aguas 
subterráneas, la protección de los acuíferos y en general 

el ciclo del agua en el territorio.

Puede ser actividad

Elaborar un programa para la integración e implementación de 
nuevas técnicas de adquisición de información 

Implementar una interfaz tecnológica que integre 
los sistemas de información minero-ambiental 

para la optimización, comunicación y gestión en 
los procesos de toma de decisiones del sector 

minero.

Eje 2

Revisar tema de UPRA, ICA, Agrosavia. Revisar los efectos 
secundarios de la minería; Revisar la expresión "Interés minero"

ARTÍCULO 229°. FORMULACIÓN DE PLAN DE CONOCIMIENTO GEOCIENTÍFICO Y ÁREAS DE RESERVA 
ESTRATÉGICA MINERA PARA EL DESARROLLO DE PROYECTOS ASOCIATIVOS. El Ministerio de Minas y 

Energía junto con el Servicio Geológico Colombiano estructurarán el Plan Nacional de Conocimiento 
Geocientífico, con el objeto de proveer conocimiento e información geocientífica a escalas adecuadas para la 

planificación y uso del suelo y el subsuelo, el cuidado y la gestión del agua, la evaluación y monitoreo de 
amenazas de origen geológico, la investigación y prospección de los recursos minerales estratégicos para la 

transición energética, la industrialización, la seguridad alimentaria y la infraestructura pública.

En desarrollo del Plan Nacional de Conocimiento Geocientífico, la autoridad minera nacional podrá delimitar y 
otorgar a pequeños y medianos mineros organizados bajo las figuras asociativas previstas en la ley, áreas de 

reserva estratégica minera con alto potencial para minerales estratégicos necesarios para la transición 
energética, la industrialización, la seguridad alimentaria y la infraestructura pública, de conformidad con lo 

previsto en el artículo 20 de la Ley 1753 de 2015. (Artículo 20. Áreas de reserva para el desarrollo minero. ?  con 
base en la información geocientífica disponible ?

Estructurar planes de protección y aprovechamiento 
sostenible de las fuentes de agua superficiales y 
subterráneas en el territorio de interés minero.

Información hídrica de zona minera para la gestión 
integral del agua. 



Uno de los principales propósitos del gobierno nacional es diversificar la economía por medio de la reindustrialización, lo que 
incluye el cierre de brechas tecnológicas y el impulso de encadenamientos productivos para la integración regional y global. A 
partir de los minerales se pueden fortalecer, desarrollar y expandir cadenas de valor agregado especialmente en la refinación 
de metales, producción de coque, talla de gemas, productos cerámicos, arenas industriales, producción de fertilizantes, entre 
otros.

Problemáticas Acciones"Participación Ciudadana" Cita del documento Acciones reformadas Actividades
Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

Reindustrialización de los productos mineros. La 
actividad minera como base de la economía del país 

mediante la soberanía del Estado.

El modelo de explotación de minerales en Colombia, plasmado en la 
Ley 685 de 2001, ha incentivado un sector minero liderado por 

terceros con un mercado enfocado principalmente en la exportación de 
la materia prima. Este modelo ha derivado en una economía rentista y 
reprimarizada que no se ha fortalecido, ni diversificado, causando en 
muchos casos fenómenos como la enfermedad holandesa, la pérdida 
de soberanía económica y también una subespecialización económica 

haciendo vulnerable la sustentabilidad del país.

Baja diversificación económica y 
reprimarización del sector 

productivo nacional

Así, alrededor de gran parte de la actividad minera, no se ha 
promovido la generación de encadenamientos productivos que 

permitan la transformación de estos bienes primarios a productos 
semifinales y/o finales. Esto ha limitado el crecimiento industrial del 
país y la promoción de estrategias como, el desarrollo de ciencia y 

tecnología, la transición energética justa, la infraestructura estratégica 
y la soberanía alimentaria. De esta manera, la minería se ha 

convertido en un vector de conflictividad en regiones del país, en 
cambio de ser la base para el fortalecimiento de una economía 

diversificada, productiva y sostenible.

Ausencia de encadenamientos 
productivos que permitan la 
transformación de bienes 
primarios en productos 

semifinales

Por otro lado, la balanza comercial del país presentó un 
comportamiento positivo de 1.084 millones de dólares (FOB) en 

productos de la industria extractiva, calculada a noviembre de 2022. 
Sin embargo, en las exportaciones del país se aprecia una reducida 

gama de minerales, asociados principalmente a Hulla, Coque y 
Briquetas (DANE, 2023), las cuales no poseen un alto nivel de 

transformación y agregación de valor, lo que dificulta vincularse a 
cadenas globales de valor más sofisticadas.

Alta dependencia de minerales 
con bajo potencial de 

transformación 

Existe una baja investigación e innovación en minería en Colombia 
que materializa a su vez, la baja presencia de mano de obra calificada, 
bajos procesos de tecnificación y automatización, carentes procesos 

de transferencia tecnológica y poco fomento al desarrollo de 
capacidades del talento humano en los procesos productivos del 
sector; un ejemplo de esta situación se evidencia en los recursos 

destinados para la investigación del Sistema General de Regalías en 
el OCAD de Ciencia Tecnología e Innovación, donde se han aprobado 

solamente 5 proyectos relacionados con minería por un orden de 
$13.568 millones de pesos ($10.425 millones con cargo al SGR), los 
cuales representan el 9% del total de recursos que ascienden a los 
$158.442 millones ($107.116 millones con cargo al SGR) del sector 

minas y energía, en el periodo 2012-2022.

Baja innovación minera

El descuento adicional por vender un paso atrás en la cadena a los 
compradores de las cabeceras municipales puede ser de un 5% y otro 
5% más si se vende al comprador veredal, para un descuento total del 

20%. Para el oro que entra a las cadenas de comercialización sin el 
cumplimiento de todos los requisitos legales, este menor precio para 
los pequeños productores (incluyendo los barequeros) puede llegar a 

ser incluso un 40% más bajo que el precio internacional. De esta 
cadena de descuentos, que constituye una renta considerable, se 

benefician, además de los intermediarios autorizados, las 
organizaciones al margen de la ley, principalmente del oro que venden 

los explotadores no autorizados, que luego estas organizaciones 
logran comercializar como oro ?leg

Bajo control de la ilegalidad en la 
explotación del oro

Ahora bien, por problemas de información, no es fácil para las 
autoridades distinguir el oro legal del que no lo es, al menos con 

relación a los pequeños productores, lo que dificulta asegurar que la 
totalidad del oro que entra en el circuito legal de comercialización, 

proveniente de estos explotadores, haya sido producida cumpliendo 
con todos los requisitos establecidos por la normatividad vigente, 

aunque se encuentre registrada en el RUCOM, con lo que se abre la 
posibilidad para que uno y otro tipo de oro puedan ser comercializados 

de forma legal y, eventualmente, exportados o utilizados como un 
medio para el lavado de dinero, entre otros delitos de los antes 

referidos87.

Ausencia de mecanismos para el 
seguimiento y control de la 

explotación aurífera 

Impulsar la transformación y generación de valor agregado de los 
minerales de tradición y estratégicos en el país y su articulación a 
las cadenas de valor a partir de la identificación prospectiva y/o 

potencial mineral en el país, hoja de ruta de aplicaciones y usos de 
los minerales, la oferta y la demanda.

Realizar un análisis de contexto y condiciones necesarias para el 
desarrollo de un proyecto para la construcción y operación de una planta 

de fundición y refinación de cobre en territorio colombiano.

Diseñar una estrategia de asociatividad de la pequeña y mediana minería 
para desarrollar servicios de proveeduría mediante el fomento a la 

economía solidaria.

Diseñar e implementar un programa de proveedores para los titulares 
mineros en estructuración de planes de mejoramiento para empresas 

ancla y proveedores de servicios alrededor de la industria minera.

Incluir en la propuesta del Plan de Convocatorias de la asignación de 
Ciencia Tecnología e Innovación ambiental del Sistema General de 
Regalías las líneas de investigación para la agregación de valor de 

minerales que sirvan como insumos para la transición energética justa, 
reindustrialización, soberanía alimentaria e infraestructura pública.

Revisar el comportamiento de la oferta y la demanda de minerales, 
mediante el apoyo de la matriz o mapa de las posibilidades, 

requerimientos y solicitudes que se le realizarán al sector minero para 
abastecer las diferentes industrias y necesidades del país.

Promover estrategias dirigidas a la investigación de usos y valor agregado 
de los minerales tradicionales y estratégicos del país en articulación con la 

academia y el sector privado.

Gestionar ante el Ministerio de Transporte la priorización del 
mantenimiento y buen estado de las vías terciarias que conectan las 

zonas mineras del país.

La Agencia Nacional de Minería revisará la posibilidad de ajustar los 
criterios establecidos para la asignación de áreas estratégicas 

mineras ya delimitadas y declaradas para minerales de cobre, fosfatos, 
oro y carbón; estableciendo los términos de referencia y minutas 

contractuales para la asignación de áreas estratégicas mineras que 
sean declaradas para otros minerales estratégicos, con la consideración 

de cadenas de valor agregado.

Diseñar e implementar la Debida Diligencia y Sistema de Autocontrol y 
Gestión del Riesgo Integral de lavado de activos y financiación del 

terrorismo (SAGRILAF) para todos los actores del sector (entidades 
públicas, explotadores, plantas de beneficio, comercializadores, etc.), 

incluyendo, a los pequeños mineros y barequeros, cada uno 
cumpliendo las medidas que les correspondan. La Agencia Nacional de 

Minería implementará el SAGRILAF en todas las etapas del proceso 
contractual minero (precontractual, contractual y postcontractual).

Estructurar una metodología estandarizada para la determinación de la 
huella digital del oro y los correspondientes protocolos de la cadena de 

custodia de las muestras utilizadas, con el fin de asegurar la total 
trazabilidad del oro.

Consolidar comercializadores públicos del mineral, los cuales garanticen 
que los pequeños mineros y barequeros reciban el precio justo por el oro, 
e inclusive mayor al precio internacional, si se certifica como ?oro verde?. 

Las comercializadoras de oro actualmente bajo la dirección y 
administración de la Sociedad de Activos Especiales (SAE), ya saneadas, 

podrán cumplir esta tarea.

Ampliar los acuerdos de cooperación internacional para la 
comercialización y trazabilidad del oro (por ejemplo, la Confederación 

Suiza - Iniciativa Suiza Oro Responsable para la Minería Artesanal y de 
Pequeña Escala ? Tercera Fase ? SBGI III). Con esta clase de iniciativas, 
además de la comercialización del oro a mejores precios, se promueven 

las buenas prácticas mineras con la implementación de estándares 
internacionales como el Fairmined Certification Standard115, que incluye 
la responsabilidad de asegurar la trazabilidad del mineral, la seguridad y 
salud ocupacional de los mineros, el manejo responsable de sustancias 

tóxicas y peligrosas (como los explosivos), la intolerancia al trabajo infantil, 
entre otras.

Impulsar la creación de una empresa pública minera, como pieza 
fundamental en la ejecución de la política pública que podría intervenir en 
la exploración y explotación de los minerales estratégicos con destino al 
mercado local y la exportación de excedentes; apoyar la construcción de 
cadenas de valor agregado que permitan la fabricación de bienes para el 

mercado nacional y la exportación de bienes finales y semifinales; la 
comercialización de minerales, como el oro, supeditando la compra a la 
implementación de buenas prácticas, y el apoyo a los mineros y mineras 

en procesos de formalización, como lo hace actualmente la Empresa 
Nacional Minera (ENAMI) de Chile.

Revisar la necesidad de adecuar la estructura e institucionalidad del 
sector minero para la nueva visión de la actividad minera, en tal caso, 

gestionar las modificaciones que resulten pertinentes en marco normativo 
y de la regulación.

Implementar el Mecanismo para la Validación de Información de 
los Proponentes Mineros  por parte de la Autoridad Minera para 

la identificación del riesgo de lavado de activos

Construir hoja de ruta para la elaboración y articulación de 
cadenas productivas mineras para minerales de tradición y 

estratégicos.

Gestión

Gestión

Crea una empresa pública minera para 
intervenir en la exploración y explotación 

de los minerales estratégicos.

Gestión

Eje 3

Hablar con formalización y revisar pertinencia de sagrilaft para 
barequeros



Impulsar la transformación y generación de valor agregado de los 
minerales de tradición y estratégicos en el país y su articulación a 
las cadenas de valor a partir de la identificación prospectiva y/o 

potencial mineral en el país, hoja de ruta de aplicaciones y usos de 
los minerales, la oferta y la demanda.

Realizar un análisis de contexto y condiciones necesarias para el 
desarrollo de un proyecto para la construcción y operación de una planta 

de fundición y refinación de cobre en territorio colombiano.

Implementar una estrategia de asociatividad de la pequeña y mediana 
minería para desarrollar servicios de proveeduría mediante el fomento a la 

economía solidaria.

Implementar un programa de proveedores para los titulares mineros en 
estructuración de planes de mejoramiento para empresas ancla y 

proveedores de servicios alrededor de la industria minera.

Incluir en la propuesta del Plan de Convocatorias de la asignación de 
Ciencia Tecnología e Innovación ambiental del Sistema General de 
Regalías las líneas de investigación para la agregación de valor de 

minerales que sirvan como insumos para la transición energética justa, 
reindustrialización, soberanía alimentaria e infraestructura pública.

Revisar el comportamiento de la oferta y la demanda de minerales, 
mediante el apoyo de la matriz o mapa de las posibilidades, 

requerimientos y solicitudes que se le realizarán al sector minero para 
abastecer las diferentes industrias y necesidades del país.

Promover estrategias dirigidas a la investigación de usos y valor agregado 
de los minerales tradicionales y estratégicos del país en articulación con la 

academia y el sector privado.

Gestionar ante el Ministerio de Transporte la priorización del 
mantenimiento y buen estado de las vías terciarias que conectan las 

zonas mineras del país.

La Agencia Nacional de Minería revisará la posibilidad de ajustar los 
criterios establecidos para la asignación de áreas estratégicas mineras ya 
delimitadas y declaradas para minerales de cobre, fosfatos, oro y carbón; 
estableciendo los términos de referencia y minutas contractuales para la 

asignación de áreas estratégicas mineras que sean declaradas para otros 
minerales estratégicos, con la consideración de cadenas de valor 

agregado.

Diseñar e implementar la Debida Diligencia y Sistema de Autocontrol y 
Gestión del Riesgo Integral de lavado de activos y financiación del 

terrorismo (SAGRILAF) para todos los actores del sector (entidades 
públicas, explotadores, plantas de beneficio, comercializadores, etc.), 

incluyendo, a los pequeños mineros y barequeros, cada uno cumpliendo 
las medidas que les correspondan. La Agencia Nacional de Minería 

implementará el SAGRILAF en todas las etapas del proceso contractual 
minero (precontractual, contractual y postcontractual).

Estructurar una metodología estandarizada para la determinación de la 
huella digital del oro y los correspondientes protocolos de la cadena de 

custodia de las muestras utilizadas, con el fin de asegurar la total 
trazabilidad del oro.

Consolidar comercializadores públicos del mineral, los cuales garanticen 
que los pequeños mineros y barequeros reciban el precio justo por el oro, 
e inclusive mayor al precio internacional, si se certifica como ?oro verde?. 

Las comercializadoras de oro actualmente bajo la dirección y 
administración de la Sociedad de Activos Especiales (SAE), ya saneadas, 

podrán cumplir esta tarea.

Ampliar los acuerdos de cooperación internacional para la 
comercialización y trazabilidad del oro (por ejemplo, la Confederación 

Suiza - Iniciativa Suiza Oro Responsable para la Minería Artesanal y de 
Pequeña Escala ? Tercera Fase ? SBGI III). Con esta clase de iniciativas, 
además de la comercialización del oro a mejores precios, se promueven 

las buenas prácticas mineras con la implementación de estándares 
internacionales como el Fairmined Certification Standard115, que incluye 
la responsabilidad de asegurar la trazabilidad del mineral, la seguridad y 
salud ocupacional de los mineros, el manejo responsable de sustancias 

tóxicas y peligrosas (como los explosivos), la intolerancia al trabajo infantil, 
entre otras.

Impulsar la creación de una empresa pública minera, como pieza 
fundamental en la ejecución de la política pública que podría intervenir en 
la exploración y explotación de los minerales estratégicos con destino al 
mercado local y la exportación de excedentes; apoyar la construcción de 
cadenas de valor agregado que permitan la fabricación de bienes para el 

mercado nacional y la exportación de bienes finales y semifinales; la 
comercialización de minerales, como el oro, supeditando la compra a la 
implementación de buenas prácticas, y el apoyo a los mineros y mineras 

en procesos de formalización, como lo hace actualmente la Empresa 
Nacional Minera (ENAMI) de Chile.

Revisar la necesidad de adecuar la estructura e institucionalidad del 
sector minero para la nueva visión de la actividad minera, en tal caso, 

gestionar las modificaciones que resulten pertinentes en marco normativo 
y de la regulación.

Implementar el Mecanismo para la Validación de Información de 
los Proponentes Mineros  por parte de la Autoridad Minera para 

la identificación del riesgo de lavado de activos

Construir hoja de ruta para la elaboración y articulación de 
cadenas productivas mineras para minerales de tradición y 

estratégicos.

Implementar la estrategia de "Comercializadores 
públicos de minerales"

Gestión

Crea una empresa pública minera para 
intervenir en la exploración y explotación 

de los minerales estratégicos.

Gestión

Eje 3

Incluir la línea de investigación para la agregación de valor de 
minerales en el Plan de Convocatorias de la asignación de 

Ciencia, Tecnología e Innovación Ambiental del Sistema General 
de Regalías 

Crear la Unidad de Inteligencia Minera - UIM para 
la consolidación del conocimiento del sector, 

información estadística, análisis y pronósticos de 
mercados locales, nacionales e internacionales, 

entre otros, para el sector minero ambiental.

Eje 2

Eje 2 Actividad de MATI

Actividad de: Implementar la estrategia de 
"Comercializadores públicos de minerales"

Distritos mineros especiales para la diversificación productiva.

1) Alcanzar la sustantibilidad del área delimitada. 
2) Promover la asociativdad entre mineros y mineras de pequeña escala. 

3) Fomentar la industrialización a partir de minerales estratégicos
4) Desarrollar nuevas alternativas productivas, a partir de la identificación de la 

vocación del territorio. 
5) Promover la reconversación laboral del área delimitada

6) Garantizar la soberanía alimentaria en el área delimitada
7) Fomentar la industrialización a partir de nuevas alternativas productivas y la 

promocion del turismo 



Problemáticas Acciones"Participación Ciudadana" Cita del documento Acciones reformadas Actividades
Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

Las buenas prácticas mineras, con énfasis en economía 
circular. 

Dentro de los principales problemas de la baja sostenibilidad de la 
actividad minera en nuestro país se encuentran la falta de adopción de 

estándares para la ejecución de dichas actividades por parte de las 
autoridades competentes y la poca aplicabilidad de los existentes en las 

operaciones mineras por parte de los titulares mineros. Lo anterior 
conlleva a afectaciones del ambiente - recurso hídrico, estabilidad de 
taludes y terrenos- así como el aumento considerable en la fatalidad 

minera91. La pregunta en este caso es ¿Minería cómo?

Falta de adopción de estándares 
para la ejecución de la actividad 

minera

Adicionalmente, otras causas que inciden en esta problemática son: la 
debilidad en el conocimiento, capacidades y habilidades para la 

aplicación de buenas prácticas en el desarrollo de los proyectos mineros, 
así como la falta de mecanismos de divulgación de la información 

existente sobre buenas prácticas mineras y la debilidad en mecanismos, 
instrumentos e incentivos de fomento minero y asistencia técnica con el 

fin de facilitar la implementación de las buenas prácticas.

Falta de mecanismos para la 
divulgación de las buenas 

prácticas

Falta de conocimiento para la 
aplicación de buenas prácticas 

el país no cuenta con una regulación y/o formalización específica 
respecto a la normalización de los procesos relacionados con economía 

circular y las mejores técnicas disponibles en la actividad minera.

Falta de regulación y/o 
formalización específica respecto 

a la normalización de los 
procesos relacionados con 

economía circular

Elaborar y adoptar documentos de referencia con estándares específicos de 
buenas prácticas mineras, mejores técnicas disponibles y estrategias de 
economía circular que orienten la implementación de estas acciones en las 
diferentes cadenas de valor de la actividad minera. Estos documentos de 
referencia obligatoria deben ser diferenciales, acorde con la escala de la 
actividad minera y tipo de mineral incorporando la descripción técnica detallada 
de las medidas, eficiencias, costos de implementación, ventajas, desventajas, 
barreras de implementación entre otros.

Adoptar e incorporar los estándares que se elaboren dentro de los requisitos 
exigibles por parte de la Autoridad Minera, para la presentación de los Planes 
de Trabajo y Obras - PTOs

Realizar el inventario y diagnóstico de capacidades y habilidades que se deben 
fortalecer para incrementar el conocimiento en la aplicación de buenas prácticas 
mineras, mejores técnicas disponibles y estrategias de economía circular en los 
proyectos mineros.

Estructurar de manera conjunta con Universidades y el SENA programas de 
capacitación que permitan disminuir las brechas identificadas en el inventario y 
diagnóstico de capacidades y habilidades que se deben fortalecer. Dichos 
programas de capacitación deberán ser incorporados en el Centro de 
Aprendizaje Minero

Promover la reproducción de saberes mediante redes, centros de aprendizaje, 
mentores, entre otros, que permitan el enriquecimiento de experiencias y la 
apropiación de buenas prácticas para el desarrollo de la actividad minera.

Apoyar las estrategias del Gobierno Nacional, en lo concerniente al reciclaje y 
posterior uso de los productos derivados de minerales o los resultantes de la 
actividad minera para ser reutilizados en la misma u otras industrias.

Promover el uso eficiente de la energía y la inclusión de energías renovables en 
los diferentes procesos y operaciones de la actividad minera.

Estructurar un programa a nivel nacional de divulgación de buenas prácticas 
mineras, mejores técnicas disponibles y estrategias de economía circular 
enfocado especialmente a fortalecer su implementación en las actividades de 
pequeña minería y en la cadena de valor de los minerales requeridos para la 
transición energética justa, la reindustrialización y la seguridad alimentaria.

Crear un repositorio de información existente sobre buenas prácticas mineras, 
mejores técnicas disponibles y estrategias de economía circular en las 
diferentes entidades del sector, con el fin de evaluar la misma y definir cuál es 
pertinente para que sea migrada en las diferentes páginas web de las entidades 
del sector para su consulta.

Incluir dentro de las líneas prioritarias del Fondo de Fomento Minero, la 
financiación para la aplicabilidad de las buenas prácticas mineras, mejores 
técnicas disponibles y estrategias de economía circular por parte de los 
pequeños mineros.

Estructurar un programa de asistencia técnica con énfasis en la aplicabilidad de 
buenas prácticas mineras, estrategias de economía circular y mejores técnicas 
disponibles. Esta asistencia técnica debe ser diseñada de manera diferencial 
acorde con la escala de la actividad minera y tipo de mineral.

Diseñar e implementar un programa de incentivos o beneficios para aquellos 
mineros que han mejorado el desempeño de sus operaciones mineras.

Identificar acciones específicas en diferentes líneas estratégicas: Eficiencia 
energética, al identificar lineamientos para la promoción de la eficiencia 
energética en el sector minero que permitan reducir las emisiones de Gases de 
Efecto Invernadero (GEI) de forma costo efectiva.

Apoyar en la coordinación de esfuerzos de los actores públicos y privados del 
sector, para la gestión de los riesgos climáticos que se pueden presentar en los 
territorios con actividad minera, con procesos que deben darse con soluciones 
basadas en la naturaleza, conservación hidrográfica y biodiversidad. Incorporar 
instrumentos económicos (existentes y nuevos) en los procesos de financiación 
de acciones de resiliencia y reducción que incluyen a la minería, se destacan 
los procesos que deben darse frente a la economía circular para promover la 
inclusión de procesos y acciones en las estrategias empresariales e 
instituciones mineras, donde se evidencie la reducción de gases efecto 
invernadero y la adaptación al cambio climático.

Construir hoja de ruta para la elaboración y articulación de 
cadenas productivas mineras para minerales de tradición y 

estratégicos.

Eje 7. Esos documentos 
pueden ser actividades

Adoptar estándares exigibles dentro de los requisitos para la 
presentación de Planes de Trabajo y Obras -  PTOS ante la 

Autoridad Minera.

Realizar una evaluación que comprenda buenas prácticas, mejores 
técnicas disponibles y estrategias de economía ciruclar en los 

proyectos mineros. 

Puede ser actividad de la hoja de ruta

Implementar un mecanismo integral para 
la difusión y apropiación de buenas 
prácticas en la minería artesanal y 

ancestral.

Eje 5. Se amplía el producto y 
deja como actividad.

Gestión

Puede ser actividad

Construir los repositorios de información con 
facilidad de acceso y consulta para la divulgación 

y democratización de la información minero 
ambiental hacia los territorios.

Eje 1. Se puede dejar dentro 
del producto o como actividad

Gestión
Se busca meta para dejarla 

como actividad

Estructurar un programa diferencial de asistencia técnica con énfasis en la 
aplicabilidad de buenas prácticas mineras, estrategias de economía circular y 
mejores técnicas disponibles.

Puede ser actividad. 
Implementar un programa de incentivos y/o beneficios para los mineros/as que 
han implementado satisfactoriamente buenas prácticas, mejores técnicas, y 
estrategias de economía circular

Gestión
Se busca meta para dejarla 

como actividad

Gestión

Incorporar instrumentos económicos (existentes y nuevos) en los procesos de 
financiación de acciones de resiliencia climática y reducción de gases de 
efecto invernadero en las empresas mineras. 

Incluir que la resiliencia 
climática también incluye 
estrategias de economía 

circular

Tener en cuenta en la formulación de los estándares de buenas prácticas y en 
acuerdo con el enfoque VI del presente documento, los compromisos 
internacionales en gestión ambiental y producción responsable. 

Fortalecer y fomentar las estrategias de relacionamiento con las comunidades 
donde se desarrollen los proyectos, teniendo presentes los enfoques de género, 
y diferencial, asegurando garantías a la población, particularmente lo contenido 
en el Plan de Gestión Social (ANM) y la Estrategia de Relacionamiento 
Territorial del MinEnergía. 

Articular las buenas prácticas en minería con los reglamentos de higiene y 
seguridad minera actualmente en vigencia (Decreto 539 de 2022 y Decreto 944 
de 2022) y fortalecer la Política Nacional de Seguridad Minera, con la visión de 
propender por el cumplimiento de lo establecido por las autoridades 
competentes en salud pública nacional para impulsar el bienestar de los 
involucrados en las actividades de minería.  

Fomentar y apoyar las estrategias del Gobierno Nacional, en lo concerniente al 
reciclaje y posterior uso de los productos derivados de minerales o los 
resultantes de la actividad minera para ser reutilizados en la misma u otras 
industrias.

Alimentar el repositorio con los casos exitosos que socialicen e informen los 
diferentes actores mineros. Estos casos se identificarán a través de los 
espacios de formación y otros escenarios de intercambios de saberes y trabajo 
en red. 

Promover el uso eficiente de la energía y la inclusión de energías renovables en 
los diferentes procesos y operaciones de la actividad minera.

Apoyar en la identificación de costos y posibles fuentes de financiación nacional 
e internacional, para la implementación de estrategias de buenas prácticas con 
énfasis en economía circular que reduzcan emisiones y promuevan la 
adaptación al cambio climático, en las actividades mineras. 

Apoyar en la identificación de costos y posibles fuentes de financiación nacional 
e internacional, para la implementación de estrategias de buenas prácticas con 
énfasis en economía circular que reduzcan emisiones y promuevan la 
adaptación al cambio climático, en las actividades mineras. 

Sin embargo, las pruebas recopiladas en el acápite II.4.2. acreditan la insuficiente 
capacidad institucional para materializar las funciones de fiscalización y vigilancia ambiental 
en los componentes preventivo y correctivo, así como la falta de articulación intersectorial 
en materia minero-ambiental, y la insuficiente utilización de los instrumentos de prevención 

instituidos por el legislador.

Falta de articulación intersectorial en materia 
minero-ambiental.



Problemáticas Acciones"Participación Ciudadana" Cita del documento Acciones reformadas Actividades
Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

Cierre minero integral y responsable.

Durante esta etapa, se llevan a cabo el 
desmantelamiento de las instalaciones mineras y el 
cierre definitivo de los frentes de explotación, entre 

otros; así como la implementación de medidas para la 
mitigación de los impactos ambientales y sociales. En 
el país los grandes proyectos se acercan al final de su 
vida útil, es necesario que estos cuenten con un plan 

de cierre adecuado a las condiciones técnicas, 
ambientales, sociales, económicas, entre otros 

aspectos.

Incertidumbre frente al cierre 
minero de los grandes proyectos 

mineros

Si bien se cuenta con alguna reglamentación en 
aspectos del cierre minero desarrollados por la parte 

ambiental, no se ha regulado aspectos puntuales 
frente a componentes físico-bióticos y 

socio-económicos para el cierre, dejando vacíos para 
la toma de decisiones por parte de las autoridades 

mineras y ambientales. Es así como esta 
reglamentación resulta insuficiente y requiere de la 

coordinación de los sectores minero y ambiental, toda 
vez que un cierre de mina contempla aspectos 

mineros, ambientales, sociales, etc. que deben ser 
abordados integralmente tal y como lo establece el 

artículo 24 de la Ley 1753 de 2015; artículo que 
actualmente no cuenta con la reglamentación 

respectiva.

Falta de regulación del artículo 24 
de la ley 1753 de 2015

Por la parte minera, entre los años 2021-2022 se 
suscribió un convenio entre el Banco Mundial y el 
Ministerio de Minas y Energía, que busca tener 

claridad sobre la situación de la gestión 
gubernamental del cierre de minas en Colombia. Así, 
se espera sumar herramientas base para definir una 

hoja de ruta frente a la reglamentación del cierre 
minero y la adopción de un Plan de Cierre Minero y 

Ambiental.

Falta de herramientas para la 
definición de una hoja de ruta en 

la reglamentación del cierre 
minero y la adopción de un plan 

de cierre minero y ambiental 

Reglamentar el artículo 24 de la ley 1753 de 2015 o la 
que haga sus veces, actualizando la normatividad 

minera y ambiental relacionada con el cierre minero 
integral del área intervenida; donde se detallen los 

escenarios y requisitos para realizar cierres parciales 
y definitivos. Incluye actividades de cierre y postcierre 

donde se establezcan sus condiciones técnicas, 
garantías financieras, sociales y ambientales.

La Autoridad Minera debe actualizar los Términos de 
Referencia para el Programa de Trabajos y Obras en 

el componente técnico del Plan de Cierre Minero.

Articular el seguimiento, por parte de la Autoridad 
Minera y Autoridad Ambiental, a las actividades de 

cierre integral minero y ambiental en el desarrollo de 
las etapas contractuales en las áreas intervenidas, así 
como la aplicación de la normatividad que regula las 

mismas.

Identificar la necesidad y el alcance de construir un 
desarrollo tecnológico que permita a la autoridad 
minera y ambiental tener acceso a la información 
relevante y como resultado se pueda producir un 

apoyo interinstitucional complementario con mayor 
eficacia en el seguimiento a los proyectos con etapas 

tempranas de cierre.

Implementación de la Resolución No. 40279 de 2022 
referente a los programas de sustitución de 

actividades mineras y reconversión o reubicación 
laboral de los pequeños mineros tradicionales 

ubicados en ecosistemas de páramos delimitados, en 
las fases de cierre y desmantelamiento de minas.

Proponer un nuevo marco normativo que garantice 
clausurar en debida forma la operación 

minera siguiendo parámetros sociales, ambientales, 
culturales, mineros, económicos, 

laborales, geotécnicos, hidrogeológicos y 
geoquímicos, entre otros.

Reglamentar el artículo 24 de la ley 1753 de 2015 o la 
que haga sus veces, para actualizar la normatividad 
minera y ambiental relacionada con el cierre minero 

integral del área intervenida. 

Actualizar los términos de referencia 
para el programa de trabajos y obras 
en el componente técnico del Plan de 

Cierre Minero

Construir un mecanismo de articulación para el 
monitoreo en las actividades de cierre integral minero 

y ambiental en el desarrollo de las etapas 
contractuales en las áreas intervenidas, así como la 
aplicación de la normatividad que regula las mismas.

Implementar una interfaz tecnológica que integre 
los sistemas de información minero-ambiental 

para la optimización, comunicación y gestión en 
los procesos de toma de decisiones del sector 

minero.

Eje 2

Implementar la Resolución No. 40279 de 2022 
referente a los programas de sustitución de 

actividades mineras y reconversión o reubicación 
laboral de los pequeños mineros tradicionales 

ubicados en ecosistemas de páramos delimitados, 
en las fases de cierre y desmantelamiento de 

minas.

Gestión

Aunado a lo anterior, el ente de control sostuvo que hace falta la «reglamentación minera y 
ambiental en lo atinente al cierre minero y al uso post-minería con la articulación 

necesaria con instrumentos de riesgo y de ordenamiento territorial». Y «es necesario y 
prioritario fortalecer la capacidad de seguimiento, control y monitoreo de las actividades 

productivas y de los requerimientos y restricciones establecidos por las instancias 
ambientales y mineras, así como su función sancionatoria».

Falta reglamentación minera y ambiental sobre 
cierre minero y uso post-minería



Problemáticas Acciones"Participación Ciudadana" Cita del documento Acciones reformadas Actividades
Resultado Método de cálculo Unidad de medida Frecuencia

Explotación no autorizada y explotación ilícita de 
minerales.

El desarrollo de la actividad de explotación de minerales por fuera de las 
disposiciones establecidas en la legislación y en muchos casos sin la 

implementación de prácticas responsables para su extracción, beneficio 
y comercialización, ha generado transgresión en las dimensiones 
ambientales, sociales, económicas, de la salud y seguridad de los 

territorios y sus comunidades.

Continuar acompañando desde nivel central a las autoridades 
territoriales que son competentes en el control a las explotaciones 

no autorizadas de minerales y de minería ilícita, especialmente en el 
fortalecimiento de la estrategia de sensibilización dirigida a las 

autoridades locales, departamentales y fuerza pública que ejercen el 
control a las explotaciones no autorizadas de minerales en el 

territorio nacional.

Incluir en la estrategia de sensibilización sobre explotaciones no 
autorizadas y de minería ilícita a las comunidades mineras y a los 

actores de la cadena de suministro de los minerales objeto de 
explotación no autorizada.

Coordinar la creación de lineamientos para el diseño de hojas de 
ruta o planes de acción multi-actor que permita contar con 

estrategias integrales para prevenir y contrarrestar el fenómeno de 
la explotación no autorizada de minerales y la minería ilícita.

Robustecer y actualizar el sistema de monitoreo con información 
local, así como el diseño e implementación de herramientas que 
permitan la alimentación permanente de esta información en el 

sistema de monitoreo.

Implementar y operativizar mecanismos de trazabilidad de minerales 
y debida diligencia

Acompañar la implementación del Plan de Acción Nacional del 
Mercurio en la minería artesanal y de pequeña escala de Oro en 

Colombia y que se desarrolla en el marco del Convenio 
Internacional de Minamata. Este plan estará orientado a la 

eliminación total del mercurio en la explotación de oro, manejo y 
gestión de residuos de mercurio, prevención de la exposición de las 

poblaciones en condiciones de vulnerabilidad; estrategias para 
proporcionar información a la minería artesanal y en pequeña escala 
sobre buenas prácticas; estrategias para reducir las emisiones, las 

liberaciones y los riesgos de exposición, entre otras.

Generar estrategias para proporcionar información que aporte a las 
estrategias de formalización y adopción de buenas prácticas de la 

minería artesanal y en la de pequeña escala, entre otras, estrategias 
para reducir las emisiones, las liberaciones y los riesgos de 

exposición, entre otras.

Coordinar análisis de las competencias actuales y del nivel de 
articulación interinstitucional para la prevención y control de las 
explotaciones no autorizadas, con el fin de generar información 

relevante para la actualización de la normatividad minera.

Coordinar y articular interinstitucionalmente entre las actuaciones de 
entidades, proponiendo la unificación de criterios conforme las 

competencias, las prioridades y la situación específica de la región 
(reconversión, formalización, otros).

Coadyuvar la creación de un Comité Intersectorial para la 
Prevención, Monitoreo y lucha contra las explotaciones no 

autorizadas de minerales que, contribuya a aunar esfuerzos para la 
articulación, coordinación y cooperación entre entidades, para 
luchar contra este fenómeno y sus actividades conexas en el 

territorio nacional.

Acompañar a los mineros artesanales y tradicionales en los 
procesos de formalización o en los procesos de reconversión, según 

corresponda.

Generación de información mediante el monitoreo de EVOA, 
respecto de las áreas abandonadas por explotaciones no 

autorizadas de oro de aluvión, con la finalidad de establecer la 
viabilidad de que sean objeto de rehabilitación ambiental, economía 
circular, recuperación mercurio y disposición final del mismo, según 

el caso.

Proponer una estrategia ante el Ministerio de Defensa (líder), en 
aras de que se garantice la seguridad de las personas o 

comunidades mineras, que se encuentren adelantado procesos de 
formalización, y de esta forma, salvaguardar su integridad y evitar la 
afectación de sus derechos fundamentales, por parte de los grupos 

armados al margen de la ley.

Contar con información proveniente del sector ambiental que 
permita visión integral del problema de la explotación no autorizada 
e ilícita de minerales en ecosistemas estratégicos o áreas de gran 

biodiversidad.

Articular acciones que permitan incorporar análisis referentes a los 
impactos en la salud relacionados con la explotación no autorizada 

e ilícita de minerales.

Transgresión de dimensiones 
ambientales, sociales, 

económicas, debido a la 
explotación de minerales no 

autorizada

Se ha evidenciado que existen debilidades en las acciones de 
prevención, monitoreo y apoyo al control de las explotaciones no 

autorizadas de minerales, esto al considerar que algunas instituciones 
realizan esfuerzos aislados en territorio en función de sus competencias, 
lo cual hace que su actuación resulte insuficiente para contrarrestar este 

fenómeno multidimensional y que se genere desgaste administrativo, 
operacional y de las propias comunidades. Adicionalmente, se identifica 
que esta problemática está asociada a la ineficiencia en los procesos y 
herramientas de integración de información para el monitoreo, análisis 

del fenómeno, la trazabilidad y debida diligencia en la cadena de 
minerales.

Debilidad en la prevención, 
monitoreo y apoyo al control de 

las explotaciones no autorizadas.

Falta de articulación institucional 
en el territorio

En el contexto descrito anteriormente, es importante resaltar las 
competencias actuales e identificar a las autoridades104 que deben 

controlar esta práctica que, hoy es definida como un delito ambiental. Por 
esto, el Ministerio de Minas y Energía como órgano rector de la política 

pública minera, viene apoyando a dichas autoridades competentes en el 
control a estas explotaciones no autorizadas de minerales, con la 

generación de información técnica, la sensibilización hacia autoridades 
en las regiones y la búsqueda de articulación de estas, para la 

generación de actuaciones institucionales coordinadas.

 Falta de claridad en las 
competencias de las autoridades 
que deben intervenir en caso de 
explotación ilegal de minerales

Con el uso de las metodologías se ha evidenciado, que el 65% de la 
explotación de oro de aluvión (EVOA en tierra) en Colombia se encuentra 
en la categoría de ?explotación no autorizada?, ya que no cuentan con los 

permisos técnicos y/o ambientales requeridos, ni se encuentran en la 
categoría de ?en tránsito a la legalidad?

Alta incidencia de explotaciones 
no autorizadas de oro

A lo largo del monitoreo, se ha evidenciado debilidades por parte de 
diferentes entidades en el suministro de la información secundaria, lo que 

dificulta el desarrollo del cruce de información en el tiempo para 
desarrollar los análisis requeridos en la formulación de política pública y 

la toma de decisiones. También, surge la necesidad de fortalecer los 
mecanismos de identificación de procedencia, trazabilidad108 de 

minerales y procesos de debida diligencia en la comercialización de 
estos, aumentar la capacidad tecnológica en la generación de 

herramientas para la identificación de la procedencia lícita del mineral y 
ampliar el conocimiento geocientífico del subsuelo y sus recursos.

Debilidad en las entidades minero 
ambientales en materia de 

información actualizada

Falta de mecanismos para la 
identificación de procedencia del 

oro

Brindar asistencia técnica a las autoridades locales, 
departamentales y fuerza pública 

Gestión

Gestión

Poner en marcha el sistema de monitoreo. 

Implementar mecanismos de trazabilidad de minerales y debida 
diligencia

Puede ser actividad del 
sistema de monitoreo

Gestión

Adoptar protocolos unificados para el ejercicio de la participación 
interinstitucional, comunitaria y de la sociedad civil para el 

ordenamiento, evaluación, fiscalización, seguimiento y control de las 
actividades mineras.

Unificar criterios de orden técnico en el ciclo de 
vida del proyecto minero.

Eje 1

Eje 2

Crear el Comité Intersectorial para la Prevención, Monitoreo y lucha 
contra explotaciones no autorizadas de minerales. 

Proporcionar asesorías y asistencias 
técnicas, en áreas financieras, 

investigativas, tecnológicas, entre otras, 
para la formalización minera

Eje 5

Intervenir las áreas abandonas por explotaciones no autorizadas de 
oro de aluvión que sean viables. 

Gestión

Implementar la estrategia minera para la vida y la formalidad

Ministerio de Defensa

Gestión

Gestión



Minería planificada y 
ordenamiento 

minero-ambiental

Institucionalidad articulada y 
coordinada para la toma de 

decisiones e implementación de 
políticas públicas.

Administración del recurso 
minero. Uso y aprovechamiento 

de los recursos mineros con 
responsabilidad.

Participación social efectiva e 
inclusión de los territorios

Minería en el territorio y para el 
territorio con estrategias para el 

fomento, la formalización, la 
reconversión y la diversificación 

productiva.

Incremento del conocimiento 
geocientífico nacional para la 

planificación y la administración 
de los recursos del subsuelo.

Reindustrialización de los 
productos mineros. La actividad 

minera como base de la economía 
del país mediante la soberanía del 

Estado.

Las buenas prácticas mineras, 
con énfasis en economía circular. 

Cierre minero integral y 
responsable.

Prevención y apoyo a las 
acciones contra la explotación no 
autorizada y la explotación ilícita 

de minerales.

Planeación para el 
ambiente y la sociedad

Institucionalidad 
fortalecida

Actualización de los 
títulos mineros

Fiscalización, control y 
seguimiento

Información segura y 
confiable

Seguridad Minera Acceso a los 
conocimientos, 

saberes ambientales y 
mineros

Coordinación 
interinstitucional para 
garantizar el derecho 

fundamental de la 
consulta previa

Gestión y manejo de 
la conflictividad

Procedimientos y 
mecanismos de 

participación 
ciudadana

Apropiación de buenas 
prácticas en la minería 
artesanal y ancestral

Estrategias para la 
formalización, el 

desarrollo y fomento 
de buenas prácticas en 

la pequeña minería, 
minería artesanal y 

ancestral

Fomento de buenas 
prácticas

Formalización de la 
actividad minera de 

pequeña escala 

Formalización minera 
de pequeña escala y 

de la minería ancestral 
y tradicional

Reconversión laboral y 
diversificación 

productiva de los 
territorios asociada a 

las actividades 
mineras

Prospección geológica Empresa pública 
minera

Productividad minera

Trazabilidad justa y 
transparente

Conocimiento, 
capacidades y 

habilidades

Divulgación

Financiación a 
pequeños mineros

Gestión del cambio 
climático

Incorporación de BPM 
en los Planes de 
Trabajos y Obras

Gestión normativa 
para el cierre

Prevención y apoyo al 
control de las 

explotaciones no 
autorizadas de 

minerales

Planeación para la 
toma de decisiones 

basada en información

Líneas estratégicas de 
política minera 

nacional



Cronograma

Actividad / Semanas
Junio Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 13 14 15 16 17 18 19 20 21 22 23 24 25 26

Replantear metas

Filtrar metas

Reformular metas

Construir ejes de la política minera

Asignar responsables con base en el plan de acción 

Establecer marco temporal de la política a partir 

Proponer programación con base en la urgencia de 
las problemáticas

Consolidar la complementariedad de las metas

Validar en territorio las problemáticas y los ejes 

Construir agenda

Realizar aspectos logísticos

Socializar los problemas y ejes de la política

Convocar a todos los actores encargados de la 

Construir la matriz del plan de acción de la política 

Concertar las mesas de trabajo con todos los 

Consolidar el Plan de Acción de la Política 

Concertar las metas con cada uno de los actores

Concertar la programación con cada uno de los 

Validar las últimas versiones de cada una de las 

Consolidar la versión final de la política minera

Trabajar en redacción e información de apartados

Trabajar en aspectos de forma y presentación del 

Cosolidar el Plan de Acción de la Política Minera

Finalizar el documento de política minera

Adoptar la Política Minera Nacional

Socializar la política minera nacional en los 
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